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Derecho Colectivo del Trabajo

En  esta  Tercera  Unidad  desarrollaremos los siguientes  temas: 

3.1 

Derecho Colectivo del Trabajo. Concepto. Denominación. Origen y evolución. La cuestión de la autonomía. Caracteres. Principios. Institutos propios del derecho colectivo del trabajo. 

3.2 

Las relaciones colectivas de trabajo. Derecho colectivo del trabajo y “relaciones industriales”. Tipología de los modelos comparados de relaciones colectivas de trabajo. El papel del Estado en las relaciones colectivas de trabajo: intervención y autonomía. Principales características del modelo uruguayo.  

Libertad sindical. Significado de la libertad sindical. Normas internacionales. Sistematización de los derechos tutelados. Libertad sindical y derecho de asociación. Contenido de la libertad sindical. Ámbito de aplicación subjetiva de la libertad sindical: trabajadores, empleadores, funcionarios públicos. Libertad sindical individual. Aspecto positivo y  aspecto negativo. Libertad sindical colectiva. Derechos y garantías frente al Estado, los empleadores y otras organizaciones. La cuestión de las cláusulas sindicales. Protección de la actividad sindical. El fuero sindical y las prácticas desleales o actos de injerencia. Protección a través de la OIT. El Comité de Libertad Sindical. Consideraciones sobre la protección de la actividad sindical en Uruguay. 

3.4  

Sindicatos. Orígenes y evolución histórica. Naturaleza jurídica. Concepto de Sindicato. Clases de organizaciones sindicales. Principios para la constitución de Sindicatos. Estructura y organización interna. Autonomía sindical. Registro y personería gremial. Pluralidad sindical. Representación y representatividad; concepto de Sindicato "más representativo".  Suspensión y disolución del Sindicato. Las organizaciones sindicales en el Uruguay: principales aspectos de su origen, organización, funcionamiento y regulación jurídica. Actualidad y perspectivas del movimiento sindical. Organizaciones de empleadores.  

3.5    

La empresa. Concepto y proyecciones ante el Derecho del Trabajo. Participación de los trabajadores en la empresa.  
3.6


Negociación colectiva. Marco teórico. Justificación e importancia de una teoría general. Evolución del concepto de negociación colectiva. Clases. Fines y funciones. Modelos de negociación colectiva.

Estructura y funcionamiento de la negociación colectiva: niveles; concurrencia de convenios colectivos; articulación.  

3.7  

Régimen general de los Convenios colectivos (con especial referencia al régimen jurídico en el Uruguay). Concepto. Sujetos. Contenido. Cláusulas normativas y obligacionales. Convenios colectivos: Alcance subjetivo. Formalidades. Extinción: modalidades y mecanismos. Efectos del convenio colectivo. 

3.8


Conflictos colectivos de trabajo. Concepto y clasificación. Medios de prevención y de solución de los conflictos colectivos. Autotutela y heterotutela. Autocomposición y héterocomposición. El arbitraje como medio de solución del conflicto.  

3.9


La huelga. Concepto y etimología. Presupuestos. Evolución histórica. La huelga en las Constituciones. La reglamentación legal de la huelga. Jurisprudencia del Comité de Libertad Sindical. El derecho de huelga: caracteres; definición; clases de huelga.   

Efectos de la huelga sobre el contrato individual de trabajo. El derecho de huelga en el Uruguay. Su reconocimiento como derecho. Carácter "gremial" de la huelga.  Titularidad del derecho de huelga.  La huelga como hecho. Dinámica de la huelga. Modalidades de ejercicio: ¿formas atípicas? Límites internos y externos.  Formas de conclusión de la huelga. Servicios esenciales. Lock-out.  
                                                                                             Dra. Ana Sotelo Márquez

                                                                                              Dra. Natalia Colotuzzo

SESIÓN 1

Derecho Colectivo del Trabajo: presentación. Concepto. Denominación. Origen y evolución. La cuestión de la autonomía. Caracteres. Principios. Institutos propios del Derecho Colectivo del Trabajo.
El objetivo de esta sesión será reflexionar acerca de la formación del Derecho colectivo del trabajo.

Origen del Derecho del Trabajo.
El origen del Derecho Colectivo del Trabajo es el origen de sus institutos: del sindicato, de la huelga y de la negociación colectiva. Se suele relatar este proceso muy vinculado al proceso que se produjo en Francia, ya que en definitiva, allí tuvo su origen una de las dos grandes revoluciones que marcan este comienzo del derecho colectivo que luego dará origen al derecho del trabajo,. Es por eso que se suele afirmar que el derecho del trabajo nace colectivo. La Revolución Francesa por un lado y la revolución industrial por otro. Son las dos grandes revoluciones de pensamiento o ideológica una mediante el desarrollo de las ideas centrales de libertad, igualdad y fraternidad y en la producción la otra revolución que se produce a partir de la máquina de vapor, y la posibilidad de la producción en masa.
Esto dará origen a grandes manufacturas y formas de producir que más tarde encontrarán respecto de la idea de igualdad fundamentalmente un limite. No es posible pensar ya en la igualdad dentro del contrato o relación de trabajo. El trabajador no contrata en pie de igualdad con su empleador. Por eso el derecho civil que era el que hasta ese momento existía para regular relaciones entre particulares que implicarán relaciones productivas no va a bastar. Surgiendo así esta fuerza que se opone por la vía de los hechos primero y que luego será reconocida por el derecho. Es primero entonces la agrupación y la huelga los institutos que aparecen y luego se desarrollará la idea de desigualdad jurídica para equilibrar las partes de la relación de trabajo. Es esta construcción la que luego orientara la aparición del Derecho del Trabajo, que en un primer momento será denominado Legislación Industrial. 
1. La etapa de la represión comienza con la la supresión del régimen corporativo en 1776, por el  Edicto de Turgot. Luego la Ley d’ Allarde (2-17-, marzo, 1791), y continúa con la Ley Le Chapellier, en 14-17 de junio de 1791. Se consagra  la libertad de trabajo por la primera, y por la segunda se prohíbe toda reconstitución de las corporaciones, con las características que ha de tener esta ley como legislación represiva. La que se ve acompañada por la existencia de una libreta obrera, en la que se consignaba si el trabajador había sido despedido, porque de lo contrario era obligado a volver a la manufactura, la que desaparecerá  en el año 1890. Lo que resultaba complementado por el art. 1781 del Código Napoleónico, (abrogado recién en 1868), que decía que el amo sería creído acerca de sus afirmaciones tanto sea de pagos como de adelantos de dinero. Y también las disposiciones del Código Penal (1810) que pena la coalisión y asociación de más de 20 personas (que existe hasta 1874). 

2. Tolerancia: En realidad esta etapa, podría encontrar su origen en lo que algunos estudios denominan etapa humanitaria o humanitarismo, que comienza a surgir a partir de los años 1830 – 1840,  a raíz de algunos informes presentados sobre estudios en las manufacturas. Uno de los más conocidos es el Informe de Louis Vilarmé de 1840, quien estudia las manufacturas de lana, algodón y seda, y llega a conclusiones escalofriantes, en cuanto a las condiciones de vida y de trabajo de esos trabajadores. Fijándose el promedio de vida en edades muy tempranas. Se comienza entonces a hablar de pauperismo y cuestión social. Aunque el comienzo propiamente dicho estaría en la década de los 60 en el siglo XIX,  ya que es allí cuando comienzan a desaparecer algunas de las normas del período represor. Y es hacía 1884 que se comienza a dar un reconocimiento legal.

3. Reconocimiento y protección: 

Luego se comienza a entender que la unión de trabajadores es necesaria en ese cometido de lograr un equilibrio entre esos poderes en juego.  Y por lo tanto se entiende que ese movimiento inevitable de que personas de una misma categoría profesional se reúnan para la defensa de sus intereses en común, es justamente inevitable, pero también importante. Acompaña a esto sin duda la idea de humanidad trasladada al derecho, es decir, el entender la importancia del hombre que esta detrás de estas situaciones que venimos de describir, y también desde ese momento el sustento ético, que tendrá la consolidación de una disciplina como esta que nace colectiva, y será de algún modo la que de garantía del respeto por la dignidad humana. 
1. Definición.

Podríamos definir al Derecho colectivo del trabajo como el núcleo de normas que regula el conjunto del personal de la empresa, organizado o no; la formación y las funciones de las asociaciones profesionales de trabajadores y patronos, sus relaciones, su posición frente al Estado y los conflictos colectivos de trabajo (Plá Rodríguez, 1999, 7).
2. Denominación.

Si bien se han propuesto otros calificativos como ser: derecho de las relaciones colectivas de trabajo o derecho sindical. Plá Rodríguez prefiere la denominación: derecho colectivo del trabajo y cita a Krotoschin quien señala que: “como ocurre con todo el derecho del trabajo también el derecho colectivo toma su nombre y su esencia únicamente del lado de los trabajadores, en cuyo interés ese derecho existe principalmente”.  

3. Caracteres. 
El Derecho Colectivo de Trabajo es una parte del Derecho del Trabajo pero aún así tiene algunos caracteres que le son propios:

      A. Es un derecho que atañe a grupos sociales.

B. Constituye un correctivo de la situación de inferioridad del trabajador frente al empleador y persigue lograr el equilibrio colocándolos en igualdad para la concertación de condiciones que debe respetar el contrato de trabajo.

C. Acepta la licitud del empleo de medios de acción directa.

D. Procura la solución pacífica entre los trabajadores y empleadores de los conflictos de intereses colectivos y,  por lo tanto, la consecución de cierto estado de paz laboral.

E. Reconoce la existencia de una nueva fuente del derecho, dado que los propios interesados tienen la posibilidad, por la vía de los Convenio Colectivo de trabajo, de creación de derecho objetivo.

F. Es garantía de libertad. Porque los hombres que carecen de poder económico pierden su libertad, y por otra parte, aislados, carecen también de fuerza frente al Estado. Por una doble razón, manifiesta De La Cueva, por mantener la independencia de las fuerzas económicas y para facilitar la unión de los hombres, el derecho colectivo es una garantía de libertad frente al Estado.

G. Triangularidad.  M. De la Cueva en una de las sesiones del “Primer Coloquio sobre libertad sindical en América Latina”, organizado por la OIT, en Ciudad de México del 6 al 14 de set de 1976, “un rayo de luz “ “cruzó frente  a nosotros”,  y dejó “como estela la visión triangular del Derecho Colectivo de Trabajo”.

De la Cueva dice: “En todos los escritos, ensayos y libros, hemos sostenido firmemente la unidad del Derecho Colectivo de Trabajo, misma que se encuentra en la doctrina alemana, creadora del término Derecho Colectivo de Trabajo, en la francesa que habla de relaciones colectivas de trabajo, y en la italiana que prefiere la locución derecho sindical”.

La doctrina alemana (Hueck Nipperdey), la escuela italiana (arts.39 y 40 de la Constitución de 1946, de donde se analiza: la autonomía sindical, el contrato colectivo de trabajo, sus formas de solución, la conciliación y el arbitraje, y las huelgas y los paros). Y Paul Durand quien hace una distinción paralela: el derecho de las relaciones colectivas de trabajo, comprende cuatro términos “el primero se ocupa de los sindicatos, el siguiente de las convenciones colectivas, el tercero de los conflictos de trabajo, y el cuarto de los procedimientos para la regulación de los conflictos colectivos”.

De estos maestros europeos – dice De la Cueva que tiene la impresión de que reconocen que las instituciones de Derecho Colectivo de Trabajo, integran una unidad, una consecuencia natural de que fueron el resultado de la lucha obrera en defensa de la libertad, que posee dos dimensiones: el derecho a actuar para la realización de sus fines, esto es, la libertad sindical comprendió, desde un principio, la facultad de negociar colectivamente las condiciones de prestación de los trabajos, así como la posibilidad de utilizar los medios a aceptar la contratación colectiva en condiciones justas.

Opina que la escisión del Derecho Colectivo de Trabajo en tres instituciones, que si bien perseguirían una finalidad única, que es el bienestar inmediato de la clase trabajadora y de sus hombres, y la creación de una sociedad futura en la que cese la explotación del hombre por el hombre, podrían no obstante declararse independientes entre sí, de tal manera que podría suprimirse alguna de ellas, así el caso de la huelga en la Italia fascista, destruye la esencia del Derecho Colectivo de Trabajo: la supresión de la facultad libre de formar sindicatos destruiría la base del estatuto; la negación del derecho a la negociación y contratación colectivas colocaría a los sindicatos en estado de incapacidad para la acción; y la prohibición de la huelga nos regresaría al siglo pasado, cuando la celebración de un contrato colectivo dependió del sentido caritativo del empresario. En las hipótesis presentadas, lo único que subsistiría sería una caricatura del derecho colectivo.

El Derecho Colectivo de Trabajo se desdobla en varios principios e instituciones: la libertad de coalición fluye hacia la asociación profesional y la huelga. Aquella es la unión permanente de los trabajadores, en tanto la huelga es el procedimiento que permite obligar a los patrones a aceptar una regulación equitativa de las relaciones de trabajo; y el contrato colectivo plasma dicha regulación- esto es lo que dice De la Cueva en el “derecho mexicano del trabajo”.  

La visión triangular del Derecho Colectivo de Trabajo –agrega De la Cueva- a la que también se puede llamar la teoría de la unidad indisociable, estaba en lo transcripto, pero le faltaba precisión. Fue en el coloquio donde queda claro; en A. Latina, con algunas excepciones, no se respetan los principios e instituciones, particularmente la huelga, con el pretexto de la sindicación, la negociación y contratación colectivas y la huelga misma, obedecían a razones y fundamentos diversos, lo que autorizaba el reconocimiento e una o dos de ellas, con exclusión de otra u otras.  Es ahí donde llega al convencimiento de que en las estructuras económicas y capitalistas, la libertad no puede ser seccionada; y toma del informe final de la OIT la tesis que expuso: “Acerca del concepto en sí de la libertad sindical, un participante recalcó que el mismo estaba constituido por una trilogía indisociable, a saber, el derecho de asociación, el de negociación colectiva y el de huelga. La libertad sindical así entendida era un derecho de carácter político, reconocido a todos los trabajadores sin distinción, incluidos los funcionarios públicos. El ejercicio de dicha libertad posibilitaba la defensa de los derechos ante el estado y los empleadores y garantizaba la justicia social necesaria para que todos pudieran vivir dignamente y satisfacer sus necesidades”.

Esto coincide con el CIT 87. Se ratifica ante todo la concepción del Derecho Colectivo de Trabajo como un derecho político, porque su misión inmediata es facilitar al trabajo los elementos necesarios para imponer al capital una normación justa de las condiciones de prestación de los servicios. Pero su fuerza y su valor radican en la idea de la existencia de la trilogía indisociable de las instituciones del Derecho Colectivo de Trabajo.

La doctrina podría representarse gráficamente como un triángulo equilátero, cuyos ángulos, todos idénticos en graduación, serían el sindicato, la negociación y contratación y la huelga, de tal manera que ninguna de las tres figuras de la trilogía podría faltar, porque desaparecería el triángulo.

De donde resulta falsa la afirmación de que la asociación profesional es posible en ausencia del derecho a la negociación y contratación colectiva o huelga, pues si el Derecho del Trabajo asegura la vida de los sindicatos es para que luchen por la realización de sus fines.

Una idea más que refuerza la indisociabilidad de la trilogía: el principio básico y creador del Derecho Colectivo del Trabajo es la libertad, a la que en la materia que nos ocupa, se da el título de libertad sindical, y que es todo el contenido del triángulo, de los que se desprende, al recorrer la historia, ya que fue ese principio el que “lanzó las flechas de la sindicación, de la negociación y contratación colectivas y de la huelga”.

4. Principios
En principio toda cuestión tiene relación con la autonomía o no del Derecho Colectivo de Trabajo. Si es una parte el Derecho del Trabajo, como sostiene la mayoría de la doctrina, entonces será necesario admitir que los principios generales del Derecho del Trabajo se aplican por igual al Derecho sindical y , en especial entre ellos, el principio protector. 

Por otra parte es claro que en este sector del Derecho del Trabajo se suma un principio o concepto básico o central absolutamente esencial: el de libertad sindical.

Y este principio de libertad sindical, cuyo contenido será objeto de la mayor parte de todo curso de Derecho Colectivo de Trabajo, se descompone en tres grandes aspectos, o reglas o subprincipios, a saber:

a. el de autonomía sindical stricto sensu, también denominado autonomía interna o autarquía sindical (la libertad de constitución, estructuración y desarrollo del sindicato);

b. el de autonomía colectiva, también llamada “autonomía privada colectiva” (la facultad de los grupos profesionales de autorregular sus relaciones, creando D. Objetivo); y

c. el de autotutela (la potestad del colectivo laboral de autoproteger sus propios intereses, dentro de la cual se estaca el derecho de huelga).

Algunos autores sostienen la existencia de otros principios del Derecho sindical, en particular, el tripartismo y la participación de los trabajadores en la empresa.

Bibliografía obligatoria
- ERMIDA URIARTE, Oscar; VILLAVICENCIO, Alfredo; y CORTÉS, Juan Carlos, Derecho colectivo del trabajo. Materiales de Enseñanza, Pontificia Universidad Católica del Perú, Segunda edición, Lima, 1990.

- PLÁ RODRÍGUEZ, Américo, Curso de Derecho Laboral, Tomo IV, Volumen I, Editorial Idea, Montevideo, 1999.

SESIÓN 2

Las relaciones colectivas de trabajo. Derecho colectivo del trabajo y “relaciones industriales”. Tipología de los modelos comparados de relaciones colectivas de trabajo. 
El objetivo de esta sesión será pensar el derecho y las relaciones colectivas del trabajo.
Cuando se relaciona Derecho colectivo y relaciones laborales se destaca por un lado el carácter triangular de aquel en la estructura de los ordenamientos jurídicos y por otra parte los diferentes modelos de sistemas de relaciones colectivas de trabajo a los que podemos referirnos. Comenzaremos por hacer una breve referencia a la triangularidad del derecho colectivo.

1. Triangulariedad del Derecho Colectivo  

Cuando nos referimos a la estructura triangular del derecho colectivo del trabajo estamos haciendo alusión a que el derecho colectivo posee tres pilares entre los que se encuentra: el sindicato, la negociación colectiva y la huelga. Esto es común a los diferentes ordenamientos jurídicos de los distintos países. 

A su vez la tringularidad del derecho colectivo tendrá como consecuencia que cada uno de los institutos que le sirven de sustento no puede existir sin el otro. Así el sindicato no existe sin la huelga, etc. También los actores serán de esa forma las organizaciones profesionales y el Estado. De allí que se pueda derivar la idea de que existen diferentes tipos o modelos de relaciones colectivas de trabajo en función de los roles que ocupen cada uno de los actores en esa estructura que describimos anteriormente.

2. Modelos de sistemas de relaciones colectivas de trabajo.

Generalmente además al referirnos a modelos de sistemas estamos estableciendo una conexión entre derecho y relaciones laborales con su diverso enfoque. 

Los sistemas que se reconocen ofrecen el siguiente panorama: A) sistema reglamentarista y sistema autonomista; B) sistema corporativo y pluralista conflictivo. A) El sistema reglamentarista es heterónomo e intervencionista. Allí la ley y los decretos son las principales normas. Por otra parte el sistema autonomista tendrá como norma principal al convenio colectivo. 

B) sistema corporativo y pluralista conflictivo. En este último hay una variedad de centros de poder  Esta distribución de poder es la que a su vez podría permitirnos clasificarlos en descentralizados o centralizados. En tanto que el sistema corporativo es el que el Estado es el protagonista privilegiado que convierte a las organizaciones en parte de su propia estructura.

C) Podríamos referirnos a otro modelo que estaría fijado por la estructura de la negociación colectiva y del sindicato determinará que la negociación sea intervenida o no y por rama de actividad o por empresa.

D) Por otra parte también pueden considerarse el grado de consenso de los actores sociales dentro del sistema y esto nos llevará a observar el grado y tipo de conflictividad que existe y cual es su tratamiento dentro de la Institución. (Ermida y otros, 1990, 30)

Bibliografía obligatoria.
- PLÁ RODRÍGUEZ, Américo, Curso de Derecho Laboral, Tomo IV, Volumen I, Editorial Idea, Montevideo, 1999.

Bibliografía complementaria.
- CASTELLO, Alejandro, “Tendencias actuales del sistema de relaciones laborales en Uruguay” en revista Relaciones Laborales Nº 9.
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- RODRÍGUEZ, Juan Manuel, “Transformaciones de las relaciones laborales: algunos temas polémicos y desafíos de los actores sociales” en revista Relaciones Laborales Nº 1.
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SESIÓN 3

Libertad sindical. Significado de la libertad sindical. Normas internacionales. Sistematización de los derechos tutelados. Libertad sindical y derecho de asociación. Contenido de la libertad sindical. Ámbito de aplicación subjetiva de la libertad sindical: trabajadores, empleadores, funcionarios públicos.  

El objetivo de esta sesión será enumerar las normas que se refieren al tema libertad sindical.
1. Normas internacionales en materia de libertad sindical.   

· Declaración Universal de Derechos Humanos;

·    Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos,

· Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales;

· Carta Interamericana de Garantías Sociales;
· Convención Americana de Derechos Humanos;
· Protocolo de San Salvador;
· Declaración Sociolaboral del Mercosur;
· Declaración de Derechos y Principios Fundamentales en el trabajo y su seguimiento;
· Constitución de la O.I.T.;
· Declaración de Filadelfia.
· Convenios Internacionales del Trabajo ratificados por Uruguay: 11, 87, 98, 110, 141, 151,

· Convenios Internacionales del Trabajo no ratificados por nuestro país: 135 y 158,

·    Recomendaciones de la O.I.T. Nº 143 y 166,

2. Presupuestos.
· La libertad sindical como derecho fundamental;

· Contenido de la libertad sindical.
3. Libertad sindical y derecho de asociación.  
Cabe precisar que en las normas internacionales mencionadas precedentemente a veces se hace alusión a la libertad o derecho de asociación y otras veces a la libertad sindical.
Dicha situación hace que debamos plantearnos si la libertad de asociación profesional (libertad sindical) queda o no comprendida dentro de la libertad general de asociación.

Plá Rodríguez cita a De la Cueva quien señala que al respecto se han postulado tres posiciones distintas: a) la libertad sindical es una aplicación del derecho general de asociación; b) el derecho de libertad sindical es distinto del derecho general de asociación; y c) si bien se trata de derechos distintos se encuentran estrechamente vinculados. (Plá Rodríguez, 1999, 41-42).   

4. Contenido de la libertad sindical.

4.1. Libertad sindical individual.
· Libertad sindical individual positiva

-    Empleadores;
                  -    Trabajadores (dependientes e independientes);
-    Funcionarios públicos.
· Libertad sindical individual negativa

-     Discusión acerca de su procedencia;
-     Cláusulas sindicales.
4.2. Libertad sindical colectiva.
· Constitución del sindicato

-     Necesariedad o no de personalidad jurídica; 
-      Registro del sindicato;

-      Sindicato más representativo. 

· Actividad sindical colectiva.
      -     Negociación colectiva;

      -     Otro tipo de actividades.  

Bibliografía obligatoria.
- PLÁ RODRÍGUEZ, Américo, Curso de Derecho Laboral, Tomo IV, Volumen I, Editorial Idea, Montevideo, 1999.
SESIÓN 4

Libertad sindical individual y colectiva.

Libertad sindical individual: Aspecto positivo y  aspecto negativo. Libertad sindical colectiva. Derechos y garantías frente al Estado, los empleadores y otras organizaciones. La cuestión de las cláusulas sindicales. 

El objetivo de esta sesión será explicitar los contenidos y presupuestos de la libertad sindical. 

1. Libertad sindical individual. Aspecto positivo. 

· Libertad de adhesión a un sindicato. 
· Libertad en las relaciones entre el afiliado y el grupo. 

· Protección de la libertad sindical en materia de empleos.

2. Libertad sindical individual. Aspecto negativo. 

· Libertad de no formar parte de un sindicato.

· Libertad para desafiliarse de un sindicato. 

3. Libertad sindical colectiva. 

Lo primero que debemos mencionar es que el sindicato en relación con el Estado debe ser absolutamente independiente ya que el poder público no puede tener injerencia sobre éste. Dicha independencia debe ser asegurada tanto respecto de la constitución del sindicato como en su funcionamiento e incluso al momento de producirse su disolución.  
El contenido de la libertad sindical colectiva se manifiesta a través de:
· Libertad de constitución de los sindicatos;

· Libertad en la determinación de las personas;

· Libertad en la determinación de la órbita profesional y territorial del sindicato;

· Libertad de constitución de federaciones o confederaciones;

· Libertad en las formalidades requeridas para la constitución de un sindicato o una unión de sindicatos;  

· Libertad de funcionamiento de los sindicatos;

· Libertad de disolución voluntaria de los sindicatos.

4. Las cláusulas sindicales.  

En ocasiones se pactan, en un convenio colectivo, las llamadas cláusulas sindicales o de seguridad sindical. Un ejemplo sería el compromiso patronal de no contratar personas que estén sindicalizadas. En la realidad uruguaya no suelen darse casos de este tipo. Si se diera podría tratarse de una cuestión antagónica de la libertad sindical negativa.
La defensa de la libertad sindical no habilita a soslayar y menoscabar su reverso, que es el derecho a no ejercitar los derechos de sindicalización y de acción gremial. No existen fallos judiciales al respecto. 

Bibliografía obligatoria:
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SESIÓN 5
Protección de la actividad sindical. El fuero sindical y las prácticas desleales o actos de injerencia. Protección a través de la OIT. El Comité de Libertad Sindical. Consideraciones sobre la protección de la actividad sindical en Uruguay.
Nuestro objetivo es profundizar acerca de las medidas que se han adoptado, tanto a nivel internacional como nacional, con la finalidad de evitar y sancionar el eventual  menoscabo de la libertad sindical. Pare ello analizaremos el contenido del Convenio Internacional del trabajo Nº 98 y la normativa nacional vigente en Uruguay destacándose especialmente la Ley Nº 17.940.   

Como ya hemos mencionado anteriormente, la libertad sindical posee una dimensión individual y otra colectiva. Respecto a la individual hemos analizado en qué consiste, determinando que la libertad sindical individual puede ser positiva o negativa y por último estudiamos el tema de las cláusulas sindicales. En lo que guarda relación con la libertad sindical colectiva habíamos establecido que las organizaciones sindicales pueden ejercer sus derechos ante: a) el Estado, que se concreta en el derecho de constituir uniones, federaciones y confederaciones nacionales e internacionales, el derecho a la autonomía sindical, derecho a la personalidad jurídica, derecho a la pluralidad sindical (la organización más representativa), ejercicio de funciones sindicales: negociación colectiva, huelga, reivindicación y participación; b) los empleadores y sus organizaciones: en particular se analiza aquí el tema del fuero sindical y de las prácticas desleales que se encuentra vinculado al principio de pureza del sindicato; y c) otras organizaciones sindicales: pluralidad sindical y proscripción o limitación de ciertas cláusulas sindicales. 

El tema que nos ocupa en esta sesión es precisamente el mencionado en segundo lugar, es decir que la protección de la libertad sindical guarda relación con el ejercicio de derechos sindicales colectivos ante los empleadores y sus organizaciones.           

A los efectos de proceder al estudio de la protección de la libertad sindical analizaremos en primer término el Convenio Internacional del Trabajo Nº 98, y posteriormente la Ley Nº 17.940 y su Decreto reglamentario (66/006) sin perjuicio de algunas otras disposiciones que guardan relación con este tema como ser: el Decreto 186/004 (dispone las sanciones administrativas a aplicar en caso de infracción a las normas que establecen las condiciones ambientales y generales de trabajo). Debe hacerse la precisión de que si bien Uruguay no ratificó los Convenios Internacionales del Trabajo Nº 135 y 158, éstos y las Recomendaciones Nº 143 y 166 adquieren relevancia a los efectos del tratamiento de la protección de dicha libertad. 

En lo que respecta al CIT Nº 98 relativo a la Aplicación de los Principios del Derecho de Sindicación y Negociación Colectiva puede decirse que el mismo plasma la protección de la libertad sindical contra los actos de discriminación de los empleadores o sus organizaciones, tendientes a menoscabar la libertad sindical de los trabajadores con relación a su empleo, prohibiendo las prácticas desleales y estableciendo el llamado fuero sindical.

· Artículo 2º del CIT N 98 – Prácticas desleales y actos de injerencia.

El primer párrafo de dicha disposición establece que las prácticas desleales son actos de indebida injerencia de las organizaciones patronales sobre las de trabajadores o viceversa. Por su parte, el segundo párrafo contiene una ejemplificación (enumeración no taxativa) de actos de injerencia o prácticas desleales considerando éstas como: aquellas medidas que tienden a fomentar la constitución de organizaciones de trabajadores dominadas por un empleador o una organización de empleadores o una organización de empleadores o a sostener económicamente o en otra forma organizaciones de trabajadores con objeto de colocar estas organizaciones bajo el control de un empleador o de una organización de empleadores. Sobre esta base las legislaciones han establecido como prácticas desleales diversas conductas entre las que se destaca la negativa a negociar colectivamente.   

La protección de determinadas cláusulas sindicales funciona también como elemento de protección de los sindicatos de trabajadores ante los empleadores y sus organizaciones. La promoción de cláusulas como las de taller cerrado, taller sindical, mantenimiento de la afiliación, de bolsa sindical, de preferencia pueden constituir un elemento favorable al denominado aspecto colectivo de la libertad sindical. Mientras la proscripción de las cláusulas sindicales funciona como protección del individuo ante el sindicato, la promoción de estas cláusulas puede funcionar como una protección del sindicato ante el empleador y ante el Estado.

Por último debemos decir que el principio de pureza constituye una de las garantías de la libertad sindical colectiva ante el empleador y sus organizaciones. Este principio determina que cada asociación profesional debe aglutinar exclusivamente a trabajadores o empleadores por lo que se excluye la posibilidad de sindicatos mixtos que nuclean a trabajadores y empleadores en una misma asociación.             

· Artículo 1º del CIT Nº 98 - Fuero sindical.

Se habla del fuero sindical para referirse de un modo genérico a la protección de los trabajadores en el ejercicio de la libertad sindical. Puede ser definido como el conjunto de garantías de que gozan todos los trabajadores que desarrollan una actividad sindical, considerados individualmente o en sus organizaciones, estén constituidos o en vías de constitución, con el fin de otorgarles protección contra todo acto de su empleador, del Estado o de sus propios compañeros, que pueda perjudicarlos en su empleo.      

Respecto al fuero sindical se plantean tres cuestiones principales: a) el ámbito subjetivo de la protección (sujetos alcanzados por la misma), b) su ámbito objetivo (respecto de que actos opera la protección), y c) el ámbito temporal de aplicación (desde cuando y hasta cuando rige dicha protección). 

Vamos a ver que respecto a estos tres ámbitos de aplicación ha operado una evolución ya que en un primer momento se entendió que el fuero sindical protegía únicamente a aquellos trabajadores que revistieran la calidad de dirigente sindical contra el despido y desde la constitución formal del sindicato.  

· Trabajadores alcanzados. El fuero sindical no se reduce al dirigente (ni siquiera al militante) ya que comprende a todos los trabajadores a pesar de que no revistan la calidad de dirigentes sindicales. Se le adjudica tal amplitud que se acepta que su protección alcanza al mero afiliado e incluso a aquel trabajador no afiliado al sindicato pero que realiza algún tipo de actividad gremial (comparece a una asamblea, realiza una pegatina, adhiere a una huelga dispuesta por el sindicato). Sin perjuicio de ello, algunos autores, como Ermida, sostienen que si bien es aplicable a todos los trabajadores sindicalizados puede admitirse un diferente grado de protección respecto a los dirigentes.
De todos modos, debe tenerse presente que el hecho de ser afiliado a un sindicato no es un obstáculo que impida poder prescindir de los servicios de un trabajador. No por el mero hecho de declarar cesante a un trabajador sindicalizado, se estará frente a un abuso del derecho de despedir. La protección del fuero sindical no se traduce en un mecanismo de estabilidad absoluta (especie de inmunidad) para todos los afiliados. La Justicia laboral podrá exigir la demostración de que el egreso esté motivado en una causa laboral. 

Al respecto, el Comité de Libertad Sindical ha expresado que: “El principio según el cual un trabajador o un dirigente sindical no debe sufrir perjuicio por sus actividades sindicales, no implica necesariamente que el hecho de tener un mandato sindical confiera a su titular inmunidad contra un eventual despido cualquiera sea la causa.” (Pérez del Castillo, 2006, 382).

· Actos comprendidos en la conducta antisindical. Actos antisindicales son todos aquellos que perjudiquen indebidamente al trabajador o a las organizaciones sindicales en el ejercicio de la actividad sindical o a causa de ésta, o que se les niegue injustificadamente las facilidades o prerrogativas necesarias para el normal desarrollo de la acción colectiva. Pueden ser actos antisindicales el despido, el traslado, la postergación en ascensos, la discriminación en el ingreso, el envío discriminatorio al seguro por desempleo. 

Ámbito temporal de la protección. Debe tenerse en cuenta que no es necesario que exista un sindicato constituido, alcanza con el ejercicio de una actividad comprendida en el ámbito de la libertad sindical. El despido de un trabajador que realiza actos previos a la constitución de un sindicato es indudablemente antisindical aún cuando la organización formalmente no haya sido constituida. También son habituales las manifestaciones espontáneas de actividad gremial buscando proteger un interés colectivo sin una previa organización. 

· Medidas de protección.

- El despido antisindical es considerado una variante del despido abusivo. En general la forma de reaccionar frente a un despido antisindical es la condena al pago de una indemnización extra, distinta a la tarifada. La jurisprudencia uruguaya resuelve estos casos como hipótesis de despido abusivo y encara el tema como una extralimitación del derecho a despedir que tiene el patrón. El despido como medida de represión de la actividad gremial es un despido abusivo. El despido comúnmente provoca un daño que es la pérdida del empleo que se repara en forma ficta con independencia de la entidad del daño. La Ley establece al efecto una indemnización tarifada. El despido abusivo implica otra clase de daño que es llamado daño moral o extramatrimonial, y de acuerdo al artículo 1321 del Código Civil da lugar a una indemnización que se acumula a la anterior. (Pérez del Castillo, 2006, 385).

- Los modos de proteger o reparar que no sean el despido abusivo no son frecuentes. Uno podría ser la reinstalación. En nuestro derecho recién con la sanción de la Ley Nº 17.940 se adopta dicha solución. Con anterioridad, la reinstalación de los trabajadores despedidos por motivos sindicales era resistida por nuestra jurisprudencia. 

· Ley Nº 17.940.

Dicha norma declaró nula cualquier discriminación tendiente a menoscabar la libertad sindical de los trabajadores en relación con su empleo o con el acceso al mismo. Para subrayar la prohibición, añade que en especial se trata de cualquier acción u omisión que tiene por objeto, según lo establecido en el Convenio Internacional del Trabajo Nº 98:

a) sujetar el empleo de un trabajador a la condición de que no se afilie a un sindicato o a la de dejar de ser miembro de un sindicato.

b) Despedir a un trabajador o perjudicarlo en cualquiera otra forma a causa de  su afiliación sindical o de su participación en actividades sindicales, fuera de las horas de trabajo o, con el consentimiento del empleador, durante las horas de trabajo. 

La ley señala que las garantías también alcanzan a los trabajadores que efectúen actuaciones tendientes a la constitución de organizaciones sindicales, dentro o fuera de los lugares de trabajo.

Para impedir en la práctica estos actos discriminatorios se acude a dos procedimientos jurisdiccionales con regulación específica tendiente a reinstalar el trabajador despedido o a remover la disposición contraria a la libertad sindical. 

Hay un proceso general para los afiliados comunes y uno especial para los dirigentes. En ambos, la legitimación activa corresponderá al trabajador actuando conjuntamente con su organización sindical. Si la denuncia es contra un dirigente, delegado gremial o fundador de sindicato, el procedimiento a llevar adelante es una acción de amparo, que en general demora entre una semana y diez días.  Mientras que el  procedimiento normal para el resto de los trabajadores agremiados podrá llevar hasta un año. (Pérez del Castillo, 2006, 387-388).

Serán competentes para intervenir en estas acciones los tribunales que, en  su respectiva jurisdicción, entiendan en materia laboral.
En el proceso general la pretensión de reinstalación o de reposición del trabajador despedido o discriminado se tramitará por el proceso común extraordinario. El tribunal dispondrá, si correspondiere, el cese inmediato de los actos discriminatorios cuando a juicio de dicho tribunal los hechos sean notorios.

El segundo proceso o tutela especial procederá en caso de actos discriminatorios contra:

· los miembros titulares y  suplentes de los órganos de dirección de una organización sindical de cualquier nivel;

· los delegados o representantes de los trabajadores en órganos bipartitos o tripartitos;

· los representantes de los trabajadores en la negociación colectiva;

· los trabajadores que hubieran realizado actividades  conducentes a constituir un sindicato o la sección de un sindicato ya existente, hasta un año después de la constitución de la organización sindical;

· aquellos a quienes se conceda tutela especial por medio de la negociación colectiva.

En la tutela especial se aplicará el procedimiento y los plazos establecidos para la acción de amparo, con independencia de la existencia de otros medios jurídicos de protección. 

El trabajador deberá fundamentar por qué sostiene que fue despedido o perjudicado por razones sindicales. 

Corresponderá al empleador, debidamente notificado del contenido de la pretensión de amparo, probar la existencia de una cause razonable, relacionada con la capacidad o conducta del trabajador, o basada en las necesidades de la empresa, establecimiento o servicio, u otra de entidad suficiente para justificar la decisión adoptada. (Pérez del Castillo, 2006, 389).

Reinstalación y salarios caídos. La ley Nº 17.940 establece como mecanismo de protección la efectiva reinstalación del trabajador despedido o discriminado por lo que éste tendrá derecho a percibir los jornales que le hubiere correspondido cobrar durante el período que insuma el proceso de reinstalación.
· Facilidades y garantías para la actividad  sindical.

Licencia sindical. La ley de fuero sindical reconoce el derecho a gozar de tiempo libre  remunerado para el ejercicio de la actividad sindical. Para reglamentar el ejercicio de este derecho se reenvía al acuerdo en el Consejo de Salarios respectivo o al convenio colectivo. Si la reglamentación de la licencia sindical proviene de un Consejo de Salarios, deberá  ser publicada en el Diario Oficial y en otros diarios o periódicos a juicio del Poder Ejecutivo. Si la reglamentación se realiza mediante convenio colectivo, son las partes las que “deberán adoptar  las medidas adecuadas tendientes a su difusión”. (Pérez del Castillo, 2006, 392).

· Retención de la cuota sindical. Los trabajadores afiliados a una organización sindical tendrán derecho a que se retenga su cuota sindical sobre los salarios que el empleador abone, debiendo manifestar su consentimiento por escrito en forma previa. El monto de la cuota a descontar será fijado por el sindicato y comunicado, fehacientemente, a la empresa o institución. 

La cuota sindical se ubicara, en el orden de prioridades, inmediatamente después de las retenciones solicitadas por el Servicio de Garantía de Alquileres de la Contaduría General de la Nación u otras entidades habilitadas al efecto.

Comunicación sindical. Los representantes de los trabajadores, que actúen en nombre de un sindicato, tendrán derecho a colocar avisos sindicales en los locales de la empresa en lugar o lugares fijados de acuerdo con la dirección de la misma y a los que los trabajadores tengan fácil acceso. (Pérez del Castillo, 2006, 393).

· Decreto 66/006 (reglamentario de Ley Nº 17.940).

- Dispone un plazo para que el empleador vierta al sindicato la cuota sindical retenida () cinco días hábiles.

- Modifica el orden de prioridad establecido por la Ley Nº 17.829 incorporando como retención al salario la cuota sindical.

- Establece que los órganos de consulta a los que hace referencia la Ley Nº 17.940 son: el Consejo Superior Tripartito, Consejo Tripartito Rural y la Mesa de negociación bipartita establecida por Decreto 104/005.

· Decreto 186/004 (sanciones administrativas).

Está previsto que la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social controle el cumplimiento  de los convenios internacionales de trabajo ratificados por Uruguay y como puede ocurrir si se trata de infracciones a normas nacionales, sancione a los incumplidores con amonestaciones, multas o clausuras. En el caso que se trate de violaciones a los Convenios Nº 87 y 98 referentes a la libertad sindical, la base de cálculo se determinara de acuerdo al número total de trabajadores de la infractora.
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SESIÓN 6

Sindicatos. Orígenes y evolución histórica. Naturaleza jurídica. Concepto de Sindicato. Clases de organizaciones sindicales. Principios para la constitución de Sindicatos. Estructura y organización interna. Autonomía sindical. Registro y personería gremial. Pluralidad sindical. 

Representación y representatividad; concepto de Sindicato "más representativo".  Suspensión y disolución del Sindicato. Las organizaciones sindicales en el Uruguay: principales aspectos de su origen, organización, funcionamiento y regulación jurídica. 

Actualidad y perspectivas del movimiento sindical.

Organizaciones de empleadores.  
El objetivo de esta sesión será describir el origen, concepto y características generales del sindicato como instituto del derecho colectivo del trabajo.
I. Origen histórico.

 El origen que vimos del Derecho Colectivo del Trabajo coincide con el origen del sindicato en el mundo que tuvo diferentes etapas: comenzando con la represión, pasando por la tolerancia, hasta llegar a la protección. En nuestro país la historia se dio de otra forma, y los primeros sindicatos surgen a impulsos de determinadas ideologías.

Se suele relatar el origen del sindicato muy vinculado al proceso que se siguió en Francia, ya que en definitiva, allí tuvo su origen una de las dos grandes revoluciones que marcan este comienzo la Revolución Francesa una, y la revolución industrial, otra a partir de la máquina de vapor, y la posibilidad de la producción en masa.

1. La etapa de la represión
Comienza con la la supresión del régimen corporativo en 1776, por el  Edicto de Turgot. Luego la Ley d’ Allarde (2-17-, marzo, 1791), y continúa con la Ley Le Chapellier, en 14-17 de junio de 1791. Se consagra  la libertad de trabajo por la primera, y por la segunda se prohíbe toda reconstitución de las corporaciones, con las características que ha de tener esta ley como legislación represiva. La que se ve acompañada por la existencia de una libreta obrera, en la que se consignaba si el trabajador había sido despedido, porque de lo contrario era obligado a volver a la manufactura, la que desaparecerá  en el año 1890. Lo que resultaba complementado por el art. 1781 del Código Napoleónico, (abrogado recién en 1868), que decía que el amo sería creído acerca de sus afirmaciones tanto sea de pagos como de adelantos de dinero. Y también las disposiciones del Código Penal (1810) que pena la coalisión y asociación de más de 20 personas (que existe hasta 1874). 

2. Tolerancia.

 En realidad esta etapa, podría encontrar su origen en lo que algunos estudios denominan etapa humanitaria o humanitarismo, que comienza a surgir a partir de los años 1830 – 1840,  a raíz de algunos informes presentados sobre estudios en las manufacturas. Uno de los más conocidos es el Informe de Louis Vilarmé de 1840, quien estudia las manufacturas de lana, algodón y seda, y llega a conclusiones escalofriantes, en cuanto a las condiciones de vida y de trabajo de esos trabajadores. Fijándose el promedio de vida en edades muy tempranas. Se comienza entonces a hablar de pauperismo y cuestión social. Aunque el comienzo propiamente dicho estaría en la década de los 60 en el siglo XIX,  ya que es allí cuando comienzan a desaparecer algunas de las normas del período represor. Y es hacía 1884 que se comienza a dar un reconocimiento legal.

3. Reconocimiento y protección. 

Luego se comienza a entender que la unión de trabajadores es necesaria en ese cometido de lograr un equilibrio entre esos poderes en juego.  Y por lo tanto se entiende que ese movimiento inevitable de que personas de una misma categoría profesional se reúnan para la defensa de sus intereses en común, es justamente inevitable, pero también importante. Acompaña a esto sin duda la idea de humanidad trasladada al derecho, es decir, el entender la importancia del hombre que esta detrás de estas situaciones que venimos de describir, y también desde ese momento el sustento ético, que tendrá la consolidación de una disciplina como esta que nace colectiva, y será de algún modo la que de garantía del respeto por la dignidad humana. 

Historia en el Uruguay
El anarquismo y socialismo son dos ideologías que influyen en la creación del movimiento obrero en nuestro país.
Hay una clasificación de metas del sindicato en mediatas, que se refieren a un proyecto de sociedad (anarquista), e inmediatas que persiguen la defensa de los intereses del grupo (socialismo),  esa clasificación es la que hacen Errandonea y Costabile en Sindicatos y sociedad en el Uruguay (1968). En estas metas podemos observar la influencia de dos grandes ideologías que influyen en la creación del movimiento obrero en el Uruguay.
Para Alain Tourraine existe en el sindicato una doble naturaleza que consiste en la defensa de la Colectividad que agrupa, y de una voluntad de acción sobre la sociedad global. (Errandonea, 1968, 27)
Luego este autor definirá movimiento obrero, como un grupo específico de actividades no específicas, su prerrequisito para la aparición va ser el  desarrollo industrial. (Errandonea, 1968, 28) 

II. Caracteres del sindicato.

Para establecer cuales son los caracteres del sindicato, debemos previamente ubicarlo en el derecho colectivo. Al hacer esto lo ubicamos mediante la teoría de la unidad indisociable, o de la inescindibilidad de los institutos. Esta teoría se refiere a que el DCT tendría forma triangular, y que ese triángulo sería un triángulo equilátero cuyos lados todos iguales  tendrían en cada uno de sus vértices al sindicato, a la negociación colectiva, y a la huelga. Institutos todos ellos que conforman al derecho colectivo del trabajo, pero que además tienen la característica de ser inescindibles, dado que si alguno de ellos faltara no podrían existir los demás. Esta teoría fue formulada por De la Cueva en las conclusiones a un Congreso sobre libertad sindical en A. Latina, en México,  en el año 1976, en donde dijo que la visión triangular de este derecho, pareció cruzar la sala como una estela de luz., en determinado momento, y que esto se desprende de lo dicho por la doctrina alemana, italiana, y francesa, es decir, de lo estudiado por todos los autores europeos que la representan, pero que el no lo había notado hasta ese instante.  Y esto de alguna forma nos hace ver la importancia del sindicato como uno de los pilares del derecho colectivo.
También entender la característica de importante. y aquella de su naturalidad e inevitabilidad, rasgos que se suelen marcar, que están dados también en la explicación histórica de estos institutos, y en el propio instinto gregario del hombre. Se trata de un instituto de autotutela, que debería funcionar como una garantía de cumplimiento de la normativa laboral; y es por todo ello que se dice que es necesario e importante, para el entendimiento y el compromiso, claro que para ello es necesario un sindicato fuerte y auténtico, y luego vamos a ver que sucede con esto cuando nos refiramos al estado actual de esta cuestión.
III. Concepto y Naturaleza jurídica

1. Concepto.

 Como podemos definir al sindicato hay muchísimas definiciones. Octavio Bueno Magano decía que es “la asociación de personas físicas o jurídicas, que ejercen una actividad profesional o económica, para la defensa de sus respectivos intereses”, cambia la de Verdier que antes tomaba como suya (definición de Verdier del año 1966).

Otra definición puede ser la de los Webb, S y B, “contínua asociación de asalariados con el propósito de mantener o mejorar las condiciones de vida”, siendo esta última una referencia muy vaga. Distingue de coalición pero no incluye a los empleadores.

Luego la definición de Hueck- Nipperdey que en contrario de esta es demasiado extensa.
La definición de Mario Deveali, se ha dicho que la referencia a zona que esta definición contiene limita la variedad de formas que puede asumir el sindicato.

Por lo que se suelen buscar los diferentes elementos que comprondrían una definición para arribar a un concepto 

Los elementos comunes serían: a. Asociación o agrupamiento, se maneja el último, o “grupo” o “agrupamiento”, el elemento colectivo, esto puede ser que se desea remarcar la naturaleza asociativa del sindicato, ya que quienes le asignan naturaleza institucional, no prejuzgan y se refieren a “grupo”, “agrupamiento” o “agrupación”.

b. Esa asociación es estable o PERMANENTE,  lo que distingue al sindicato de la coalisión, quienes coinciden en reunir un cierto número de personas, más o menos organizadas con un fin común y concreto, pero sin que esto sea con una vocación de permanencia indefinida.

c. También en las definiciones se puede mencionar que se incluye tanto a personas físicas, o a entidades colectivas (federaciones, confederaciones).

d. Otro elemento que se incluye es que sus integrantes deben desarrollar una actividad profesional, el sindicato personifica al grupo profesional, o representa a la categoría profesional.

e. Por último, otro elemento en común es la finalidad, es en este aspecto que doctrina y derecho comparado, evolucionaron más, permitiendo distinguir las definiciones modernas, de las antiguas ya que se ha evolucionado en el sentido de ampliar las finalidades, actividades que le son asignadas, reconocidas o no prohibidas a las organizaciones profesionales. (Ermida, 1988, p. 10 )

Si vemos en las legislaciones extranjeras muchas no tienen una definición de sindicato. La Ley Federal del Trabajo de México se destaca entre quienes si la definen, el artículo 256 dice que el sindicato es “la asociación de trabajadores o patrones, constituida para el estudio, mejoramiento y defensa de sus respectivos intereses.”

Y también este concepto es similar al que trae el artículo del CIT 87, que diferencia a la ley México utiliza la expresión organización, no prejuzgando así, sobre la naturaleza asociativa o no del sindicato.

En nuestro derecho tenemos que la Constitución de 1967 en su artículo 57 prevé que: “La ley promoverá la creación de sindicatos gremiales, acordándoles franquicias y dictando normas para reconocerles personería jurídica.”

Después está el decreto 93/968, del 3.2.1968, reglamentario de los CIT NO 87 y 98, el que en su artículo 1º. establece que tenga por objeto fomentar y defender respectivamente,  los intereses de los trabajadores o de los empleadores.”

2. Naturaleza jurídica
Aquí veremos el carácter asociativo o no del sindicato, si corresponde al derecho público o al privado, y si posee personalidad jurídica. 

Asociación: el derecho de sindicación sería un aspecto específico del derecho de asociación, que si bien nace de él reviste características propias, ya que tienen fines específicos, y titularidad propia que es compleja (de los individuos y del propio sindicato). Y parten de un presupuesto que es también diferente que es que en realidad la base de la asociación parte e la idea de igualdad y aquí partimos de la de desigualdad que se da de base y que es justamente pretensión de la agrupación poder de algún modo vencer.

La particularidad que estamos viendo no es otra que la del Derecho del Trabajo todo, que se discute, si no se trata de un tercer género, y de ahí es que se la cataloga si de asociación pero “sui generis”, especial y diferente. De ahí que se sostiene que es una parte de una tercera rama con principios, funciones, finalidades, e institutos, propios, que no es derecho público ni privado.

Institución: esta es la posición opuesta a la anterior. Si bien el sindicato. Podría explicarse bajo el concepto de institución, las reservas se plantean en cuanto, a que la tesis institucionalista, aplicada a otros ámbitos del derecho laboral, aquí no se podría aplicar ya que lleva a interpretar como intereses comunes a intereses que son contrapuestos.

En la Constitución el artículo 39 y 57, son artículos distintos, que parecen haber reconocido su independencia.

Segundo tema es de derecho público o privado, este problema, no lo tienen quienes consideran una tercera rama, que claramente ven al sindicato, como un derecho social. Pero quienes admiten la dicotomía deben ubicarlo en algunas, de ellas, y en ese caso la de derecho privado, sería la posición más compatible con la de libertad sindical.

El tema de la personalidad jurídica, como componente de la Libertad Sindical, artículo 7 del CIT 87 y art.57 de la Constitución, el estado no crea al sindicato, sino que tiene la obligación de reconocerlo. Esta personería gremial o sindical, es independiente a la obtención de personería jurídica común, privada o civil, y no afecta el hecho de que no cuente con esta para la existencia de la primera.

Última cuestión determinar si el sindicato es el representante de la categoría profesional, o si por el contrario consiste en la organización de un grupo profesional, en la mera manifestación estructural de éste. (Ermida, 1988,  p.73)

La primera concepción tiene origen en el régimen corporativista de la Italia fascista, aunque lo desbordó ampliamente. El sistema era allí que el estado dividía a la sociedad civil en categorías profesionales, definidas legal o reglamentariamente, y constituía un sindicato, que era un órgano público, que era la persona pública representante de la categoría, y la noción jurídica de sindicato, mediante la idea de representación. 

La doctrina post guerra evidentemente reacciona contra esto que como decía Giugni, reconoce al sindicato, pero desconoce la libertad sindical. Y es aquí donde se pasa a elaborar otra teoría con estos conceptos básicos: pluralismo, autonomía privada colectiva, grupo profesional, interés colectivo.  (Ermida, 1988, p.74)

IV. Denominación y Clases.
1. Denominación 

La expresión sindicato es la más habitual, también organización sindical, derivada de esta. La doctrina indica que “la palabra sindicato se reserva hoy para la designación de los grupos profesionales organizados”.  (Ermida, 1988, p.79) 

Constitución art. 57 sindicatos gremiales. Normas Internacionales, organización profesionales, o sindicato indistintamente.

Asociaciones gremiales, profesionales, entidades sindicales, gremiales, organizaciones sindicales.

La Ley brasileña de Consolidación los llama asociaciones profesionales, a las “pre sindicales”, y sindicato a las “genuinamente representativas”, de acuerdo a el art.511 y ss de la CLT. Debido a que regula celosamente de todo lo que tiene que ver con las mismas.
2. Clases
Las clases de sindicatos pueden reconocerse en función de diferentes elementos: rol, ideología, tipos de miembros, grado de autenticidad, forma de organización, etc.

En función del rol: a. de concertación o negociación

b. de contestación 

c. de contestación global o revolucionario.

En función de su ideología: anarquistas, marxistas, socialistas, social demócratas, cristianos, otros.

3. En función de sus miembros, puro o mixtos.

4. En función de su grado de autenticidad: Auténticos, y no auténticos: amarillos y blancos.

5. En atención a su forma organizativa: Horizontales y verticales: 

 1. Horizontales:   regionales, nacionales, internacionales. Donde pueden esixtir uniones de sindicatos, según la tendencia federativa que puedan tener.

Verticales: por rama  de actividad, , que también admiten: ser regionales, nacionales, internacionales.

2. Por empresa

Y dentro de estos horizontales y verticales, pueden darse federaciones, o confederaciones, cada uno de ellas nacionales o internacionales.

V. Principios de constitución de los sindicatos
Como corolario del concepto de libertad sindical, la doctrina es conteste en que todo sindicato debe constituirse y funcionar sobre la base de determinados principios.

Estos principios de constitución de los sindicatos serían: el de pureza, autonomía, especialidad, y de igualdad o no discriminación.

1. El principio de pureza prescribe que el sindicato debe agrupar exclusivamente a trabajadores y la organización de empleadores exclusivamente a patronos, El que se cumpla este principio es imprescindible para la autenticidad e independencia de las respectivas organizaciones.

2. El principio de especialidad, este principio va a postular que a diferencia que las personas físicas que pueden perseguir todos los fines e intereses posibles, el sindicato va a tener fines específicos que van a corresponder a los intereses y fines del grupo ¿cuál es el limite de estos fines del grupo? Esto es muy difícil de determinar. Incluso se ha llegado a decir que este principio – dice Camerlynck y Lyon Caen, G  -que puede ser peligroso, en este sentido, puede utilizarse con una finalidad  de injerencia en la actividad sindical, como por ej, cuando se utiliza para reprochar al sin que este “hace política se habla así de especialidad tienen que cumplir los intereses y fines propios, que en todo caso ¿cuáles son?. Se puede relacionar con la definición de Touraine de movimiento obrero que este autor definirá como “un grupo específico de actividades no específicas”, ¿coincide o contradice esto que acabamos de decir?.

3. Principio de igualdad o principio de no discriminación: Es la traslación al ámbito colectivo del principio general que es recogido en el ámbito del derecho individual, y plasmado en el Convenio 111, en el cual se dice que se prohibe toda “distinción , exclusión o preferencia basada en motivos de raza, color, sexo, religión, opinión política, ascendencia nacional u origen que tenga por efecto anular o alterar la igualdad de oportunidades o de trato en el empleo y la ocupación:”

Evidentemente este carácter propio del sindicato de tener como finalidad básica la representación y defensa de los intereses del grupo o categoría va a darse sobre la base de la igualdad de sus integrantes, el sindicato va a ser un organismo abierto a todos los componentes del sector, a todos lo miembros del sector que acepten cumplir las obligaciones que se les imponen dentro de lo razonable. Lo que se dice es que obviamente, no puede admitirse que existan miembros que sean considerados de primero y de segunda categoría dentro del sindicato.


Principio de autonomía sindical:  

El principio de autonomía también denominado deautarquía sindical se infiere del principio  de pureza, el sindicato debe mantenerse independiente respecto a los empleadores, sus organizaciones, frente al Estado en su origen, desarrollo y estructura. Esto implica que se va a dar sus propias normas de forma (estructura y funcionamiento. De allí se pueden extraer una serie de sub-principios

A) facultad constituyente; B) autonomía interna o autarquía propiamente dicha; C) facultad de acción sindical y D) facultad federativa; E) Disolución no administrativa.
A. facultad constituyente, va a tener su propio estatuto y su propia estructura que el mismo determina cual es (art. 3o. Convenio Internacional del Trabajo No. 87);

Dos temas aquí: registro y  número mínimo. 

Acerca de la inscripción en el Registro, el CIT 87 consagra el derecho a constituir las organizaciones sin previa autorización, ver que mientras eso sea así está bien. 

De constituir las organizaciones que estimen pertinentes, y de afiliarse a ellas (art.2). Esto tiene repercusión en lo que se refiere a la libre determinación de la estructura, y la composición de las organizaciones. Y tienen relación con la estructura que en los distintos países tienen las organizaciones, por ej, a la unidad, unicidad o pluralismo sindical, diferencias entre estos.

El tema del número mínimo. Se entiende por parte de la Comisión de Expertos en aplicación de convenios y recomendaciones que lo es un número que sea razonable, esto variara entonces en función de este criterio.
B. autonomía interna o autarquía propiamente dicha facultad de designar a sus

propios dirigentes, y que pueda ejercer directamente, y por sí su propia administración, sin intervención. (art.3); 

El artículo tercero garantiza el libre funcionamiento de las organizaciones, redactar sus estatutos y reglamentos administrativos, eligen libremente sus representante, organizaciones su administración y actividades, y programas de acción sobre injerencia.

El art 8 CIT 87, respecto a la legalidad, y esta no puede a su vez menoscabar las garantías del convenio.

1) NO se admite por ejemplo: la destitución o suspensión de los dirigentes, el poder judicial sería quien podría decirlo, constituyen grave injerencia en el ejercicio de sus funciones no deben ser objeto de aprobación previa; y las exigencias que le haga la legislación nacional solo deben ser de forma.

2) Redacción de los estatutos y reglamentos administrativos, por lo que todos los ordenamientos jurídicos que no incluyen disposiciones sobre contenido o aprobación de estos, estatutos y reglamentos s/ compatibles con el convenio, dice la Comisión de Expertos.

3) Elección de los representantes, libremente las autoridades públicas deben abstenerse de intervenir en las elecciones o condiciones de elegibilidad, reelección o destitución de representantes. Ej. que fijan reglas muy precisas relativas a las elecciones sindicales pertenecientes a la profesión, nacionalidad, actividades políticas, antecedentes jurídicos.

A) Facultad de acción sindical, va a elegir los medios necesarios para la

conservación de sus fines, como por ejemplo la negociación colectiva, la huelga;   y
C. Facultad federativa., (artículo 5, CIT 87) que se refiere al derecho del sindicato  de vincularse con otras organizaciones, formando federaciones o confederaciones, nacionales o internacionales.

E)  Disolución no administrativa, es decir la libertad se conserva hasta el final, (artículo 4).
VI. Sindicato más representativo
Los conceptos de unicidad, unidad, pluralidad de sindicatos son importantes. Hay unicidad sindical cuando la unidad es declarada por ley, unidad cuando esta se genera de forma espontánea, como ha sido el ejemplo de Uruguay historicamente, y el concepto de pluralidad sindical refiere a la existencia de más de un sindicato esto es lo que nos lleva al concepto de sindicato más representativo.

En nuestro país el art.1º. de la ley 13.556 se refiere a este concepto. Esta ley si bien es una ley de licencias trae un artículo 1o. que se considera que se aplica a la realización de todos los convenios colectivos y no tan solo a la negociación de convenios sobre licencia. Y lo que hace este artículo es tratar de determinar el concepto de sindicato más representativo con ciertos criterios que menciona estos son la antigüedad, independencia y continuidad del sindicato.
Bibliografía obligatoria
-ERMIDA URIARTE, Oscar, Sindicatos en Libertad Sindical, Fundación de Cultura Universitaria, Montevideo, 1988.

- PLÁ RODRÍGUEZ, Américo, Curso de Derecho Laboral, Tomo IV, Volumen I, Editorial Idea, Montevideo, 1999.
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La empresa. Concepto y proyecciones ante el Derecho del Trabajo. Participación de los trabajadores en la empresa.  

I. Concepto general de empresa
El concepto del Diccionario de la Real Académica Española, dice que empresa puede significar actividad humana como acción ardua y dificultosa que valerosamente se comienza, o más sencillamente: “intento o designio de hacer una cosa”.
En un sentido más restringido empresa puede tener un sentido más vinculada a lo económico, más allá de una definición lo cierto es que la empresa es una realidad económica.
Está integrada por capital y trabajo, teniendo como fin inmediato la producción de bienes y servicios para otros, lo que implica necesariamente, por otra parte, un agrupamiento de personas dedicadas a ese fin.

Puede decirse que la empresa aparece en la realidad cotidiana generalmente en la búsqueda de una finalidad lucrativa.

II. La empresa para el derecho laboral:
Origen y evolución: 

La empresa como fenómeno socio-económico no tiene verdaderos antecedentes en la antigüedad. Los antecedentes más cercanos de la empresa en nuestros días estarían representados por las manufacturas que aparecen en Europa al finalizar el régimen monárquico. Tuvieron como fin completar la acción de las corporaciones y también fueron consecuencia de las ideas económicas entonces en boga, particularmente del mercantilismo. En el seno de este nuevo y efímero régimen industrial, tuvieron lugar las formas más ignominiosas de la opresión patronal, recordemos la puesta en práctica del uso de la libreta obrera.

Por otra parte, sin más que estos antecedentes la empresa es la forma de organizar el esfuerzo económico en el mundo contemporáneo. Esto corresponde a los grandes adelantos técnicos.
Con la aparición del derecho del Trabajo se empezó a considerar la relación de subordinación entre el trabajador y el principal que hasta ahora no habían sido consideradas por el derecho tradicional. Así apareció la “teoría de la empresa”, por lo tanto la empresa no se considera, ya única y exclusivamente,  como un patrimonio solamente sino como un conjunto de medios instrumentales, un negocio pero también una comunidad de trabajo. 
De Ferrari considera que el Derecho del Trabajo en realidad debió elaborar, no una teoría de la empresa,  sino que debió elaborar una teoría del establecimiento, porque es allí en donde se presta el servicio y se produce la subordinación y los conflictos colectivos. 
2. Teorías acerca de la naturaleza jurídica de la empresa
Existen teorías afirmativas y negativas sobre la empresa, dentro de las que llaman afirmativas se encuentra la teoría de la institucionalista,  y dentro de las negativas está la teoría clásica.
III. Participación de los trabajadores en la empresa.

1. Definición.

2. Fundamento.

3. Funciones.

4. Fuente.

· Legal o reglamentaria;

· Convencional (por acuerdo entre partes).

5. Clases de participación.

· Participación en las utilidades;

· Participación en la propiedad;

· Participación en la gestión o administración de la empresa.

6. Grados de participación. 

· Cooperación o colaboración;

· Cogestión;

· Autogestión.

7.  Instrumentos.

· Participación inorgánica;

· Participación orgánica.

8.  Modelos de participación a nivel de Derecho comparado.

Bibliografía obligatoria.

- PLÁ RODRÍGUEZ, Américo, Curso de Derecho Laboral, Tomo IV, Volumen I, Editorial Idea, Montevideo, 1999.

Bibliografía complementaria.
- GARMENDIA ARIGÓN, Mario, “La nueva consideración de la empresa y su influencia sobre la caracterización de las relaciones laborales” en ACKERMAN, Mario; y TOSCA, Diego (compiladores), Las Transformaciones de la empresa en el Derecho del Trabajo. Encuentro Argentino-Uruguayo de Profesores de Derecho del Trabajo, Rubinzal-Culzoni Editores, Buenos Aires/Montevideo, 2005.
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Negociación colectiva. Marco teórico. Justificación e importancia de una teoría general. Evolución del concepto de negociación colectiva. Clases. Fines y funciones. Modelos de negociación colectiva. Estructura y funcionamiento de la negociación colectiva: niveles; concurrencia de convenios colectivos; articulación. 
El  objetivo de esta sesión será plantear algunos puntos relevantes en materia de negociación colectiva.
1. Negociación colectiva.

1.1. Definición.

Esta no debe confundirse con el convenio colectivo. La primera es un proceso y el segundo es el posible resultado o producido de la negociación.  

Es el conjunto de discusiones sobre condiciones de trabajo llevadas a cabo entre un empleador, un grupo de empleadores o una o varias organizaciones de empleadores por un lado, y un grupo de trabajadores por otro, con miras a la realización de un acuerdo. (Ermida, 1990, 205)
1.2. Funciones. 

· Unitaria: la función unitaria de la negociación colectiva es la de ser un instrumento para la composición de tendencialmente equilibradota del conflicto entre trabajadores y empleadores.

Dicha función unitaria se descompone en tres funciones genéricas: a) de compraventa; b) gubernamental; y c) organizacional. 

a) de compraventa: guarda relación con la determinación de las condiciones de trabajo. Sus funciones específicas son: - equilibradora o compensadora;

                                       - compositiva o pacificadora;

                                       - normativa;

                                       - adaptativa.   

b) gubernamental: relativa al ámbito del autogobierno de la autonomía colectiva. Sus funciones específicas son: - organización del poder normativo colectivo;                                                                

                                      - función administrativa;

                                            - función jurisdiccional.

c) organizacional: se ocupa de la actuación de la empresa como sujeto              económico, no desde el punto de vista estricto de las relaciones laborales sino de la  actividad de la empresa como organización económica para la producción y el intercambio de mercancías.  

1.3. Niveles.
Este tema coincide con el de la estructura de la negociación. La negociación puede ser por rama de actividad o por empresa. Las ventajas de una son los inconvenientes de la otra. La negociación por rama es más racional menos personalizada y por ende menos conflictiva; a favor de la negociación por empresa se dice que cada problema es visto desde más cerca por las partes implicadas. Por eso lo mismo también puede ser visto como desfavorable.
Le negociación por empresa predomina en los países subdesarrollados, nuestro país por mucho tiempo fue una excepción porque la negociación se realizaba principalmente por rama de actividad, luego hubo un período en que no se convocaron los Consejos de Salarios, y que la negociación se realizaría más bien por empresa eso ha vuelto a cambiar actualmente a partir de la convocatoria de los Consejos de Salarios del año 2005.

Otro tema importante es el de la articulacion de niveles en la negociación. Hay paises en donde esta legislado este tema. Como por ejemplo Francia. El punto es que sucede entre convenios de rama y de empresa existiendo los dos. La solucion en algunos paises esta dada por el principio de jerarquia pero tambien armonizado con el principio de la norma mas favorable. Para otros cuando el legislador resuelve esta situación esta incurriendo en una intromisión.
1.4. Modelos.

· Estática o de crisis - dinámica, continua o permanente;

· Clásica, tradicional o protectora – transaccional;

· De empresa – de rama de actividad – nacional;

· Procedimentalizada – libre. 

Bibliografía obligatoria.
- PLÁ RODRÍGUEZ, Américo, Curso de Derecho Laboral, Tomo IV, Volumen I, Editorial Idea, Montevideo, 1999.

Bibliografía complementaria
- CEDROLA, Gerardo, “Crisis, continuidad y cambio en la negociación colectiva uruguaya” en revista Relaciones Laborales Nº 8.
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- RASO DELGUE, Juan, “¿Una ley de negociación colectiva?” en libro de Ponencias de las XVI Jornadas Nacionales de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social realizadas en Atlántida los días 20 y 21 de agosto de 2005. 
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- VILLAVICENCIO, Alfredo, “La redefinición de las funciones y los modelos de negociación colectiva en los albores del Siglo XXI” en revista Relaciones Laborales Nº 8.
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Convenios colectivos. Concepto. Sujetos. Naturaleza jurídica. Régimen general de los Convenios Colectivos (con especial referencia al régimen jurídico en el Uruguay).
El  objetivo de esta sesión será observar el régimen general para los convenios colectivos de trabajo entendiendo su naturaleza y tratando de arribar a un concepto.
La actividad que se propone esta basada en la vista previa de cuatro fotos que al ser analizadas en grupo nos permitirían desarrollar el concepto y la naturaleza jurídica de los convenios colectivos.

Convenios colectivos. 
Definición

La definición que elabora el Prof. Plá sobre convenios colectivos de trabajo es la siguiente dice que son: “los acuerdos celebrados entre un empleador, un grupo de empleadores o una entidad gremial de empleadores con un grupo o sindicato de trabajadores para fijar las condiciones a las que deben ajustarse los contratos individuales de trabajo. (Plá, 1988, 164)
Por lo tanto son acuerdos entre las dos representaciones de los dos sectores de la relación laboral par fijar condiciones de trabajo. Esto supone que la naturaleza que le asigna al convenio colectivo es la contractual. Por otra parte es importante destacar que no se podrá del lado del trabajador celebrar más que por parte de un colectivo de un grupo. Y que no se pacta trabajo sino las condiciones a las que deberán someterse los contratos individuales de trabajo posteriormente.

Estos convenios colectivos como son normas abstractas produciran efectos hacia un número indefinido de personas, todas las que se encuentren en la categoría decripta en el convenio. No se pactan servicios sino condiciones de trabajo no reemplaza al contrato de trabajo, sino que establece las condiciones a que estos se ajustaran. 

Además hay otros elementos importantes aunque no esenciales estos son: el carácter escrito que suelen tener que no es obligatorio, la temporalidad es decir, se trata de convenios por cierto tiempo; y la exigencia de que la parte trabajadora este representada por un sindicato, que en este caso tampoco es obligatorio sino que podría ser importante como modo de asegurar su cumplimiento. Por último que el convenio suele crear obligaciones recíprocas entre las partes esto produce cláusulas obligacionales en el convenio que puede ser desde respetar el acuerdo a otras como la constitución de una comisión interna o un mecanismo de conciliación y arbitraje o un régimen de reclamaciones, etc.

Lo que si es importante resaltar es que no basta con la pluralidad de adhesiones individuales sino que es necesario un interés colectivo esa voluntad colectiva no resulta de una serie de firmas individuales por parte de los trabajadores. 
Régimen general de los Convenios Colectivos
El régimen general de los convenios colectivos de acuerdo a la legislación vigente en el Uruguay esta establecido por la ley 13. 356, de fecha 26.10.1966,  la que en su artículo 1º dirá quienes son los sujetos que pueden celebrar validamente un convenio colectivo. 

Esta norma que no posee otra regulación que la que recién mencionáramos referida al alcance subjetivo solamente, es una norma que en su momento pretendió resolver este punto respecto al tema de los convenios que fijaban las licencias de los trabajadores Estos convenios eran exigibles de acuerdo a la ley de licencias (Ley 12.590 de fecha 23.12.1958) si existía fraccionamiento del período de licencia que debía ser por convenio colectivo; y también a efectos de la ley 9675,  de fecha 4.08.1937, que refiere a los convenios celebrados por la Liga de la Construcción o entidades afiliadas. 
Ese es el motivo histórico que explicará el porque la norma no tiene previsiones sobre por ejemplo duración de los convenios, revisión, etc. Es que no era necesario para los convenios sobre licencias para los que fue prevista esta normativa.

De todos modos como esta norma esta enunciada de forma general se ha entendido que es aplicable a todos los convenios colectivos,  y no solo a aquellos que se firmen sobre licencias.

Por eso es que ha sido muy importante. Incluso luego del primer inciso la norma en su segunda parte regulará la forma en como se determinaría de ser necesario, el sindicato más representativo a efectos de la celebración de los convenios lo que también se ha entendido que tiene carácter general.
También ha sido importante porque durante muchos años era una de las pocas normas que existían que regulaban algún aspecto del derecho colectivo del trabajo el que en nuestro país se ha caracterizado más bien por la ausencia de normas en esta materia.
Bibliografía obligatoria.
- PLÁ RODRÍGUEZ, Américo, Curso de Derecho Laboral, Tomo IV, Volumen I, Editorial Idea, Montevideo, 1999.

- VEINTITRÉS ESTUDIOS SOBRE CONVENIOS COLECTIVOS, obra colectiva, Grupo de los Miércoles, Fundación de Cultura Universitaria, Montevideo, 1988. 
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Contenido. Cláusulas normativas y obligacionales. 

El  objetivo de esta sesión será identificar algunos posibles contenidos y conceptos vinculados a los convenios colectivos que tambien hacen a su regulación.
Cláusulas normativas y obligacionales.
Las cláusulas normativas y obligacionales del convenio colectivo son los dos tipos de cláusulas que suelen encontrarse en el mismo.
Las cláusulas normativas son el núcleo o la parte esencial del convenio colectivo. Tienen la característica de ser abstractas, generales, de efecto automático.

Las cláusulas obligacionales son aquellas que crean derechos y deberes para las partes del convenio. Los firmantes se obligan directamente. Estas tienen un alcance subjetivo limitado a las partes, tienen carácter concreto, son instrumentales y otro carácter es la consensualidad directa de este tipo de cláusulas.
Existen otro tipo de cláusulas denominadas de envoltura y accidentales. Las cláusulas de envoltura son: las que tienen relación con el principio del convenio o con su extinción también puede ser con su duración o revisión.

Las cláusulas accidentales pueden no estar como podemos advertir por su nombre y por eso se dice que estas son accesorias, ocasionales o transitorias y que se refieren a la reanudación del trabajo luego de un conflicto. Y más modernamente existen otro tipo de cláusulas a las que se les denomina programáticas y que tienen relación con el establecimiento de ciertas políticas sobre determinados temas. 

Contenidos
Los contenidos de los convenios colectivos además de ser los tipicamente salariales pueden encontrarse de los más variados. Así como se dice que en las definiciones de sindicatos se reconoce a las más modernas porque en estas se reconocen finalidades cada vez más amplias al sindicato. También es cierto que en los actuales convenios como consecuencia de esa ampliación en los fines del sindicato encontramos los contenidos más variados. De esta forma los convenios colectivos suelen registrar cláusulas incluso programáticas sobre temas de salud u obligacionales sobre mecanismos de queja o comisiones internas que se encargaran de determinado tema.
Bibliografía obligatoria.
-PLÁ RODRÍGUEZ, Américo, Curso de Derecho Laboral, Tomo IV, Volumen I, Editorial Idea, Montevideo, 1999.
- VEINTITRÉS ESTUDIOS SOBRE CONVENIOS COLECTIVOS, obra colectiva, Grupo de los Miércoles, Fundación de Cultura Universitaria, Montevideo, 1988. 

SESIÓN 11

Efectos del convenio colectivo. Alcance subjetivo. 

El  objetivo de esta sesión será establecer brevemente cuales son los efectos del convenio colectivo.
Los efectos de los convenios colectivos
El alcance subjetivo del lado trabajador podrá ser la organización representativa o la más representativa o los delegados de personal. También puede ser todos los afiliados, los no afiliados etc,  y de otros menos representativos.
El alcance subjetivo del lado del empleador puede ser una sección de la empresa, un establecimiento, una empresa, varias empresas, un subgrupo de actividad, la rama de actividad.

Esto que venimos de describir es a lo que se denomina la unidad de contratación del lado empleador.

Luego para analizar el tema de los efectos debemos observar la eficacia general o limitada del convenio colectivo respecto de los trabajadores. Existen dos posiciones una restrictiva y otra extensiva.

La posición restrictiva se basa en la idea de representación civil solo la limita a los trabajadores que formar parte de la organización profesional pactante en calidad de afiliados. Para esta posición solo la ley pude dar un alcance diferente y mayor al acuerdo.

La posición extensiva le da efecto erga omnes esto es oponible a terceros a las cláusulas normativas del convenio colectivo. Regirían para todos los contratos individuales de todos los trabajadores integrantes del grupo profesional abstractamente considerado; más allá de que se trate de sujetos intervinientes o no, sin sindicalizados o no , a favor o en contra de la decisión sindical de aceptar las normas del convenio colectivo. Para Rubén Caggiani, docente uruguayo, el sindicato más representativo en régimen de pluralismo sindical obra en representación de la voluntad de sus afiliados y en representación de los intereses de los no afiliados. El profesor Barbagelata también esta de acuerdo en una aplicación amplia respectos de los trabajadores. 
Bibliografía obligatoria.
- PLÁ RODRÍGUEZ, Américo, Curso de Derecho Laboral, Tomo IV, Volumen I, Editorial Idea, Montevideo, 1999.
- VEINTITRÉS ESTUDIOS SOBRE CONVENIOS COLECTIVOS, obra colectiva, Grupo de los Miércoles, Fundación de Cultura Universitaria, Montevideo, 1988. 

SESIÓN 12

Conflictos colectivos de trabajo. Concepto y clasificación. Medios de prevención y de solución de los conflictos colectivos. Autotutela y heterotutela. Autocomposición y héterocomposición. El arbitraje como medio de solución del conflicto.  

Nuestro objetivo es analizar las diferencias existentes entre los conflictos individuales y colectivos del trabajo debido a la gran trascendencia que dicha clasificación adquiere en nuestro ordenamiento jurídico. Asimismo, desarrollaremos los medios de prevención y solución de un tipo de conflicto de trabajo: el colectivo.         
1. Definición de conflicto de trabajo.

Plá Rodríguez define al conflicto de trabajo como toda contienda derivada de una relación laboral; y partiendo de esta definición distingue entre: a) elementos esenciales y b) elementos no esenciales.
a) Con respecto a los elementos esenciales señala que la expresión: “conflicto de trabajo” exige la precisión de los dos términos que la integran: conflicto y trabajo. La noción de conflicto no presenta mayores dificultades ya que evoca la idea de contienda, de oposición de intereses, de enfrentamiento entre dos partes que efectúan afirmaciones diferentes o tienen pretensiones contrapuestas o incompatibles. El concepto de trabajo está vinculado con la concepción de trabajo aceptada en el Derecho laboral, en cuanto a que no todo trabajo es objeto del Derecho laboral sino sólo el que reúne ciertas características y que por lo tanto, da origen a una relación laboral. Se trata del trabajo libre, oneroso, por cuenta ajena y subordinado.
b) En relación a los elementos no esenciales (aquellos que pueden estar presentes pero no deben ser exigidos) menciona dos: I) que el conflicto sea entre el trabajador y su empleador, y II) que se apliquen normas específicamente laborales. (Plá Rodríguez, 2001, 7-11).

2. Clasificación del conflicto de trabajo.

Si bien puede señalarse que los conflictos de trabajo pueden ser objeto de diversas clasificaciones hay dos de ellas que resultan imprescindibles para abordar luego el tema de la solución de los conflictos. 

Podemos distinguir entre: A) Individual y colectivo. Se han expuesto tres criterios como base de esta clasificación: a) criterio subjetivo: tomando en cuenta el número de sujetos que intervienen en el conflicto se ha dicho que si se trata de un reclamante el conflicto es individual y si es más de uno el conflicto es colectivo; b) criterio objetivo: en atención a la norma que se considera el conflicto puede ser: individual, cuando se tome como base el contrato individual de trabajo; o colectivo, cuando se consideren determinadas materias que fueron objeto de regulación de un convenio colectivo; y c) criterio funcional: tomando en consideración el interés perseguido por las partes podemos afirmar que estamos en presencia de un conflicto individual cuando el interés es concreto, es decir, de una o más personas determinadas. Por el contrario, habrá un conflicto colectivo en aquellos casos en que el interés sea abstracto o de categoría, es decir, de todos los que pertenecen a la categoría. (Plá Rodríguez, 2001, 13).

El criterio que ha sido elegido para distinguir el conflicto de trabajo individual del conflicto de trabajo colectivo ha sido este último. En este punto adquiere relevancia mencionar lo dispuesto por el artículo 106 de la Ley Nº 12.803 y el artículo 1º del Decreto-ley Nº 14.188 en cuanto refieren al criterio material de distribución de las competencias estableciendo que los Juzgados Letrados de Primera Instancia del Trabajo entienden en los asuntos originados en conflictos individuales de trabajo. 

De allí la importancia de distinguir entre un conflicto colectivo y otro meramente plurisubjetivo ya que únicamente el segundo será procesable ante la Justicia especializada del Trabajo. Al respecto, cabe señalar que puede haber un conflicto individual aunque sean varios los trabajadores que actúen conjuntamente contra un mismo empleador: en este caso se tratará de un conflicto plurisubjetivo donde no se le pide al Juez la tutela del interés abstracto de categoría sino la tutela del interés concreto de varios individuos. La circunstancia de accionar o reclamar en forma conjunta no tiene por efecto que el conflicto individual devenga colectivo.

B) De derecho o jurídico y de interés o económico. El conflicto de derecho versa sobre la interpretación y aplicación de un derecho nacido y actual no importando que tenga su fuente en la ley, en un convenio colectivo o en un contrato individual de trabajo. Ejemplo: un trabajador que reclama judicialmente el pago del salario adeudado. Por el contrario, el conflicto de interés no versa sobre la aplicación o interpretación de un derecho adquirido (fundado en la ley, el convenio colectivo o el contrato individual de trabajo) sino sobre una simple reivindicación tendiente a modificar un derecho existente o a crear un nuevo derecho. Ejemplo: la demanda del personal exigiendo la creación de una bolsa de trabajo. (Plá Rodríguez, 2001, 15-16).

3. Posibilidad de combinación de las diversas categorías. 

Las dos clasificaciones que hemos expuesto no son excluyentes ni incompatibles entre sí. Durante algún tiempo se pensó que ambas coincidían, es decir, que los conflictos de derecho eran siempre de carácter individual y los conflictos de interés eran siempre de carácter colectivo. Posteriormente, se advirtió que los conflictos colectivos podían ser tanto de derecho como de interés pero había cierta resistencia en cuanto a aceptar que pudiera haber conflictos individuales que no fueran de derecho por lo que la distinción entre conflictos de derecho y de interés se aplicaba únicamente a los conflictos colectivos de trabajo. Actualmente, se admite que ambas clasificaciones son armonizables, es decir, que se pueden combinar entre sí para derivar las cuatro figuras que resultan del entrecruzamiento de criterios.

Si bien es cierto que normalmente los conflictos individuales son de derecho y los colectivos de interés pueden existir las cuatro posibilidades: 

· Conflicto individual de derecho; 

· Conflicto individual de interés; 

· Conflicto colectivo de derecho; 

· Conflicto colectivo de interés.  (Plá Rodríguez, 2001, 16-17).

4. Medios de prevención de los conflictos colectivos de trabajo.

Para prevenir los conflictos colectivos de trabajo caben distintos medios. Algunos de ellos se encuentran tan alejados del conflicto que constituyen una política en la que concurren diferentes recursos, ámbitos y soluciones que suponen un esfuerzo continuo en diversos aspectos. Otros medios se expresan en la estructuración de organismos con variadas características y modalidades de actuación. Tanto unos como otros buscan que las diferencias de intereses (que derivan de la realidad laboral) no se conviertan en conflictos sino que se intente a través del acuerdo una fórmula de composición de los diferentes intereses. 

Si bien se han señalado diversos medios de prevención de estos conflictos analizaremos tres de  ellos: 

· La política de concertación social;

· El derecho de información;

· La participación de los trabajadores en la empresa. La participación de los trabajadores puede asumir tres formas: a) participación en las utilidades; b) en la propiedad; y c) en la gestión de la empresa. (Plá Rodríguez, 2001, 21-25).
5. Medios de solución de los conflictos colectivos de trabajo.

Optamos por desarrollar dos de las grandes clasificaciones que pueden hacerse de los medios de solución de los conflictos colectivos. La primera de ellas, propuesta por Russomano, es aquella que distingue entre medios directos e indirectos. A) Son soluciones o medios directos aquellos en los que solo participan las propias partes sin intervención de ningún tercero. Los medios directos son: a) huelga, b) lock out, y c) negociación colectiva; y B) Los medios indirectos son aquellos en los que participa un tercero, sea junto a las partes o en sustitución de las mismas y éstos son: a) conciliación, b) mediación, y c) arbitraje.

Ermida Uriarte señala que esta clasificación tiene una gran importancia ya que al separar claramente las formas directas de autocomposición o autodefensa, de todas las demás, permite destacar la relevancia que adquieren las soluciones directas de los conflictos colectivos como manifestación de la autonomía colectiva.

La segunda clasificación, que fuera propuesta por Bueno Magano en Brasil y recogida con adaptaciones Por Sarthou en Uruguay es la que distingue tres grandes formas de solución de los conflictos colectivos de trabajo: a) la autotutela o autodefensa, b) la autocomposición, y c) la heterocomposición, las que se diferencian entre sí en función del grado de intervención del consentimiento o voluntad de las partes. a) La autotutela o autodefensa. Existe autotutela o autodefensa cuando la solución del conflicto se produce por la protección que una de las partes hace, por sí misma, de su derecho o interés. Los casos de autotutela son: la huelga y el lock out; b) la autocomposición. Las soluciones de autocomposición se caracterizan, al igual que la autotutela, por la voluntariedad del medio pero difieren de ésta en que suponen la participación de ambas partes ya que son ellas quienes en forma conjunta proveen la solución a la controversia. Se suele mencionar como medios de autocomposición: la negociación colectiva, y la conciliación, la mediación y el arbitraje facultativos o voluntarios; y c) la heterocomposición. Las soluciones de heterocomposición son medios de naturaleza no voluntaria o coactiva en los que la solución es impuesta a las partes por uno o más terceros. Son: la conciliación, la mediación y el arbitraje obligatorios. Algunos autores incluyen dentro de éstos la intervención estatal administrativa y la decisión judicial. (Mantero, 1998, 172-176)   

Bibliografía obligatoria.

- MANTERO DE SAN VICENTE, Osvaldo, Derecho Sindical, Primera edición, Fundación de Cultura Universitaria, Montevideo, 1998.

- PLÁ RODRÍGUEZ, Américo, Curso de Derecho Laboral, Tomo IV, Volumen I, Editorial Idea, Montevideo, 1999.

SESIÓN 13

La huelga. Concepto y etimología. Presupuestos. Evolución histórica. La huelga en las Constituciones. La reglamentación legal de la huelga. Jurisprudencia del Comité de Libertad Sindical. El derecho de huelga: caracteres; definición; clases de huelga.   

El  objetivo de esta sesión será individualizar a la huelga como un hecho y como derecho. Este es también el objetivo de las sesiones siguientes vinculadas al tema.

La actividad propuesta consiste en buscar prensa referida a este tema.
1. La huelga en el Derecho Colectivo

El instituto de la huelga se ubica en lo que muchos de nosotros denominamos Derecho Colectivo del Trabajo y que otros autores llaman Derecho Sindical. La denominación que adoptamos se entronca con la idea de que la huelga es uno de los pilares del derecho colectivo, uno de sus grandes sustentos junto con el sindicato, y con la negociación colectiva.

Por otra parte esta noción a la que nos referimos evoca la teoría de la inescindibilidad de estos institutos, por la cual el derecho colectivo del trabajo esta conformado por estos tres institutos que mencionamos: la negociación colectiva, el sindicato, y la huelga. Y estos institutos resultan inescindibles entre sí. Esto es uno no puede existir sin la existencia del otro, lo que demuestra su interdependencia. Y esto entendemos que tiene que ver con el origen común de sus institutos.

2. Origen  y  etimología 

A. Origen: es este un fenómeno por demás singular. Que ha sufrido en su historia una evolución espectacular, como dice José Martins Catharino  ...”determinado hecho social, considerado delictivo, con el correr del tiempo pasa a ser una garantía constitucional”. Esta evolución tan notable que sólo puede compararse con la del sindicato, ha pasado por distintas etapas:
1) huelga como delito; 2) la huelga como ilícito civil; 3) huelga como derecho individual, 4) huelga como derecho colectivo (sistematización planteada por Plá y Couture en su monografía de 1951 sobre “La huelga en el derecho uruguayo”, publicada en sucesivas entregas, en los Nos.27 y 29 de la revista Derecho Laboral.

Se han concebido tres grandes etapas: la huelga como delito, la etapa de mera permisividad, y la etapa de reconocimiento como derecho, en algunos casos a nivel constitucional. Esta no es incompatible con la anterior pero es totalmente opuesta a la primera mostrando un cambio excepcional en este instituto.

En algunos casos incluso pasaría de ser delito pasa a ser consagrada constitucionalmente como derecho, sin etapas intermedias esto sucedió en caso de México es el artículo 123 de la Constitución Mexicana..

B. Etimología de la palabra no proviene de holgar que quiere decir descansar, tomar aliento, estar ocioso, no trabajar, por lo que no tendría una relación directa con el término tal y como lo usamos en esta materia, la expresión que tiene una connotación histórica es la expresión francesa de grève, en Francia plaza, playa o espacio llano cuya superficie está principalmente formada de guijarros. Esto según Cabanellas y cita a J.  Dauvy: “La plaza del ayuntamiento de París se llamaba anteriormente plaza de la grève, o plaza de huelga. Era ésta un gran terreno sin construcciones, sobre el cual había acumulado el río gran cantidad de arena y piedrecillas, de donde le vino su nombre, antes de que se construyeran los muelles para encauzar el lecho del Sena. Durante mucho tiempo, los obreros sin trabajo se reunieron en la plaza, y era ahí donde los empresarios acudían a tratar con ellos y a contratarlos. Cuando los obreros estaban descontentos con las condiciones de trabajo se colocaban en la huelga (grève), lo cual quiere decir en la Plaza de la grève, a la espera de mejores propuestas...” 
De ahí que cuando los trabajadores suspenden sus trabajos voluntaria y colectivamente se está ante una huelga o grève. Como se ve, el carácter reivindicativo y autodefensivo de la huelga es de su esencia, y se remonta a los propios orígenes de su denominación. (Ermida, 1996, 10-11)
3. Concepto o definición
Para arribar a un concepto de huelga vamos a necesitar verla como un instituto de autotutela,  y describirla para poder tener una noción de este hecho o fenómeno social.
Huelga como autotutela 
Este concepto de autotutela es una de las nociones básicas del Derecho del Trabajo, y más específicamente del Derecho Colectivo del Trabajo. Y consistiría en la acción de los propios trabajadores tendiente a la protección de sus intereses, y esta acción puede servir tanto para garantizar el cumplimiento de las normas vigentes, como  para obtener un progreso en el nivel de protección actual.

Este concepto está vinculado a la noción de autonomía colectiva, según la cual, en las sociedades pluralistas, determinados grupos sociales poseen el poder de crear, dentro de ciertos límites, sus propias normas. Siendo además una consecuencia de la libertad sindical, es evidentemente necesaria a esta y también inescindible.

Lo que procura entonces este instituto es efectivizar, la libertad sindical y  la autotutela laboral. Es por eso que hablamos de su estructura triangular, y de la inescindibilidad de sus institutos.

Es por eso que se dice que la huelga es un instituto de autotutela,  y un instrumento de libertad sindical.

Definición de huelga

Podemos caracterizarla y no definirla ya que la Constitución no la define, ¿Qué es la H? 3 elementos: 
1) omisión de trabajar – continua e ininterrumpida. Esta es una característica e la huelga típica.
2) voluntad de reclamo – señala el carácter reivindicativo de la huelga. Carácter conflictivo.

 No falta por abandono, ya que allí no hay voluntad de reclamo o protesta.

3) carácter colectivo –  no existiría la huelga de un trabajador. ¿Esto es cierto? ¿qué pasa si un trabajador quiere hacer huelga sólo, se requiere mayoría, la mitad más uno para que exista una huelga? ¿Se requiere unanimidad?. Parecería que basta con cinco o seis, o al menos más de dos y no uno sólo, porque en ese caso no tendría carácter colectivo. 

Definiciones
Dos posibles hasta aquí:
1. Couture – Plá – 1951 – “Omisión colectiva y transitoria del trabajo, con una finalidad de reclamo o protesta”. Plá luego en 1975 cambia esta definición por: “la omisión, reducción o alteración colectiva y transitoria del trabajo, con una finalidad de reclamo o protesta”, para incluir las llamadas formas atípicas de la huelga.
2. Hélene Sinay “negativa colectiva y concertada de trabajo”, que manifiesta la intención de los trabajadores e colocarse provisoriamente fuera de contrato, para asegurar el éxito de sus reivindicaciones. No incluye elementos finalísticos, negativa (refus en francés) que es más amplio, pretende incluir las formas atípicas de la huelga y recalcar el carácter voluntario de la huelga. Ermida, 1996, 42-43)
Bibliografía obligatoria.
- ERMIDA URIARTE, Oscar, Apuntes sobre la huelga, Segunda edición, Fundación de Cultura Universitaria, Montevideo, 1996.

PLÁ RODRÍGUEZ, Américo, Curso de Derecho Laboral, Tomo IV, Volumen I, Editorial Idea, Montevideo, 1999.

SESIÓN 14

La huelga (continuación) Titularidad del derecho de huelga.  La huelga como hecho. Dinámica de la huelga. Efectos de la huelga sobre el contrato individual de trabajo. El derecho de huelga en el Uruguay. Su reconocimiento como derecho. Carácter "gremial" de la huelga.  

De la huelga como hecho y la huelga como derecho.

1. La huelga como hecho

El propio derecho de huelga impide que no consideremos a la huelga como un hecho que necesariamente asume distintas modalidades
Trivalencia de la huelga. 

Esto apunta a que cuando intentamos describir la huelga lo podemos hacer como:

· medio de acción sindical o gremio inorgánico

· un conflicto colectivo

· un medio de solución de los conflictos.

Puede ser las tres cosas a la vez.

2. La huelga como derecho

EL derecho de huelga así como lo explicaramos al comentar su origen es uno de los que ha tenido una historia muy particular. Ya que en algunos casos el delito de huelga se convirtió en derecho, sin que para ello se produjera ninguna transición.

Naturaleza Jurídica
A. función equilibradora (autotutela) – De Buen – poder que tienda a reequilibrar las fuerzas de las partes sociales (trabajador y empleador), equilibrio alterado por el poder económico del empresario.

Esto esta vinculado con determinada concepción de huelga y conflicto colectivo.

Otros la consideran, violencia privada, o tolerada o legitimada por el derecho, el conflicto es visto como lineal. Y que distinto es esto último de considerarla como con una función de equilibrio. 

Las dos grandes posiciones dentro de la teoría del conflicto son verla como una disfunción que hay que eliminar, o como algo natural que cumple una función en la sociedad. 

Vemos aquí también la evolución histórica delito, tolerancia, reconocimiento, que coincide con distintos tipos de Estado: autoritario (prohibida); liberal (dejar pasar, juez y gendarme), plural (reconocimiento).

B. Exceptio non adimpleti contractus, institución civil para un fenómeno atípico de la parte más atípica  puede servir como comprensión intuitiva de la h pero no es una explicación de fondo.

C. Legítima defensa, Martins y Nicoliello, es descriptivo pero, no justifica su naturaleza jurídica, porque en realidad no se le pueden aplicar conceptos tradicionales de D. Público o Civil. (Ermida, 1996, 12-15)

La Huelga en la Constitución
En el artículo 57 de la Constitución Nacional encontramos al derecho de huelga. 

Declarase que la huelga es un derecho gremial sobre esta base se reglamentara su ejercicio y efectividad.

a) Con declárase reconoce su preexistencia, este NO es CREADO POR LA NORMA – Los antecedentes en este caso tienen valor relativo por tratarse de la constitución y esta a tenido posteriormente ratificaciones populares de los años 1934,1942, 1952, 1967. De todos modos podríamos leer las de Echegoyen  y Secco Ylla (Ermida, 1996, 23-24).

Existe antes del reconocimiento pero existiría sin el reconocimiento y aún contra una legislación posterior contraria o restrictiva del derecho consagrado constitucionalmente.

b) Derecho gremial muchas interpretaciones de que quiere decir. p.49.

· Derecho inferior al Estado. Derecho intermedio entre derecho individual y público – Posición de Méndez y Salvagno Campos. De Ferrari dirá que esta por encima del derecho individual. La crítica que le hacen Couture y Plá dicen que la única clasificación jerárquica es la que las normas establecen (constitucionales y legales), proviene de la jerarquía de las normas, y limitados por Orden Público o por razones interés gral.


La primacía constante de los derechos del Estado o comunidad s/ los derechos grupos y 
de los individuos parece más propia de una concepción totalitaria.

· Kroteschín que es un derecho del gremio organizado en sindicato,  pero esta afirmación iría contra el propio texto que dice gremio y no sindicato,  el gremio es el conjunto inorgánico de trabajadores en tanto que el sindicato sería un conjunto orgánico organizado. Esto último no es pedido por la norma basta el gremio.

· Limitación de la finalidad sería con finalidad exclusivamente gremial; dice que se ha querido limitar sólo por el gremio. Distingue donde la norma no lo hace, va en contra de las tendencias doctrina modernas que tratan de no calificar excesivamente las finalidades de la huelga.

· Se refiere nada más que al carácter colectivo. El término gremial en sentido calificativo, no descriptivo y significando así el carácter colectivo (Plá – Couture, Nicoliello, Ermida). Modalidad de ejercicio debe ser siempre colectiva, es decir ejercicio por una pluralidad de personas unidas por una comunidad de oficio, profesión, o clase social. Plá Couture recogen a J.P Cardozo: “Decir derecho gremial es decir derecho de un conjunto de personas que tienen un mismo oficio, profesión o estado social”  (Ermida, 1996,.51).

De estas imterpretaciones surge lo que dice De Ferrari de que se quiso negar al sindicato, la titularidad del derecho.

Se separa de otros textos al decir que es gremial, ej. Brasil el titular es el sindicato. la huelga salvaje será ilícita esta no lo es en  nuestro Derecho. Otro problema distinto es si es preferible atribuírselo a uno o a otro.

Pero la función del artículo no sería desplazar al sindicato sino establecer, que tienen el derecho de huelga los gremios, aunque no estén sindicalizados en regímenes en donde existe un importante una importante y auténtica estructura sindical una huelga no sindical, podría ser o es una huelga “amarilla” o instrumentada para derribar la fuerza de los sindicatos.

c) se reglamentará  es el tema de la reglamentación. Existió gran resistencia a la reglamentación históricamente, ya que también se consideró que el reglamentarlo implicaría limitarlo. Hasta pasa eso dice Antonio Monteiro Fernández con definirla, aunque esto pueda ser discutible. Pero la constitución solicita la reglamentación. Dicen Plá y Couture,  el movimiento obrero siempre se resistió porque la jerarquía más alta le da un alcance muy amplio, y además, y el art 332, hace que su ejercicio de ninguna manera se vea afectado. (Ermida, 1996, 30)

Normas enumeración
Artículos consitucionales nos. 57,65, 72, 332

Ley 13.720,  arts. 3, 4 y 5


D.L 15.180, 4º 
Ley12.590, art.8º
Efectos s/ la relación individual
1) Suspensión del contrato de trabajo y no terminación.

2) Si genera antigüedad.

3) No genera salario,  salvo opiniones De Ferrari y Nicoliello, o disposición expresa en contrario.

4) Si genera licencia, artículo 8º. Ley 12.590.

5) No va a subsidio por desempleo, caso del huelguista, porque no cubre la desocupación  voluntaria, sólo la forzosa (art. 4º. del DL 15.180)

6) Despido – durante la huelga ilícita – abusivo y luego también.

Bibliografía obligatoria.
- ERMIDA URIARTE, Oscar, Apuntes sobre la huelga, Segunda edición, Fundación de Cultura Universitaria, Montevideo, 1996.
- PLÁ RODRÍGUEZ, Américo, Curso de Derecho Laboral, Tomo IV, Volumen I, Editorial Idea, Montevideo, 1999.

SESIÓN 15

Modalidades de ejercicio. Formas atípicas. Límites internos y externos.  Formas de conclusión de la huelga. Servicios esenciales. Lock-out.  
1. Modalidades atípicas de la huelga.                                                               

1.1. Diferencia entre modalidades de la huelga: a) típicas,

                                                                           b) atípicas.

1.2. Clasificación que distingue modalidades atípicas. 

· Con cesación de trabajo:

· Huelga parcial,

· Huelga general,

· Huelga rotativa,

· Huelga indefinida,

· Huelga neurálgica,

· Huelga intermitente,

· Huelga por tiempo determinado.

· Sin cesación de trabajo:   
· Huelga activa,

· Huelga a reglamento,

· Huelga de advertencia,

· Huelga de brazos caídos,

· Huelga de bajo rendimiento.

1.3. Acciones colectivas ilícitas distintas a la huelga.

· Boycot,

· Listas negras,

· Listas blancas.

1.4. Licitud de las modalidades atípicas de ejercicio de la huelga. 

· Derecho positivo nacional: a) Artículo 57 de la Constitución,

                                                                  b) Ley Nº 13.720,

                                                                  c) Decreto Nº 622/973 (anulado),

                                                                  d) Decreto-ley Nº 15.530 (anulado por Ley Nº               

                                                                      15.738)   
· Posición doctrinaria mayoritaria: cualquiera sea la modalidad que adopte la huelga ésta  será  lícita  siempre  que  no  implique daño a objetos ajenos (sabotaje). 
     2. La huelga en los Servicios esenciales. 
2.1. Distinción entre Servicios Públicos y Servicios Esenciales.

2.2. Evolución del contenido de la definición de Servicios Esenciales.

· Todo servicio público era considerado esencial.

· Restricción: definición del Comité de Libertad Sindical.

· Servicios esenciales “por extensión”.

2.3. Determinación de los Servicios Esenciales.

·  Fuentes de determinación: a) ley,

                                                                  b) decreto,                                                             

                                                                  c) convenio colectivo.

· Técnicas de determinación: 

        a) soluciones prohibitivas,
                     b) sistemas que regulan el ejercicio del derecho de huelga: 

                          - soluciones autónomas, 

                          - soluciones heterónomas.

· Legitimación para realizar dicha determinación:

 - Tradicionalmente a cargo de la autoridad administrativa laboral.

 - En Uruguay se aplica el artículo 4º de la Ley Nº 13.720 (autoridad 

    pública: Ministerio de Trabajo y Seguridad Social).

· Legitimación para organizar los turnos de emergencia:

- A nivel de derecho comparado, las soluciones oscilan entre: autoridad   

   administrativa laboral, jerarcas del servicio y sindicatos.

- En Uruguay  la  ley Nº 13.720  establece  únicamente que deberán 

   cubrirse los turnos  sin conferir al gobierno dicha  determinación.   

   En la práctica es el Poder Ejecutivo quien los fija.    

2.4. Respuestas de los ordenamientos jurídicos.

       A) Prohibición al ejercicio de la huelga. 

       B) Limitaciones al ejercicio de la huelga:

· Exigencia del preaviso.

· Mantenimiento de Servicios mínimos en régimen de turnos.

· Prohibición o abstención en determinados períodos del año.

· Arbitraje obligatorio, negociación, etc.

2.5. La importancia de la prevención del conflicto.

2.6. Regulación normativa en Uruguay.

· Artículos 57, 65 y 85 ordinal 3º de la Constitución,

· Ley Nº 13.720,  

· Decreto-ley Nº 14.791,

· Artículo 37 del Decreto 622/973,

· Decreto-ley Nº 15.530 (anulado),

· Ley fundamental Nº 3 (anulada),

· Ley Nº 15.738 (de convalidación).       
Limites del derecho de huelga

Con respecto al tema limites se ha dicho que uno de los límites claros al derecho de huelga sería la huelga en los servicios esenciales. Respecto a las demás posiciones respecto al tema limites se pueden encontrar limites internos que tienen relación con el concepto, a la forma en como se define o conceptualiza,  y limites externos que tienen relación con diferentes elementos externos se refieren muchas de las posiciones al daño y este es en realidad un elemento esencial del derecho de huelga y otras posiciones más cercanas a centrarse en el tema de los limites hacen referencia a la noción de abuso de derecho, por tratarse de un derecho la huelga también podría tener ese límite. Lo que se discute tiene relación con el que la huelga es un instituto muy particular que es un hecho y un derecho a la vez.
Bibliografía obligatoria.
- PLÁ RODRÍGUEZ, Américo, Curso de Derecho Laboral, Tomo IV, Volumen I, Editorial Idea, Montevideo, 1999.
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TENDENCIAS ACTUALES DEL SISTEMA DE
RELACIONES LABORALES EN URUGUAY


Alejandro Castello


I. Introducción


Como se sabe, las relaciones de trabajo constituyen un subsistema del sistema
social, que está compuesto por un grupo de actores (los empleadores y sus
organizaciones, directivos y gerentes, los trabajadores y sus organizaciones, los
organismos gubernamentales), ciertos contextos ambientales (tecnología,
restricciones presupuestarias o del mercado que afectan a los actores y la
distribución del poder en la sociedad y el sistema de relaciones laborales), una
ideología que mantiene unido y da coherencia al sistema y un cuerpo de normas
que derivan de la interacción de los actores con el medio ambiente y tienen por
finalidad regular las relaciones que se desarrollan en el lugar y comunidad de
trabajo.


El sistema de relaciones laborales y su segmento jurídico, el Derecho del
trabajo, se han caracterizado desde sus orígenes por su constante transformación.
El estudio empírico de los mismos demuestra que varias son las causas o factores
que provocan esa frágil estabilidad del sistema. Por un lado, cualquier cambio en
alguno de sus componentes (actores, contextos, ideología o normas) genera
alteraciones en las complejas vinculaciones que se crean entre ellos. Por otro
lado, el estrecho contacto que tiene el sistema de relaciones de trabajo con los
demás subsistemas, en especial los de índole económico y político, hacen que
cualquier cambio significativo que se produzca en estas esferas repercuta en
mayor o menor medida sobre el mundo del trabajo.


En los últimos años, ese proceso natural de evolución, transformación y
cambio de las relaciones industriales se ha visto incrementado y acelerado
notablemente por una serie de modificaciones estructurales en el campo de la
economía y el comercio internacional. Así, desde la década de los ochenta se
amplió considerablemente el grado de apertura comercial y financiera de los
países, se redujeron o eliminaron las tarifas arancelarias, aumentó la inserción de
la economía en el mercado internacional y se transformó el papel del Estado a
través de privatizaciones y desregulaciones del mercado. Lo mismo ha sucedido
en el ámbito de la tecnología donde las innovaciones como la robotización, los
ordenadores, las comunicaciones audiovisuales, etc., se suceden a ritmo
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vertiginoso e impactan sobre el modo de producir de las empresas, las pautas de
consumo, la forma de vida de las personas y las formas de trabajar.


A ello hay que agregar que en las últimas dos décadas se han procesado
importantes reformas en la legislación laboral y de seguridad social de muchos
países, que por lo general han tenido sentido y naturaleza opuestas a las que
durante varias décadas fueron tradicionales y dieron lugar al denominado modelo
protector o garantista de relaciones laborales y al Estado de bienestar social.


Como se verá más adelante, el sistema uruguayo de relaciones de trabajo no
ha estado ajeno a los cambios mencionados y a pesar de las diferencias y
distancias que guarda con otros países, en especial los más desarrollados, puede
afirmarse que, con carácter general, nuestro país ha seguido las pautas y
tendencias internacionales de transformación de los sistemas de relaciones
industriales.


El 1º de marzo de 2005 asumió un nuevo Gobierno en Uruguay, de signo
político e ideológico distinto al que han tenido los partidos que han gobernado el
país durante toda su vida republicana, que a diferencia de lo que acontecía
usualmente con estos últimos, aquel posee un estrecho relacionamiento con el
actor sindical, no así con el empresarial.


El nuevo Gobierno ha anunciado la adopción de una batería de medidas
administrativas y legislativas de índole laboral, económica y política que en
muchos casos implican una clara ruptura de los lineamientos y tendencias
flexibilizadores y/o desreguladoras que se han aplicado en los últimos años en
materia laboral. Así, en el plano de las relaciones laborales se ha convocado
nuevamente a los Consejos de Salarios para la fijación de retribuciones mínimas
por categoría y actividad, se han derogados los Decretos Nº 512/966 y 286/000
que habilitaban al Ministerio del Interior a ingresar a los locales comerciales,
industriales y similares ocupados por obreros o empleados, para desocuparlos y
devolverlos a sus titulares, se han instaurado varios espacios de diálogo social
tanto en el ámbito público como privado, se ha incrementado la frecuencia y
alcance de las inspecciones de cumplimiento de la normativa laboral, previsional
y de seguridad e higiene y se ha anunciado la intención de introducir importantes
modificaciones legislativas, tanto en el ámbito de las relaciones colectivas de
trabajo (libertad sindical y negociación colectiva) como de las relaciones
individuales (restricción de las tercerizaciones, subcontratación, intermediación,
etc.).


El objetivo de este trabajo es determinar cómo podrían impactar sobre los
componentes del sistema de relaciones laborales (actores, contextos, ideología y
normas) las nuevas políticas laborales y económicas que se han comenzado a
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implementar y aquellas que se han anunciado. En ese ejercicio de futurología,
también pretendemos establecer sintéticamente un avance de cuáles podrían ser
las tendencias y características del modelo de relaciones laborales uruguayo,
tanto en sus aspectos individuales como colectivos.


Pero para comprender el rumbo de las relaciones de trabajo en Uruguay a
partir del año 2005, consideramos importante analizar previamente cuál ha sido
su evolución en los últimos 20 años, observando para ello cómo se desenvolvió
el contexto económico nacional e internacional durante ese período. Al análisis
de esta temática dedicaremos el siguiente capítulo.


II. Características del sistema de relaciones laborales en el período
1985-2004


En el período de 20 años comprendido entre la reinstitucionalización del país
en 1985 y la asunción del nuevo Gobierno en marzo de 2005, se constata que el
sistema de relaciones de trabajo uruguayo ha pasado por dos etapas distintas. La
primera de ellas puede ubicarse entre 1985 y 1991, caracterizada por el
funcionamiento de los Consejos de Salarios y la sanción de varias normas
laborales de contenido y signo protector, dando paso a lo que podríamos
denominar como modelo “protector”  o “garantista” de relaciones laborales.


La segunda etapa se desarrolla aproximadamente entre los años 1992 y 2004
y tiene como notas fundamentales la no convocatoria de los Consejos de Salarios,
el detenimiento de la producción legislativa tuitiva del trabajo, la implementación
de políticas sociales y laborales funcionarizadas al cumplimiento de metas de
estabilidad macroeconómica, la crisis del actor sindical y la aplicación
generalizada de modalidades de producción descentralizada y de estrategias de
tercerización, todo lo cual impactó en el modelo de relaciones de trabajo, que
pasó a ser “flexible”, “pos-industrial” o “posmoderno”, según denominaciones
usualmente utilizadas por los autores para referirse a esta clase de sistema.
Veamos sintéticamente cuáles fueron los aspectos más relevantes de cada etapa.


1. Modelo “protector” o “garantista”: 1985 – 1991.


El período 1985 a 1991 se abre con la reinstitucionalización del país luego de
12 años de dictadura militar. Durante este último período el Gobierno de facto
había aplicado medidas legales, administrativas y políticas fuertemente represivas
en todo lo concerniente al ámbito de las relaciones colectivas de trabajo,
restringiendo o directamente prohibiendo el ejercicio de la libertad sindical, la
negociación colectiva y el derecho de huelga. En cambio, en materia de
relaciones individuales de trabajo no siguió una política desreguladora de los
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institutos clásicos de la materia (despido, modalidades de contratación, tiempo de
trabajo, aguinaldo, etc.).


Sin embargo, la política salarial aplicada por el Gobierno de la época generó
una importante caída del salario real y una progresiva pauperización del empleo.
En efecto, la no convocatoria de los Consejos de Salarios y la inexistencia (o
prohibición) de cualquier otro tipo de instancia de fijación de salarios con
participación de los trabajadores, generó que las únicas formas de ajuste de
salarios fuesen la voluntad unilateral del empleador y las decisiones
administrativas del Gobierno (decretos de fijación de salario mínimo nacional y
salarios mínimos para ciertas actividades).


Por las razones señaladas precedentemente, las prioridades en la
reconstrucción del sistema de relaciones laborales al momento de reinstalarse las
instituciones libremente elegidas por la ciudadanía, fueron fundamentalmente la
democratización de las relaciones colectivas, para lo cual se anularon la
legislación represiva y habilitaron los derechos colectivos (libertad sindical,
negociación colectiva y huelga) y la recuperación del salario real, a cuyo fin se
convocaron los Consejos de salarios.


Si bien por esa época Uruguay ya había comenzado a transitar por la senda de
la liberalización de su economía, el sistema económico aún podía ser considerado
como predominantemente cerrado, con un régimen arancelario relativamente alto
que permitía el desarrollo de cierta industria nacional. En lo que refiere al
relacionamiento con la región, en ese período nuestro país estaba vinculado a la
ALADI y mantenía acuerdos comerciales con Argentina y Brasil, pero de todos
modos su grado de integración e inserción internacional aún era bajo. A su vez,
producto de la división del mundo en dos grandes ejes que competían entre sí
(economías socialista y capitalistas) hasta 1989 los mercados internacionales
evolucionaban de manera relativamente estable, con precios, pautas de consumo
y reglas de competencia comercial más o menos predecibles, aunque en Europa
el proceso de liberalización de la economía ya había comenzado a generar sus
consecuencias negativas sobre el mercado de trabajo.


Bajo ese contexto económico nacional e internacional, el sistema de
relaciones laborales uruguayo adoptó características que lo acercaban y
encuadraban en lo que comúnmente se conoce como modelo tradicional,
garantista o protector, en el que se verifica una presencia e intervención estatal
relativamente alta sobre el mercado de trabajo.


En ese sentido, en lo que concierne a las relaciones individuales de trabajo,
en esta etapa de sancionaron algunas leyes que retomaron la senda tuitiva que
había caracterizado al período fundacional del Derecho laboral. Entre ellas se
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destacan: la Ley Nº 15.996 sobre horas extras, que llevó la tasa de recargo por
trabajo extraordinario del 50% al 100% del valor de la hora común; Ley Nº
16.074 sobre accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, que estableció
la obligatoriedad y automaticidad del seguro a cargo del empleador y su
explotación en régimen de monopolio por parte del Banco de Seguros del Estado,
sin perjuicio de que, además, se regularon aspectos referidos a la estabilidad en el
empleo del trabajador accidentado; la Ley Nº 16.101 sobre salario vacacional
que aumentó y generalizó ese beneficio laboral; la Ley Nº 15.837 sobre
prescripción de los créditos laborales, que habilitó la posibilidad de reclamar
prestaciones laborales por un período de 10 años, derogando la normativa
anterior que disponía un régimen de caducidad anual.


En cuanto a las modalidades de contratación laboral, si bien Uruguay siempre
tuvo una legislación permisiva de toda forma de contratación temporal (contratos
de zafra, obra, temporada, suplencia, plazo, prueba, etc.), no existiendo otros
requisitos o límites que los impuestos por el principio de continuidad y los
criterios doctrinarios y jurisprudenciales sobre esa materia, lo cierto es que en esa
etapa todavía se registraba una dosis relativamente alta de estabilidad en el
empleo. Asimismo, si bien en esta etapa ya comenzaba a producirse un lento
retorno del arrendamiento de obra o servicios para la contratación de servicios
personales y continuados, puede decirse que aún predominaba el contrato típico
de trabajo.


En lo que refiere a la organización de la empresa, en este período comienzan
a incrementarse los procesos de “outsourcing”, especialmente en los sectores
industriales de punta, pero la mayoría de las empresas uruguayas continúa siendo
vertical, realizando internamente la mayor parte del ciclo económico y aplicando
modelos de producción de tipo Taylor fordista, con las previsibles consecuencias
que ello supone para el mundo del trabajo en cuanto a las formas de retribución,
tiempos de trabajo, categorías y funcionamiento de la empresa.


Como corolario de lo expuesto anteriormente, siguiendo a Alain Supiot
podría afirmarse que el Derecho laboral en el período 1985-1991 se basaba en
una concepción a la vez jerárquica y colectiva de las relaciones de trabajo, en el
que se definía el contrato de trabajo por el vínculo de subordinación. Esta
concepción –agrega el autor- corresponde al modelo fordista, en el cual la gran
empresa industrial lleva a cabo una producción en masa, basada en una
especialización rigurosa de las tareas y de las calificaciones, y en una
organización piramidal del trabajo (supervisión jerárquica del personal,
separación de las tareas de concepción y las de producción). A consecuencia de
ello, señala dicho autor, la piedra angular de ese modelo era el “empleo típico”,
de duración indefinida, que garantizaba al trabajador una vida asegurada a
cambio de su situación de dependencia.
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La historia demostraría que un factor que fue decisivo en el período
1985-1991 para que el modelo de relaciones laborales tuviese rasgos típicos del
modelo protector e intervenido, fue el funcionamiento de los Consejos de
Salarios. Esta modalidad de fijación de salarios generó varias consecuencias
importantes. Para destacar algunas de ellas podría mencionarse que producto del
régimen de negociación por sector de actividad que implicaban los Consejos de
Salarios los sindicatos solían organizarse a nivel de rama de actividad, lo que a
su vez influyó sobre el modelo de negociación colectiva, que se caracterizó por
ser predominantemente centralizado y de tipo protector (creación beneficios
laborales en sentido ascendente), lo cual fue acompañado de un importante nivel
de conflictividad laboral, generalmente de idéntico ámbito espacial (sector de
actividad). Interesa señalar que luego de anuladas las leyes represivas del período
dictatorial el modelo de relaciones colectivas uruguayo retornó a su característica
tradicional, de alto abstencionismo estatal. En el período que se estudia el
movimiento sindical tuvo un importante crecimiento, fruto de las libertades
políticas y del funcionamiento de los Consejos de Salarios.


Pero además, los Consejos de Salarios generaron una delimitación bastante
estrecha de las tareas del trabajador por la vía de la determinación de categorías,
lo que implicó una restricción del ámbito de actuación del poder de dirección de
la empresa, y uniformizó los niveles de retribución salarial para una misma rama
de actividad y categoría o profesión, lo que redujo la posibilidad de que la
competencia comercial entre empresas se basara en la diferencia de costos
laborales.


El resultado del contexto económico y del modelo de relaciones de trabajo
del período histórico analizado podría resumirse de la siguiente manera:


a) un importante grado de intervensionismo estatal en las relaciones laborales,
que dejaba poco espacio para autonomía de la voluntad individual y colectiva;


b) un aumento del salario real y de los beneficios laborales, producto de
nuevas leyes laborales y del funcionamiento de los Consejos de Salarios;


c) cierta rigidez en la estructuración del tiempo de trabajo, especialmente a
raíz de la sanción de la Ley Nº 15.996;


d) congelamiento y desactualización de competencias laborales producto de
la fijación de categorías laborales muy estrechas por parte de los laudos;


e) aplicación de métodos de fijación salarial que no tomaban en cuenta la
productividad y eficiencia de la empresa, no reconocía las diferencias entre
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PYMES y el resto de las empresas y no ponderaba la eficiencia personal del
trabajador;


f) aumento del costo laboral y del costo producción y bajos niveles de
competitividad empresarial.


2. Modelo “flexible” o posmoderno”: 1992 – 2004


La etapa que comienza aproximadamente en 1992 y que usualmente se
identifica con el modelo de relaciones laborales “flexible” o “posmoderno”, esta
marcada por un hecho de relevancia universal, que alteraría las relaciones
sociales de cualquier naturaleza: la globalización o mundialización. La caída del
llamado “socialismo real” desató con fuerza una corriente económica, política y
cultural que ya se venía insinuando y desarrollando desde hacía algunos años: el
neoliberalismo, conservadurismo o neoclasismo, cuya traducción en el terreno
económico ha sido la instauración de políticas nacionales y mundiales tendientes
a la liberalización del comercio y las finanzas, conocida como globalización, y en
el terreno laboral como flexibilidad o desregulación.


Como señala acertadamente Baylos Grau, la globalización implica la
disminución drástica de la capacidad normativa estatal en la regulación de la
economía y el progresivo desmantelamiento del Estado Social y sus
transformaciones sociales. Según hace notar Efrén Córdoba se trata de un hecho,
una etapa, un escenario distinto de la historia económica que dependiendo de la
forma como se encauce puede tener consecuencias funestas o beneficiosas.


Como derivación del proceso antedicho, en el período que se analiza el
contexto socio-económico uruguayo se caracterizó por la caída de las barreras
arancelarias en relación al comercio regional, fundamentalmente como resultado
de la creación del MERCOSUR (abril 1991), pero también por la sensible
disminución unilateral de los aranceles que dispuso el gobierno en relación al
comercio con países extra-región, lo que trajo aparejado un aumento significativo
de la competencia comercial para las empresas uruguayas y una mayor
vulnerabilidad de los sectores industriales y agropecuarios que vivían de la
protección arancelaria y para-arancelaria.


Producto de la globalización se verifica en este período un aumento del
dumping social de los países periféricos, en especial del sudeste asiático, un
incremento de la inestabilidad de los mercados y los precios internacionales de
los bienes y servicios, en especial de los denominados comodities, una
aceleración de la revolución tecnológica que desplaza puestos de trabajo y
desactualiza rápidamente las calificaciones, y la implementación de nuevas
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estrategias de organización de la producción y el trabajo, caracterizadas por la
apuesta a la descentralización, tercerización y outsourcing.


La consecuencia inevitable del contexto nacional y mundial de alta
competencia comercial antes mencionado, fue la crisis de varios sectores
económicos y de allí, la imperiosa necesidad de desarrollar medidas de
reconversión empresarial. Como enseña José Luis Monereo, la reconversión
supone un conjunto de acciones que permiten a la empresa (generalmente
industrial) adaptarse a los cambios del entorno, recuperando la competitividad en
un sistema de economía de mercado”. La reconversión tiene por finalidad
preparar al aparato productivo para anticiparse y reaccionar a las fluctuaciones
del mercado, aumentando la competitividad, eficiencia y reducción de costos, a
cuyos efectos pueden implementarse medidas de índole fiscal, financiera,
comercial, tecnológica, organizativa y laboral. El proceso de reconversión
empresarial puede ser dirigido y encauzado por el Estado, en cuyo caso se abre
paso a un modelo “intervenido” de reconversión, o confiarse el mismo a las
fuerzas del mercado, dejando librada a las empresas la adopción de las medidas
de reestructuración, dando lugar a un modelo “salvaje” o “espontáneo” de
reconversión. Naturalmente, la aplicación de uno u otro modelo tendrá
repercusiones directas y diferentes sobre las relaciones de trabajo.


Con el entorno económico, tecnológico y político expuesto precedentemente
y teniendo en cuenta el resultado del modelo de relaciones laborales
correspondiente al período anterior (fuerte presencia estatal en las relaciones
individuales, aumento de beneficios laborales, incremento del salario real, etc.),
fácil era pronosticar que se introducirían cambios rápidos y trascendentes que
tenderían a la reducción de los costos de las empresas para ajustarlos al nuevo
contexto de alta competencia comercial regional y mundial.


A su vez, los cambios en dos de los elementos esenciales del sistema de
relaciones de trabajo, como lo son el contexto ambiental (tecnológico,
económico, etc.) y la ideología imperante (que pasó a ser el neoliberalismo),
influirían en los demás componentes del sistema: a) los actores, en especial el
sindical, que ingresó definitivamente en fase de crisis por pérdida de poder y
descenso de afiliaciones, y el Estatal, que perdió poder reglamentario frente al
mercado; b) las normas que regulan las relaciones entre las partes y el lugar de
trabajo: se detuvo la sanción de leyes protectoras e inclusive, en muchos países
se introdujeron reformas de signo desregulador o flexibilizador.


En el plano del empleo las consecuencias del contexto económico fueron
previsibles. En tal sentido, como expresa Américo Plá Rodríguez “es
comprensible que si desaparecen las protecciones arancelarias, establecimientos
que se mantenían gracias a esa protección, empiecen a tener dificultades y por
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consiguiente, se vean impulsados para sobrevivir a disminuir su personal o que
definitivamente cierren sus puertas”. Asimismo, como apunta Ermida Uriarte
parece claro que la necesidad empresarial de abatir costos lleva, casi
inevitablemente, a una disminución de los salarios y al freno, e inclusive
eliminación, de los beneficios y derechos laborales.


En el caso europeo la apertura económica, la competencia comercial
internacional y desocupación fueron fenómenos que comenzaron a desarrollarse
varios años antes que en nuestro país. En efecto, a comienzos de la década de los
ochenta las empresas reivindicaron con fuerza tener “manos libres” en las
relaciones laborales para hacer frente a dicho contexto, denunciando que la
reglamentación del trabajo era un factor de rigidez y un sistema artificial y
paralizante, que causaba desocupación. Por eso, la mayoría de los países
europeos adoptó medidas de flexibilidad tendentes a la reducción del costo del
trabajo, introduciendo formas nuevas y atípicas de contratación, redistribuyendo
el tiempo de trabajo, liberalizando las trabas para la supresión de empleos en
caso de reestructura y desmantelando varios institutos del Derecho del trabajo.
En tal sentido, como señala Ermida Uriarte la flexibilidad implica una forma de
“eliminación, disminución, aflojamiento o adaptación de la protección laboral
clásica, con la finalidad –real o presunta- de aumentar la inversión, el empleo o la
competitividad de la empresa”.


Los cambios en el mundo del trabajo que se procesaron en la región en este
período los ha resumido Mario Ackerman con gran precisión: “...la vorágine del
cambio tecnológico, en un contexto de globalización de los mercados y de
redefinición de las estrategias empresariales, ahora caracterizadas por procesos
de concentración, fusión e integración de sociedades y descentralización
productiva ... sumado todo ello al debilitamiento del poder de los estados
nacionales y a las recurrentes crisis económicas y las consecuentes políticas de
ajuste –más severas a mayor condicionamiento del poder político nacional por
los organismos financieros internacionales-, supone una concurrencia de causas
que lleva a que el mundo del trabajo exhiba hoy como notas relevantes:


- Modificaciones permanentes en la estructura de las empresas y su
organización y del empleo y, con éstas, de los sistemas de relaciones de trabajo
en general.


- Cambios en el desempeño del Estado como regulador y garante de
objetivos de empleo y salarios y condiciones de trabajo, pero también en su
comportamiento como empleador (...).


- Cambios en los procesos productivos que, por la introducción de nuevas
tecnologías, han modificado radicalmente las calificaciones laborales y
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provocado, además, un mayor desarrollo de los sectores terciarios frente a los
manufactureros y una progresiva esfumación de las diferencias entre trabajadores
manuales y no manuales.


- Tendencia hacia puestos de trabajo escasos, altamente calificados y tal
vez bien remunerados, pero acompañada de una rápida pérdida de las
calificaciones.


- Prevalencia de contrataciones temporarias o a tiempo parcial en
perjuicio de los contratos permanentes y a jornada completa (...).


- Coexistencia de un sector moderno o estructurado con el que se ha dado
en llamar no estructurado, que conforma un nuevo y atípico colectivo laboral
cuyas carencias lo hacen más vulnerable (...).


- Deslaboralización de las relaciones de trabajo, que puede ser total, con
modalidades de contratación de prestaciones personales no laborales excluidas
así del ámbito regulado por el derecho del trabajo, o parcial, por la vía de la
desalarización de una parte de las remuneraciones que perciben los trabajadores.


- (...) instalación de un desempleo ya no cíclico ni coyuntural, sino
estructural (...).


- severa crisis financiera de la seguridad social”.


En el caso uruguayo, los cambios en el sistema de relaciones de trabajo se
dieron fundamentalmente a través de dos vías: a) la no convocatoria de los
Consejos de Salarios y b) la imposición de un régimen de flexibilidad laboral de
hecho. En lo que refiere al primer aspecto, la experiencia empírica ha demostrado
que el no funcionamiento de los Consejos de Salarios impactó en el salario real,
que disminuyó sensiblemente al no existir mecanismos alternativos eficaces de
fijación salarial; permitió la introducción de nuevas formas de retribución;
flexibilizó las categorías laborales; desmovilizó al actor sindical al no tener
ámbitos institucionalizados de participación generalizada; hizo caer la
negociación colectiva al no existir herramientas alternativas de estímulo y
promoción de la misma y acrecentó la brecha de los niveles de retribución
salarial existente entre las empresas.


A diferencia de muchos países del mundo y la región (España, Holanda,
Bélgica, Nueva Zelandia, Argentina, Perú, Colombia, Chile, etc.) donde se
verificaron reformas laborales importantes, en Uruguay la flexibilidad se impuso
en la práctica (de hecho) a través de medidas internas de las empresas, sin
necesidad de grandes cambios normativos. Sabido es que la legislación laboral
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uruguaya se ha caracterizado por tener una alta dosis de flexibilidad en lo que
refiere a las modalidades de ingreso y egreso de la relación laboral, ya que no
existe la necesidad de acreditar la existencia de causa justificada para despedir al
trabajador, en tanto que el monto de la indemnización por antigüedad es de los
más bajos del continente. Por tal motivo, la reglamentación heterónoma del
trabajo ha sido especialmente versátil en tanto ha permitido acomodar las
relaciones laborales al contexto histórico imperante en cada momento, sin
cambios sustanciales en su conformación.


Así, a vía de ejemplo, en el período considerado las únicas normas legales de
corte flexibilizador que se sancionaron fueron el art. 178 de la Ley Nº 16.713
sobre contratación con empresas unipersonales, que por vía de la regulación de
aspectos tributarios (aportación a la seguridad social) terminó promoviendo la
contratación de servicios personales bajo la forma de arrendamiento de obra o
servicios, deslaborizando muchas relaciones de trabajo dependiente, y el art. 29
de la Ley Nº 16.906 que acortó drásticamente la prescripción de las acciones y
prestaciones laborales, llevando las reclamaciones de 10 a 2 años contados desde
la interposición de la demanda hacia atrás, lo que permitió que muchas veces los
empleadores prefiriesen no cumplir la legislación laboral ya que podían apostar a
un riesgo económico acotado y calculado.


La sanción de estas dos leyes, la ausencia de convocatoria de los Consejos de
salarios, las adopción de prácticas empresariales de descentralización,
tercerización y subcontratación e intermediación laboral, aunadas a un marcado
alejamiento del mundo del trabajo por parte de la Administración del trabajo
(fundamentalmente en lo que refiere a la fiscalización de su cumplimiento) y a un
contexto de crisis del actor sindical, dieron como resultado de este período
sistemas de relaciones industriales caracterizado por una creciente flexibilización
e individualización de la relación de trabajo, una elevada precariedad e
inestabilidad del empleo, crecimiento del sector informal y caída de la frecuencia
de la negociación colectiva que además pasó a ser preponderantemente de nivel
empresa y de carácter transaccional.


Como evidencia Raso Delgue, los cambios operados en el mercado de trabajo
generaron tres subsistemas diferentes de relaciones laborales, cada uno con reglas
y criterios propios y fundamentalmente con distintos costos para el empleador,
que en los hechos han implicado la existencia de trabajadores de primera,
segunda y tercera categoría: a) un subsistema informal, nacido como expresión
de pobreza y estrategia de sobrevivencia; b) un subsistema de trabajo atípico,
donde se ubican las modalidades de contratación a través de agencias de mano de
obra temporal, tercerizaciones, outsourcing y otras formas de trabajo precario; c)
un subsistema de trabajo típico, que abarca a menos de la mitad de la población
económicamente activa.
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A ello hay que agregar que el sistema internacional de normas de trabajo
poco avanzó en el período que se estudia. En efecto, la fuerte oposición del
sector empleador y la reticencia del sector gubernamental a sancionar nuevas
normas de contenido protector del trabajo, provocaron que a nivel de la
Organización Internacional del Trabajo se frenara la producción normativa,
cambiándose la estrategia de acción que pasó a estar centrada no en la función
legislativa sino en el incremento del contralor de cumplimiento de la normativa
ya sancionada y en especial de los derechos fundamentales (eliminación del
trabajo forzoso y del trabajo infantil, no discriminación, promoción de la
igualdad, libertad sindical y negociación colectiva).


Lo positivo que dejaron los cambios del sistema de relaciones de trabajo en la
etapa 1992 a 2004 fue una mayor preocupación por elevar los niveles de
competitividad y eficiencia de las empresas y de calificación y productividad de
los trabajadores. Además, la flexibilidad de hecho y la versatilidad de la
legislación laboral uruguaya permitió la adaptación de las empresas a los
vaivenes del mercado y la crisis económica que imperó durante la mayor parte de
este período.


III. El futuro del sistema de relaciones de trabajo en el período 2005 en
adelante


Llegamos así al año 2005, cuando en Uruguay asume un nuevo Gobierno de
signo político distinto al que gobernó durante más de 175 años y que según se
expresó al inicio de este trabajo anunció medidas de política laboral de
naturaleza contraria a las tendencias que se vinieron desarrollando en el período
inmediato anterior.


Así, como quedó dicho en líneas anteriores a partir de marzo de 2005 se han
implementado una serie de medidas y se han anunciado otras, que han provocado
un verdadero terremoto laboral, máxime que en los últimos 12 años
prácticamente el tema “laboral” había ido perdiendo significación de manera
lenta pero constante, tanto en los ámbitos parlamentario como gubernamental,
académico, judicial y práctico. En el corto lapso que va desde que se instaló la
nueva Administración se convocó nuevamente a los Consejos de Salarios, que
comenzaron a funcionar en el mes de mayo de 2005, incluyendo por primera vez
al sector rural, y se creó un ámbito de negociación salarial para el sector público.
Se derogaron decretos que habilitaban el ingreso de la fuerza policial para
desalojar los establecimientos ocupados por huelguistas; se presentó en el
Parlamento un proyecto de ley de promoción y protección de la actividad sindical
con altas posibilidades de ser rápidamente aprobado, y otro que restringe el
ámbito de la intermediación y subcontratación laboral y consagra un régimen de
responsabilidad laboral solidaria en cabeza de la empresa principal. Se anunció
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además la modificación o eliminación de la regulación tributaria vigente de
contratación con empresas unipersonales (art. 178 de la Ley Nº 16.713) y el
estudio de la posibilidad de modificar el régimen legal de ordenamiento del
tiempo de trabajo, para reducir la jornada laboral.


Todo ello ha sido acompañado por una mayor presencia e intervención de la
Administración en las relaciones de trabajo, particularmente en lo que refiere a la
Inspección del trabajo que parece encaminada a renovar su rol de organismo
rector en la prevención de riesgos y contralor de cumplimiento de normas
laborales, de higiene y seguridad en el trabajo. También se ha advertido un
mayor acercamiento de la Administración del Trabajo hacia las posiciones
tradicionalmente sustentadas por el movimiento sindical y en cambio, un
distanciamiento de los intereses y reivindicaciones del sector empleador.


1. ¿Sistema de relaciones laborales protector o flexible?


La pregunta que fluye con naturalidad entonces es hacia dónde va el sistema
de relaciones laboral en Uruguay. ¿Se mantendrá el modelo flexible que se
impuso en los últimos años o se volverá al modelo clásico o garantista del
pasado?


Como se dijo al inicio de este trabajo, el sistema de relaciones industriales es
altamente interdependiente de los demás subsistemas, con los que interacciona
constantemente. Por lo tanto, el sistema de relaciones de trabajo no puede ir a
contramano del resto de los sistemas que conforman una sociedad, a riesgo de
perder vigencia, aplicación y efectividad. Por ello, para delinear cuáles podrían
ser las características y rasgos principales del modelo que se desarrollará en el
próximo lustro conviene tener presente, una vez más, cuál es el contexto
económico nacional, regional y mundial en el que se inserta el mismo.


Una rápida mirada hacia el mundo nos deja dos enseñanzas. La primera es
que el contexto económico sigue siendo el mismo de los últimos años. Los
mercados globales continúan avanzando a toda velocidad. La características
fundamentales de la globalización confirman la necesidad de una adaptación de
las empresas y de los mercados de trabajo: apertura y liberalización del
comercio, las comunicaciones, el transporte y las finanzas, fluctuaciones de la
demanda externa, aceleración del progreso tecnológico, cambios de los flujos de
inversiones extranjeras, emigración de los recursos humanos más calificados, en
suma, mayor competencia en los mercados nacionales e internacionales.


La segunda enseñanza es que las políticas de flexibilidad y desregulación más
fuertes parecen haber terminado (o al menos se han atemperado). Prueba de ello
es que varios países que habían implementado reformas de esas características
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han dado marcha atrás, volviendo a establecer medidas de protección de la
estabilidad del empleo y de restricción de las contrataciones temporales o
atípicas (España, Argentina, Perú, Chile). Hasta el presente la globalización
económica no ha sido seguida de la correspondiente globalización de la
dimensión social. Sin embargo, los resultados negativos de la liberalización de la
economía y de las políticas más duras de flexibilidad laboral han provocado que
muchos gobiernos, aún de signo políticamente conservador, y los principales
organismos internacionales financieros y comerciales (FMI, BM, BID, OMC,
etc.) hayan comenzado a proponer e implementar medidas de armonización de lo
económico-comercial y social-laboral, tanto en el orden interno como
internacional.


Entre esas medidas se destacan la implementación de medidas de protección
de tipo voluntario, como son los códigos de conducta unilaterales, la etiqueta
social y los planes de responsabilidad social de la empresa, o de tipo obligatorio
como son la sanción de leyes y tratados comerciales que incluyen cláusulas
sociales que condicionan el goce de preferencias comerciales (generalmente
arancelarias) al cumplimiento de normas mínimas o equitativas de trabajo. Lo
cierto es que por razones egoístas (necesidad de proteger la industria nacional) o
convicción ideológica (se acepta que el mercado no puede por sí solo resolver los
problemas de exclusión e injusticia sociales), existe preocupación creciente por
lograr una globalización justa e integradora.


Lo expresado anteriormente indica que muchos de los cambios que se han
procesado en el sistema de relaciones de trabajo en los últimos años hayan
llegado para quedarse, con independencia de la orientación ideológica del
gobierno de turno. Se trata de cambios estructurales y no coyunturales, que
dependen directamente de la conformación del sistema económico y comercial a
nivel mundial. Así, a vía de ejemplo, el mayor peso del sector servicios de la
economía (turismo, tecnologías de la información, esparcimiento y diversión,
etc.), la creación de nuevas ocupaciones y profesiones ligadas a la revolución
tecnológica, la descentralización de actividades productivas por motivos técnicos
y objetivos y no fraudulentos, la ampliación del espacio de competencia entre las
empresas, etc. son datos que no pueden modificarse por decisión administrativa o
legislativa de un país.


El contexto ambiental analizado condiciona el margen de maniobra del
Estado. En ese sentido, no parece posible que el sistema de relaciones laborales
uruguayo pueda encaminarse hacia un modelo de tipo “clásico”, “protector” o
“garantista”, con las características consignadas en apartados anteriores para el
período 1985-1991. Imponer un régimen de esa naturaleza haría inviable la
mayoría de las empresas, que verían incrementarse sus costos de producción
sensiblemente y consecuentemente se correría el riesgo de pérdida de
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innumerables puestos de trabajo. La experiencia comparada demuestra que ese
modelo ha ido perdiendo terreno por la elevación del nivel de calificación
profesional, la competencia comercial internacional y los progresos tecnológicos.
Además, los cambios ya instaurados y los compromisos internacionales asumidos
por el país (MERCOSUR, OMC, etc.) hacen poco probable que pueda volverse a
establecer un modelo de crecimiento económico basado en la sustitución de
importaciones y la instauración de nuevas protecciones arancelarias, lo que
ambientaría un régimen de concesión de beneficios laborales de sentido
ascendente, sin importar el costo que ello tendría para las empresas y el
consumidor.


Pero también parece poco probable que el sistema de relaciones laborales
continúe por la senda de la flexibilidad y subordinación irrestricta hacia el
mercado. La virtud del modelo “posmoderno” fue permitir la adaptación de las
empresas al entorno de competencia comercial regional y mundial. El aspecto
negativo que dejó ha sido la precariedad del empleo, la pérdida de salario real, la
desarticulación de las relaciones colectivas y la vulnerabilidad del trabajador
frente a los cambios organizativos del capital.


Para la corriente de opinión que sustentó la flexibilidad laboral, las normas de
protección social, especialmente las relativas a la estabilidad en el empleo,
condicionan en gran medida la eficacia de los mercados laborales de cada país, lo
que justificó que muchos gobiernos hayan optado por disminuir las barreras
impuestas a las empresas para contratar y despedir.


Por esa razón, en las dos últimas décadas la tendencia fue instrumentalizar la
legislación social: la misma fue concebida como mero recurso al servicio de la
racionalidad socioeconómica dominante. En tal sentido, se creía que el Derecho
del trabajo y la seguridad social debían ser instrumentos funcionales a las
políticas de empleo, razón por la cual en muchos países se modificó el contrato
de trabajo en sus márgenes (por ejemplo en las modalidades de ingreso y
facilidades para el egreso) y en aquellas áreas internas más sensibles para la
formación del costo laboral (regulación del tiempo de trabajo y formas de
retribución).


La consecuencia en muchos países fue la ya mencionada: inseguridad en el
empleo, caída de las condiciones de trabajo y precarización. En tal sentido, los
estudios empíricos han demostrado que los mercados que tienen una legislación
laboral muy protectora del empleo, como es el caso de algunos países de Europa
occidental, la estabilidad del empleo es más alta en comparación con los países
que cuentan con mercados de trabajo relativamente poco regulados, como es el
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caso de Estados Unidos y Reino Unido, donde la inestabilidad y rotación
(movilidad) es más alta.


Algo similar se ha constatado en América Latina. Un estudio empírico de las
reformas laborales realizadas en Argentina, Chile, Colombia y Perú demostró que
había aumentado la contratación temporal y la precarización del empleo en todas
las ramas de actividad y en todos los países, aunque era más pronunciada en el
comercio y los servicios personales. También se demostró que se redujo el costo
laboral, pero el nivel de empleo no aumentó, por lo que las políticas laborales
flexibilizadoras fracasaron como mecanismo creador de puestos de trabajo.


2. La tercera vía: el modelo “flexicurity” de relaciones
laborales


Por las razones expuestas, parecería que la tendencia regional y mundial es ir
hacia un modelo que garantice grados razonables de estabilidad laboral, creación
de empleo decente e ingresos dignos, pero que a su vez garantice márgenes
razonables de competitividad a las empresas. Los gobiernos y la OIT parecen
encaminados hacia la búsqueda de una dosis adecuada de intervensionismo
estatal en las relaciones de trabajo, pero garantizando un margen adecuado para
la actuación de la autonomía colectiva e individual, que permita la evolución y
desarrollo de las empresas en equilibrio con los derechos de los trabajadores.


Si bien las políticas flexibilizadoras han fracasado como mecanismos de
creación de empleo e inclusión social, también es equivocado el enfoque
contrapuesto. Pensar que la regulación social constituye un sistema cerrado en sí
mismo que no tiene ningún efecto o consecuencia sobre los niveles de
competitividad de las empresas constituye un error. Sin empresas competitivas,
capaces de adaptar el tamaño, estructura y la valía profesional de sus trabajadores
los niveles de empleo no crecerán y tampoco lo harán las condiciones de trabajo.
A su vez, para que los trabajadores acepten que cierto grado de flexibilidad
laboral es necesario para la competitividad de las empresas y acrecienten su
productividad, es necesario que los mismos cuenten con garantías razonables de
empleo e ingresos. Debe buscarse un equilibrio entre flexibilidad del mercado
laboral y estabilidad del empleo.


La mayor parte de las medidas gubernamentales adoptadas o anunciadas hasta
el momento parecen dirigirse hacia ese destino. Así, puede identificarse una
fuerte apuesta hacia el diálogo social y tripartismo como herramientas de
desarrollo laboral, habiéndose creado varios espacios institucionalizados para tal
fin (Consejo Superior de Salarios, Consejo Tripartito Rural, Consejo Asesor en
políticas de inspección del trabajo, etc.). De igual modo, se han convocado a los
Consejos de Salarios, lo que inicialmente hizo pensar que podía implicar una
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medida de aumento artificial e inmediato de los costos laborales y un instrumento
de competencia desleal entre empresas, pero el Poder Ejecutivo emitió pautas
(voluntarias) para la negociación salarial que son acordes con los objetivos de
estabilidad macroeconómica y de competitividad de las empresas, que
disminuyen los riesgos mencionados.


En igual dirección se ubica el proyecto de promoción y protección de la
libertad sindical, que conjuntamente con la convocatoria de Consejos de Salarios
y el anuncio de creación de un marco legal de negociación colectiva, implicarán
un fortalecimiento del actor sindical, muy alicaído hasta el año 2004 y el fomento
del diálogo social y la negociación. En el primer semestre del año 2005 se ha
registrado un significativo incremento de la tasa de afiliación sindical en el sector
privado, lo que augura una recomposición del equilibrio entre los actores de las
relaciones laborales.


En este sentido, se observa un cambio de la posición que tradicionalmente
tuvo el movimiento sindical y parte de la doctrina laboralista uruguaya sobre la
necesidad de regulación legal en el ámbito de las relaciones colectivas. En efecto,
en el pasado se entendía que cualquier forma de intervención estatal en ese
ámbito podía resultar perjudicial para el movimiento sindical. Sin embargo, las
consecuencias negativas que tuvo en el último período la ausencia de una
legislación de soporte y promoción sindical y de la negociación colectiva, han
hecho que actualmente exista un importante nivel de coincidencia sobre la
necesidad de que se sancione una legislación mínima, que permita el desarrollo
de la actividad sindical pero que simultáneamente otorgue certeza sobre el
producto de la negociación (en especial en cuanto a los efectos y vigencia del
convenio colectivo).


En la misma tendencia también puede mencionarse el anuncio de combate a
la informalidad, trabajo infantil e intermediación laboral fraudulenta, la adopción
de políticas públicas de formación profesional continua y de creación de empleo,
la democratización de las relaciones de trabajo en el ámbito rural y el apoyo al
fortalecimiento de la dimensión social del MERCOSUR y la ratificación de
instrumentos internacionales de trabajo.


En cambio, creemos que se aparta de esa tendencia de búsqueda de un
equilibrio en el sistema de relaciones de trabajo la derogación de los decretos que
autorizaban el ingreso de la fuerza pública a los lugares de trabajo ocupados por
huelguistas con la finalidad de reintegrarlos a sus titulares. El vacío legal que
existe en ese punto y la posición que asumió la Administración del Trabajo, que
entiende que las ocupaciones de lugares de trabajo solo pueden ser resueltas por
la vía del diálogo y la negociación, implican a nuestro juicio un notorio equilibrio
de poderes a favor del actor sindical, lo que no es sano para el desarrollo de las
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relaciones de trabajo. En un marco de alta competencia comercial como el que
existe actualmente, la paralización absoluta de las actividades del establecimiento
ocupado y la imposibilidad para su titular de continuar utilizando los
instrumentos de trabajo sine die, suponen en la práctica la pérdida casi segura de
los clientes y mercados a los que accedió el empleador. Por ello, ante tal medida
éste tendrá que acceder casi incondicionalmente a los reclamos de los ocupantes,
lo que hace que la ocupación constituya una herramienta de autotutela que puede
avasallar al contrario, invadiendo exageradamente su esfera de acción, lo cual no
creemos que sea bueno para el sistema de relaciones industriales.


Por esa razón, teniendo en cuenta que difícilmente el actual gobierno
promueva o acompañe una reglamentación legal de tal medida de acción gremial
y que la justicia tradicionalmente se ha inclinado por considerar que constituye
una forma o modalidad de la huelga y por ende lícita, resultará esencial que los
sindicatos manejen la misma de manera prudente. La ocupación, que en la gran
mayoría de los ordenamientos jurídicos es considerada como una medida ilícita
de acción gremial por afectar derechos constitucionales como la libertad de
trabajo, libertad de industria y comercio, derecho a usar y gozar de los
instrumentos de trabajo y propiedad, en nuestro país tradicionalmente ha sido
considerada por la doctrina como una forma de ejercicio del derecho de huelga, y
por ende amparada en el art. 57 de la Constitución.


Sin perjuicio de que consideramos que es dudoso que pueda sostenerse tal
calificación, aún desde un enfoque muy amplio sobre el contenido y alcance del
derecho de huelga, como aquel que lo caracteriza como cualquier forma de
omisión, reducción o alteración de la forma de trabajar que sea colectiva y
concertada, con fines de protesta, ya que la ocupación no guarda relación con la
manera en que los trabajadores disponen (rectius: indisponen) de su fuerza de
trabajo sino que constituye un bloqueo del acceso del patrono (y eventualmente
otros trabajadores) a las instalaciones y herramientas de trabajo, desde un plano
metajurídico consideramos que la ocupación solo podría tener cabida cuando
tiene un sentido defensivo, de reclamo y protesta por el mantenimiento y
conservación de los puestos de trabajo ante el cese de toda o parte de la actividad
empresarial o el incumplimiento de normas laborales, pero no como forma de
lucha ofensiva para reclamar mejora en las condiciones de trabajo.


De igual modo, tampoco nos parece realista y adecuado el anuncio de una
posible eliminación del régimen de contratación con empresas unipersonales. Si
bien es cierto que el mecanismo legal previsto en el art. 178 de la Ley Nº 16.713
ha servido muchas veces para encubrir relaciones de trabajo dependiente,
también es cierto que existe un espacio legítimo para el desenvolvimiento del
trabajo autónomo. Este no siempre es fraudulento. Desde el nacimiento mismo
del Derecho del trabajo ha existido una esfera correspondiente al trabajo
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independiente, donde se ubican no solamente las profesiones liberales sino todas
aquellas formas de trabajo que aún siendo estables y permanentes en su relación
con el cliente, mantienen autonomía jurídica y a veces económica (como es el
caso del artesano, el asesor externo, los técnicos que no se insertan en la
estructura de la empresa y tienen sus propios recursos, etc.). Una medida de
aquella naturaleza podría generar mayor informalidad en las relaciones
comerciales y de trabajo y un aumento artificial de los costos de producción. Lo
prudente sería entonces reconocer las esferas de acción de cada tipo de trabajo y
regular legalmente los mismos.


En suma, las políticas y medidas adoptadas y anunciadas hasta el momento
nos hacen pensar, en ejercicio de especulación o elucubración que el sistema de
relaciones laborales va a sufrir transformaciones trascendentes a partir del año
2005. Lo que no es claro aún es cuáles serán las características que adoptará el
modelo de relaciones de trabajo, ya que seguramente estarán en pugna y
contradicción dos corrientes distintas: por un lado, el contexto económico
predominante en Uruguay, la región y el mundo (globalización, endeudamiento
externo, etc.), que limita y restringe el desarrollo de políticas laborales y sociales
de signo protector; por otro lado, la ideología imperante en el nuevo Gobierno,
especialmente en los órganos encargados de la política sociolaboral (Ministerio
de Trabajo y Seguridad Social, Banco de Previsión Social, etc.), que postulará la
aplicación de medidas tuitivas del trabajo y tratará de contemplar los reclamos
tradicionales del sector sindical.


Por ahora, lo que parece más seguro es que habrá una fuerte apuesta al
diálogo social desde la Administración del Trabajo, un fortalecimiento del actor
sindical y una revitalización de la negociación colectiva, que intentará cambiar su
rumbo y volver a ser predominantemente centralizada y con finalidad protectora.
En tal sentido, la experiencia anterior de funcionamiento de los Consejos de
Salarios en los períodos 1943-1968 y 1985-1991 demuestra que la aplicación de
la Ley Nº 10.449 fomentó la negociación colectiva y permitió la formación de
organizaciones sindicales, por lo que es probable que ello vuelva a acontecer.


IV. Reflexiones finales


A modo de reflexión final, podría señalarse que el desafío del sistema de
relaciones laborales que se abre en Uruguay a partir del año 2005 es tratar de
conciliar la mejora de la competitividad de las empresas, con el incremento de las
condiciones laborales y los ingresos de los trabajadores.


La responsabilidad de todos los actores del sistema de relaciones laborales es
buscar un equilibrio entre los distintos componentes del mismo. Así, debe existir
una relación razonable entre variables opuestas como autonomía y heteronomía,
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competencia comercial/eficiencia/productividad y derechos fundamentales del
trabajador, flexibilidad y seguridad razonable en el empleo. El objetivo es difícil
de alcanzar, sobre todo por la actitud que tradicionalmente han adoptado los
interlocutores sociales y la ideología que cada uno de ellos ha sostenido. En
efecto, el sector empleador generalmente ha asumido una actitud reticente a
admitir cualquier forma de participación de los trabajadores en la gestión de la
empresa, reivindicando para sí amplios poderes en la dirección y conducción del
trabajo y los negocios. Más que dador de trabajo y jefe de empresa el
empresariado uruguayo ha asumido un papel de “patrono”, con las connotaciones
filosóficas que este término ha tenido históricamente. Por su parte, el movimiento
sindical ha sostenido desde sus orígenes una postura contraria a cualquier forma
de involucramiento en la actividad de la empresa, asumiendo un rol típicamente
de confrontación y reivindicación laboral, propio del sindicalismo dualista que se
conformó luego de 1950. Si a ello sumamos su inexperiencia en formas de
participación en instancias de gobierno, fácil es concluir que se tendrá que
procesar un debate interno muy importante para que puedan ser viables formas de
concertación social y compromisos de largo alcance que involucren políticas de
estado.


Los sistemas de producción global han tenido hasta el presente consecuencias
negativas para la mayoría de los mercados de trabajo y han aumentado la brecha
económica y tecnológica entre los países industrializados y los países en vías de
desarrollo. Por tratarse de un proceso universal, el mismo no puede ser
controlado o manejado por el gobierno de cada país, mucho menos en el caso de
aquellos países que tienen una incidencia muy baja en el comercio internacional,
como acontece con la situación de Uruguay. Tal circunstancia limita el campo de
acción de las instituciones públicas y las organizaciones de la sociedad civil para
implementar políticas sociales y laborales exitosas. Por esa razón, es necesario
fortalecer el espacio social regional ya existente (Foro consultivo económico y
social, Subgrupo de trabajo nº 10, etc.), coordinar con los demás países y
organismos internacionales los programas de protección social y apoyar las
acciones internacionales tendentes a la construcción de la dimensión social de la
globalización.


A su vez, difícilmente pueda perseguirse una distribución justa de los
beneficios de la globalización si internamente cada país ni siquiera hace el
intento por establecer sistemas adecuados de protección social. Con tal finalidad,
el diálogo social, el tripartismo, el consenso, la participación, la educación y
capacitación, el acceso a la información, la democracia, el respeto de los
derechos de los trabajadores y empleadores, la promoción del empleo y la
reforma del mercado laboral, son herramientas indispensables para el desarrollo
equilibrado del sistema de relaciones de trabajo. El tiempo nos dirá si esa es la
senda que toma el sistema uruguayo de relaciones laborales.
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XVI JORNADAS NACIONALES DE DERECHO DEL TRABAJO
 Y DE LA SEGURIDAD SOCIAL.-


ATLANTIDA - 20 y 21 de Agosto de 2005


¿Una ley de negociación colectiva?
por Juan Raso Delgue


1. Introducción


 No sabemos si es por casualidad que la Asociación Uruguaya de Derecho del


Trabajo y de la Seguridad Social reitera exactamente luego de diez años, uno de los temas


de las VII Jornadas Uruguayas que se desarrollaron en Rivera en setiembre de 1995. En


aquel evento el tema fue La regulación legal de la negociación colectiva y en esa


circunstancia presentamos una ponencia que se titulaba Un marco legal para la


negociación colectiva: ¿por qué  y  para qué?


 Nos parece oportuno tomar ese punto de arranque para una nueva reflexión sobre el


tema a partir de dos preguntas: ¿qué “no ha cambiado” y qué “ha cambiado” en estos diez


años en materia de negociación colectiva?


Lo que “no ha cambiado”


Lo que no ha cambiado es evidentemente el marco legal que regula la negociación


colectiva y al cual haremos una breve referencia.


La negociación colectiva forma parte del conjunto de derechos sindicales,


reconocidos a partir de la Constitución de 1934, la que incorporó el actual texto del art. 57:


“La ley promoverá la organización de sindicatos gremiales, acordándoles franquicias y


dictando normas para reconocerles personería jurídica”, para luego agregar “Declárase que


la huelga es un derecho gremial. Sobre esta base se reglamentará su ejercicio y efectividad”.


En realidad la Constitución no habla a texto expreso de la negociación colectiva, pero es


evidente que el art. 57 está fijando el marco jurídico del sistema nacional de derecho







colectivo y de protección de la libertad sindical. Por lo cual, si bien no hay una referencia


expresa a la negociación colectiva, debe admitirse pacíficamente que está implícita en el


cuadro de derechos sindicales la protección negocial, que es consecuencia de la promoción


de organizaciones gremiales y del reconocimiento del ejercicio del derecho de huelga. En la


concepción tríptica de la libertad sindical - sindicato, huelga, negociación -, a la que en


reiteradas ocasiones se han referido autores como Ermida Uriarte, Ricardo Mantero y otros,


sería impensable concebir una libertad sindical en la que se asegurara a nivel constitucional


la protección del derecho de organización y de huelga y no se extendiera implícita y


automáticamente esa protección a la negociación sindical.


 El cuadro normativo en materia de negociación colectiva se completa con las


siguientes normas:


- Convenios Internacionales de Trabajo N° 98 (ratificado por ley N° 12.030  de


27.XI.1953), N°  151  y 154 (ratificados por ley N° 16.039 de 8.V.1989).


 - Ley N° 9.675 de 4.VIII.1937, que confiere efecto erga omnes a los convenios


celebrados por la mayoría de las empresas afiliadas a la Liga de la Construcción;


 -  Ley N° 13.556 de 26.X.1966, que establece el principio que determinados


convenios (los de la Liga de la Construcción y los convenios de licencia) solo pueden tener


los efectos previstos en las relativas normas, si son celebrados “entre un empleador o un


grupo de empleadores, o una o varias organizaciones representativas de empleadores, por


una parte, y por la otra, por una o varias organizaciones representativas de los trabajadores


involucrados”. En caso de no existir organización gremial, determina un régimen de


elección de delegados obreros.


 - Ley N° 16.170 de 28.XII.1990, que instituye un registro de convenios colectivos en


el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.


 En este cuadro normativo no debe olvidarse la ley N° diez.449 de 12.XI.1943 sobre


los Consejos de Salarios, que si bien no es en puridad una ley sobre negociación colectiva,


ha sido históricamente el instrumento de fortalecimiento de la negociación colectiva ya sea


de actividad - nivel al que expresamente se refiere la ley - ya sea a nivel de empresa, por


efecto derivado. 







 Pese a las normas indicadas, no existe en nuestro derecho una ley general de


negociación colectiva, que regule los problemas y situaciones que se derivan de los


acuerdos celebrados por las organizaciones sociales. Sobre este “vacío legal” sigue abierto


un debate, que la presente Jornada replantea en su temario.


Lo que ha cambiado


Si bien a nivel de normas no ha habido en el plano formal modificaciones, en el


plano de las realidades hemos asistido en los últimos diez años a profundas mutaciones en


el sistema de relaciones laborales. El fenómeno de la globalización ha continuado su


proceso de expansión favorecido por el desarrollo de las comunicaciones  (v.g., Internet) y


de las tecnologías de producción, lo cual ha determinado a su vez una gran dependencia del


país de las decisiones económicas y mercantiles adoptadas en el exterior. Hoy en día temas


centrales de la negociación son la productividad, los costos laborales, la competitividad,


que están fuertemente influenciados por las condiciones de los mercados externos. 


Las transformaciones tecnológicas y el mercado global han contribuido a introducir


en la realidad nacional nuevas formas de organización del trabajo, que se han concretado en


la proliferación de contratos laborales atípicos y en nuevas formas de gestión, que tienden a


externalizar trabajos y funciones que antes se desarrollaban normalmente al interno de la


propia empresa. También en la realidad local, los trabajadores hoy cumplen tareas distintas,


son polifuncionales, nuevos conceptos se abren paso (por ejemplo, se habla menos de


“categoría” y más de “funciones”). Las nuevas modalidades del trabajo han por un lado


precarizado la contratación laboral y por el otro,  se ha acentuado la brecha entre los


trabajadores con altas y bajas retribuciones, entre trabajadores con protecciones laborales y


de seguridad social y los excluidos de todas o de algunas tutelas. Esta situación se fue


consolidando en los últimos diez años y muestra hoy una realidad en la que no es fácil


construir solidaridades obreras en un colectivo diferenciado en cuanto a salarios, tutelas,


responsabilidades, status. 


También se ha profundizado en el país una mentalidad “economicista” que ya estaba


presente en la década de los ’90, que se fortaleció en los últimos diez años y perdura aún


con un cambio político, que de alguna manera apunta a nueva concepción-país. La







ideología cambia, pero el mercado y la economía parecen seguir siendo los pilares que


deben acompañar el cambio.


 Paralelamente asistimos en la última década a una declinación de la fuerza sindical,


que determinó a su vez la pérdida de poder negocial. Además la suspensión de la


Convocatoria de los Consejos de Salarios a partir de comienzo de la década del ’90 ha


contribuido a la disminución de la negociación a nivel de rama de actividad, sustituida por


una negociación de empresa, donde la ausencia de sindicatos o la debilidad de los mismos


permitían a los empleadores imponer al colectivo de trabajadores (agremiado o no) pactos


colectivos de reducción de salarios y condiciones laborales.


 La nueva convocatoria de los Consejos de Salarios plantea un nuevo escenario en


materia de derecho colectivo y relaciones laborales y aunque sea muy prematuro aventurar


pronósticos sobre los efectivos cambios que se producirán a breve y mediano plazo, es


evidente que la negociación colectiva vuelve sobre el tapete, se habla en la prensa de la


posibilidad de aprobar una ley que la regule, se estimula la actividad sindical y se proyectan


tutelas adecuadas para favorecer la militancia sindical. Todo ello justifica el debate que se


promueve a través del evento que hoy nos reúne.


2. La negociación colectiva en un nuevo contexto laboral


Vivimos una nueva experiencia de cambio en el sistema de relaciones laborales, que


ha vuelto a promover en el país un modelo de regulación tripartito, centrado en la


experiencia de los Consejos de Salarios. Como hemos adelantado, la reinstalación de los


mismos opera en un contexto con realidades nuevas por lo que a nuestro entender serán


necesario - en un futuro de corto plazo - ajustes que permitan adaptar instrumentos del


pasado a las nuevas cuestiones del mundo del trabajo. La observación sobre el sistema de


relaciones laborales nacional en los últimos meses muestra una extraordinaria dinámica de


los diversos actores, que actúan con pragmatismo a la hora de confrontarse y de pactar. Ello


debe ser valorado positivamente y permite vaticinar una maduración del modelo a través del


nuevo aprendizaje al que están sometidas las diversas partes. Si por una parte la orientación







política del Gobierno reclama un resurgimiento del welfare tradicional, no puede


desconocerse que ella se inserta en un contexto económico mundial en el que las reglas del


mercado influyen poderosamente en las economías internas y donde será necesario


equilibrar la protección de los trabajadores con la promoción de la economía. Como hemos


afirmado con anterioridad, “ya no se podrá apostar al pacto del modelo industrialista, en el


que las conquistas laborales se trasladaban a los precios de los productos nacionales y estos


eran protegidos con barreras arancelarias contra la competencia del exterior. El nuevo


escenario de las relaciones laborales se desarrolla entonces, en un contexto de mercado


distinto al de las épocas anteriores. Más allá de la opinión ideológica que cada uno pueda


tener sobre la globalización, hoy la realidad impone que empresas y trabajadores solo


pueden sobrevivir a través de adecuadas estrategias que permitan apostar a mercados


externos o evitar la introducción de mercadería desde el exterior. Sin promoción de la


economía no podrá haber negociación para repartir excedentes. Por ello, esto supone de


alguna manera insertar el debate de la negociación colectiva dentro del debate profundo y


amplio respecto como asumir el mercado de trabajo, todo lo cual, nos configura un debate


aún inconcluso”.


 En este acomodar reglas y criterios tradiciones con realidades nuevas, la


negociación colectiva asume un rol estratégico de será necesario inusual importancia. Y al


hablar de “negociación colectiva” no nos referimos solo al marco de los Consejos de


Salarios, sino a la negociación que deberá necesariamente impulsarse “a partir de” la


experiencia de los Consejos de Salarios para ajustar reglas generalistas a condiciones


particulares de empresas, territorios, mercados.


3. El modelo negocial autónomo en nuestro derecho


 No es necesario recordar que en lo laboral la legislación nacional se caracteriza por


un alto grado de regulación en el plano individual y un relativo abstencionismo en materia


de derecho colectivo del trabajo. En esta dualidad se contraponen dos concepciones: por un


lado, la heteronomía individual derivada de una intensa intervención protectora del Estado







y, por el otro, la autonomía que proviene de su notoria impresencia frente a los fenómenos


colectivos. 


 Es ante este modelo autónomo de relaciones laborales, que se plantea hoy - en un


contexto diferente - el debate sobre una mayor regulación heterónoma en la materia. El


tema de esta Jornada se centra en la negociación colectiva y se formula a través de una


resumida pregunta: ¿Una ley de negociación colectiva? En esta exposición apuntaremos a


una contestación afirmativa justificada por cuestiones antiguas y problemas nuevos. 


 ¿Por qué es necesaria una ley de negociación colectiva? La primera contestación que


se nos ocurre es que es necesario dar certezas a los actores que negocian en el sistema de


relaciones laborales. Reglas claras favorecen la negociación, mientras que la incertidumbre


vuelve temerosos a los negociadores, que no saben de antemano a qué problemas se verán


expuestos en el futuro cuando acuerdan de buena fe en el presente.


 En el modelo uruguayo de negociación colectiva existen numerosos espacios de


incertidumbre y oscuridad, cuestiones aún hoy “abiertas” a las que no es posible dar


contestaciones “seguras”. Intentaremos indicar diversos aspectos de la problemática, sin


pretender por supuesto agotar el tema:


 a) No existen normas sobre articulación por lo que la negociación colectiva puede


celebrarse indistintamente a cualquier nivel: rama de actividad, categoría dentro de


determinada actividad, empresa, grupo o sección dentro de una empresa, etc. Pero al mismo


tiempo no existe respuesta jurídica a la problemática que pueda plantear el conflicto de


normas entre dos convenios aplicables a una misma situación.


 La negociación colectiva de los últimos diez años reconoce como punto de partida la


no convocatoria de los Consejos de Salarios, por lo cual se desarrolló en un contexto de


gran informalidad negocial. Los Convenios de los Consejos de Salarios habían dado cierto


efecto unificador de las reglas aplicables a cada grupo. El efecto erga omnes que derivaba


de la homologación del laudo o del Decreto del P.E. determinaba que toda la actividad - a


cualquier nivel se desarrollase - se regularía por las normas acordadas en el Consejo. Es lo


que se ha llamado en nuestro país negociación formal (institucionalizada), para


diferenciarla de la negociación informal (no estandarizada), de surgimiento espontáneo y


curso discontinuo, impuesta casi siempre por el conflicto y la reivindicación. Frente a la







tradicional negociación por grupos de actividad en el ámbito de los Consejos, se fue


desarrollando una negociación informal que se desarrolló a distintos niveles y que - en


particular -  a nivel de la empresa.


Como se ha expresado, el grado de inorganicidad y eventual descoordinación


negocial, puede llegar a plantear problemas complejos en orden a la concurrencia y


superposición de convenios (p. ej., un convenio de rama y otro de empresa). 


 b) La doctrina tradicional sobre la norma más favorable (desarrollada en la


doctrina y, en particular, por Plá Rodríguez), que ha tenido valor dogmático durante


décadas en el derecho del trabajo, hoy admite fisuras. Así se fueron abriendo paso en la


doctrina posiciones que admiten renunciar a beneficios que fueron acordados en anteriores


convenios por sobre el piso legal, mientras que por la vía de los hechos en los últimos años


se acordaron convenios colectivos (de dudosa legalidad) que redujeron salarios y otros


beneficios.


 c) En cuanto a la materia de negociación, al no existir regulación, no se prevén


como en otros sistemas jurídicos materias incluidas o excluidas de la negociación. Todo es


negociable, con la única limitación de no negociar - en principio - por debajo de lo que


establece la normativa laboral, considerada de orden público. Pero aún en temas regulados


por normas imperativas (por ejemplo, horas extra, jornada, mínimos salariales, etc.) se ha


negociado en los últimos años con resultados adversos para la parte trabajadora o sin los


necesarios beneficios compensatorios que podrían por lo menos justificar el apartamiento


de la normativa.


 Un tema interesante relacionado con la materia de la negociación es si las partes en


uso de su autonomía negocial puede incluir en un convenio colectivo un beneficio de


naturaleza salarial, quitándole a los efectos del convenio las consecuencias que se derivan


del salario (como por ejemplo, las incidencias en los demás beneficios laborales y/o los


aportes a la seguridad social).


 d) Con relación a los sujetos de la negociación la doctrina nacional ha


unánimemente sostenido que la negociación colectiva debe cumplir - en cuanto a los sujetos


pactantes - los requisitos establecidos por el art. 4 del Convenio Internacional del Trabajo


N° 98 y por el art. 2 del Convenio N° 154: por un lado, un empleador, un grupo de







empleadores o una organización de empleadores; por el otro, una o varias organizaciones de


trabajadores. Solo para el caso de que no exista del lado de los trabajadores un sindicato, se


admite excepcionalmente la presencia de delegados electos por el personal de conformidad


con los procedimientos establecidos en el art. 1 de la ley 13.556. En la época de la dictadura


y aún posteriormente se suscribieron pactos pluriindividuales a nivel de empresa, que eran


“bendecidos” por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social a través de su inscripción en


el registro de “convenios colectivos”. En un modelo más regulado de negociación habrá que


excluir expresamente estos acuerdos, que tienen el mismo valor de un contrato individual y


siguen los mismos criterios en materia de renuncias y novaciones.


 e) Vinculado al tema de los sujetos negociadores, está la cuestión de la


“organización más representativa” para el caso que nos enfrentemos a una pluralidad de


sujetos, que reclamen la representación de una parte. Este problema hasta el presente no se


ha planteado por la unidad que existe en el movimiento sindical y por cierta tradicional


hegemonía de algunas Cámara Empresariales. De todos modos los cambios del modelo


laboral podría plantear divisiones y por lo tanto la aparición de nuevos sujetos. En la


organización sindical podría, por ejemplo, abrirse una brecha entre tendencias más


“oficialistas” y otras de tradicional confrontación, mientras que entre los empleadores, ya


existen nuevas organizaciones que reclaman una mayor representatividad. Ello ha sido


evidente en la convocatoria del Consejo Superior de Salarios, donde se resolvió


pragmáticamente el problema con el nombramiento de “miembros titulares” y “miembros


alternos”. 


Sobre este aspecto la normativa legal actual es de extrema fragilidad. En efecto


remite - a los efectos de establecer cuál es la organización más representativa para la


concertación de un convenio - a los siguientes criterios a) los resultados de elecciones de


delegados en los Consejos de Salarios y Cajas de Compensación de Asignaciones


Familiares u otros organismos de integración análoga. (elecciones que no se han registrado


desde la época predictatorial); b) La antigüedad, continuidad e independencia de la


organización. 


En más de treinta años no se han realizado elecciones de delegados en los Consejos


de Salarios ni en las Cajas u organismos invocados en la norma, con lo cual está ausente el







principal criterio de representatividad, que sigue siendo el numérico. En efectos la


“antigüedad, continuidad e independencia” son criterios que coayudan a determinar la


mayor representatividad, cuando por algún motivo el criterio numérico no  parece


suficientemente indicativo. De ahí que se desprende la importancia de regular un punto tan


medular en la negociación.


f) En cuanto a la duración y extensión hay total ausencia de normas heterónoma,


por lo cual la regulación del punto queda librado a la autonomía de las partes (en las que no


siempre existe consenso) y a las interpretaciones doctrinarias. El examen de las prácticas


negociales en el país - y sin perjuicio de lo que pueda establecerse a texto expreso en un


convenio - ha permitido establecer criterios generales de base doctrinaria, algunos de los


cuales hoy son puestos en discusión. A vía de ejemplo, si bien no hay duda que el convenio


colectivo se extingue por vencimiento del plazo estipulado en el mismo o el cumplimiento


de una condición resolutoria expresa u otras situaciones, como el mutuo consentimiento y


la denuncia, se plantea la cuestión de si las cláusulas normativas del convenio - es decir las


que hacen referencia a las condiciones de trabajo - sobreviven incorporándose a los


contratos individuales (ultraactividad). El tema de la ultraactividad de los convenios


colectivos constituye no solo un punto azaroso del debate, sino que en la mayoría de los


casos es uno de los factores inhibidores de una más fluida negociación.


 g) Con respecto a la retroactividad de los convenios, el debate se ha producido


principalmente en torno a los efectos de un convenio con relación a contratos que se


encontraban extinguidos al momento de la firma del acuerdo y que sin embargo, son


alcanzados por él. La cuestión evidentemente tiene relación con cláusulas de contenido


económico (aumentos salariales, primas, nuevos beneficios laborales de naturaleza


económica, etc.).  La doctrina ha sostenido que el principio general de la


irretroactividad - de rango legal en el país - debe ser aplicado de manera menos rigurosa en


el derecho del trabajo. La cuestión se plantea generalmente cuando las partes acuerdan dar


expresamente una vigencia retroactiva al convenio (p. ej., retrotraerlo al momento del inicio


de las negociaciones). Este efecto retroactivo se justifica en virtud del principio de la


autonomía colectiva, en cuanto implica la autoregulación de intereses privados entre grupos







antagónicos, los cuales adoptan procedimientos y mecanismos consensuales tendientes a


resolver los conflictos que surgen entre ellos.


 h) Con relación a los problemas que plantea la extensión o alcance subjetivo de los


convenios, también debe acudirse a la opinión de la doctrina para encontrar criterios de


aclaración. Rosenbaum, que ha estudiado el tema en profundidad, distingue la situación de


trabajadores y empleadores. Con relación a los primeros, una primera posición, de carácter


restrictivo, considera que el convenio solo se aplica a los trabajadores afiliados al sindicato


pactante. Una segunda posición en cambio extiende los efectos del convenio a todos los


trabajadores integrante el grupo profesional alcanzado por la negociación (más allá de su


afiliación o no al sindicato). Sin embargo este eventual efecto erga omnes reconocido en el


ámbito de la parte trabajadora, no se extiende a los empleadores. Se ha considerado que del


lado de la empresa, las unidades externas a la negociación, no son alcanzadas por el efecto


de las mismas. En tal sentido, se ha expresado que “el centro de imputación normativa que


efectivamente limita el alcance subjetivo del convenio, se circunscribe a la unidad de


contratación configurada por la parte empleadora (sección, establecimiento, empresa, grupo


de empresas, rama de actividad, etc.)”, por lo que - a vía de ejemplo - un convenio colectivo


celebrado por una cámara empresarial solo obligará aquellas empresas que estén afiliadas a


la mencionada cámara. 


 i) Otros aspectos que revisten suma importancia y sobre los cuales nos hay reglas


ciertas hacen referencia a los procedimientos y formalidades de la negociación colectiva, el


derecho de información, la obligación de negociar de buena fe, el efecto de las cláusulas


obligaciones. 


4. ¿Estamos ante la crisis de un modelo negocial autónomo?


 En el nuevo orden económico mundial, que plantea cambios rápidos y nuevas


estrategias para enfrentar la alta competitividad internacional, la negociación colectiva


adquiere una nueva y relevante importancia para el sistema de relaciones laborales de cada


país. En épocas de reestructuras, la negociación colectiva puede ser un eficaz instrumento


para la adaptación al cambio. Para que la negociación alcance esa función, debe volverse







especialmente creativa, actuar con sentido plástico para modelar reglas nuevas en torno a


expresiones concretas y diferentes de trabajo. Es evidente también que su importancia


reclama clara reglas que den seguridad a las partes. Ello plantea un problema en el Uruguay


de hoy. La negociación colectiva, caracterizada por su amplia autonomía, fue durante


muchos años funcional al sistema, es decir que se demostró una técnica eficazmente


adecuada a los fines que pretendía cumplir: la autoregulación y composición del conflicto.


Pero en la actualidad, la complejidad de la negociación requiere un marco regulatorio


preciso y claro. Ya en 1994 la OIT señalaba - con relación al Uruguay - la necesidad de


establecer reglas del juego: “Para empleadores y trabajadores es aparentemente


imprescindible dotar de seguridad jurídica a la negociación colectiva. Saber de antemano


cuándo y a qué nivel se deberá negociar, a quiénes alcanzará el convenio resultante, en qué


medida y por cuál mecanismo podrá ser modificado, cuáles serán sus efectos y cuanto


durarán, parecen ser necesidades imprescindibles para unos y para otros”. En esa misma


época Rosenbaum y Slinger expresaban que “la realidad ha demostrado que la falta de


regulación o de marco legal en materia de negociación colectiva no equivale


necesariamente a mayor autonomía colectiva. Los propios actores sociales son conscientes


de la necesidad de la existencia de un marco regulador que otorgue certeza y promueva la


negociación colectiva”. 


 Según Nicoliello, los aspectos de la negociación colectiva, que podrían regularse a


través de una ley, son las condiciones que han de reunir las partes del convenio (normas


relativas a los sujetos); la forma, registro, depósito y publicación del texto del convenio; su


vigencia, en particular el mantenimiento de su vigencia hasta la firma de un nuevo acuerdo


y los efectos obligatorios del mismo.


Recientemente Goldín ha expresado - con referencia a Argentina, pero con


conceptos trasladables a nuestra realidad - que si bien el sistema admite y hasta garantiza


desde la propia Constitución Nacional la autotutela, las partes deben estar sujetas a reglas


de juego que los actores del conflicto colectivo no pueden dejar de cumplir. Si el conflicto


laboral no es necesariamente previsible en su resultado – éste depende de las relaciones de


fuerza, de los poderes de conflicto en contradicción, de la capacidad de negociación de sus


protagonistas –, sí debe serlo desde la perspectiva de su ajuste pleno a derecho. La







inobservancia de esas reglas de juego es frecuente, y hasta se intenta justificarlas, lo cual


señala una escasa vocación por el cumplimiento de la ley.


Recogemos estas observaciones que apuntan de algún modo a señalar la crisis de un


sistema de negociación colectivo - y de derecho colectivo del trabajo - de amplia


autonomía, que hoy reclama una regulación legal, en el respecto de amplios márgenes


negociales. El debate había quedado suspendido  en los últimos años porque la crisis


general del país, el debilitamiento del poder sindical y una falta de voluntad política del


Estado impidieron su discusión. Los cambios de los últimos meses plantean nuevamente la


cuestión ya sea a través de una ley sobre fuero sindical (que mucho tiene que ver con los


sujetos de la negociación colectiva) ya sea a través de anuncios que señalan como próximo


paso de regulación del sistema la posibilidad de una ley de negociación colectiva. 


5. Un tema difícil: el convenio de empresa y la articulación negocial


 De todos los temas que se plantean en el amplio debate sobre la necesidad de reglas


heterónomas y claras en materia de negociación colectiva, uno adquiere especial interés en


el presente. Es por otra parte un tema recurrente en muchos sistemas de relaciones


laborales: la cuestión de la regulación de los niveles de la negociación colectiva, en especial


la relación entre el convenio de empresa y el convenio de actividad. Este tema se extiende a


la articulación entre el convenio de empresa y los laudos/decretos aprobados en la órbita de


los Consejos de Salarios.


 El punto no se ha debatido suficientemente, porque existe en nuestra opinión una


desconfianza generalizada de la doctrina nacional con relación al convenio de empresa.


Consideramos que esta desconfianza obedece a dos motivos: a) el temor que una


generalización del modelo negocial de empresa ponga en crisis el modelo negocial de


actividad, que ha caracterizado nuestro país; b) la idea que a nivel de empresa el sindicato


es más débil y por lo tanto existe menos poder negocial por parte de los trabajadores.


 Las preocupaciones de la doctrina nacional no son caprichosas y se alimentan en una


realidad que ha demostrado - particularmente en el período 1994 a 2004 - que en general el







convenio de empresa ha significado una mera fórmula para reducir los beneficios de los


trabajadores (convenios in-pejus). Pero creemos que esa visión es reductiva y ligada a un


particular momento histórico de nuestro país. Sin negar esas consideraciones, creemos que


debe tomarse en cuenta el hecho que hoy el sistema de relaciones laborales se ha


revitalizado, empiezan a actuar nuevos sindicatos, mientras otros ya existentes muestran


una nueva fuerza. Por su lado el Estado parece haber abandonado su posición de


prescindencia, para comprometerse con la realidad laboral y social del país.


 En esta nueva realidad el convenio de empresa merece una nueva consideración, al


ser el instrumento que  permite precisar y adaptar a una realidad concreta normas generales


aprobadas en forma abstracta a nivel de actividad o aún nacional por vía de ley. En este


caso el convenio de empresa cumple con una función de ajuste muy necesaria en contextos


productivos que se caracterizan por la diferencialidad, por lo que la contratación colectiva


debe ser vista como instrumento privilegiado de integración y aplicación de la norma legal


o del convenio de actividad. Villavicencio Ríos destaca precisamente la importancia de la


función adaptativa del convenio colectivo, que define como “aquella que le permite a los


sujetos colectivos pactantes regular las condiciones de trabajo más adecuadas a cada unidad


o sector productivo. Su cercanía al objeto de regulación y el conocimiento del mismo que


tienen las partes, la lleva a gozar unas condiciones de versatilidad y adecuación de las que


carece cualquier otro producto normativo. Evidentemente, mientras más pequeña sea la


unidad de negociación (empresa o establecimiento) mayor actuación tendrá esta función,


aunque en los sistemas de negociación sectorial (que ya implican un grado de especialidad


por rama), esta función se materializa ya sea a través de articulación negocial o del


establecimiento de mecanismos como la regulación por franjas o mínimos a partir de la


dimensión de negocios de la empresa”.


 Como ha expresado Treu, “hay que dar mayor espacio a la contratación a nivel de


empresa, porque es capaz de adecuar mejor las condiciones de trabajo a la situación de la


empresa y de negociar retribuciones por productividad... Es urgente que el sindicato, si no


quiere perder su “autoridad salarial”, emprenda este camino: no es realista pensar en una


defensa uniforme desde el centro que dé directivas a sistemas productivos que se están cada


vez más diferenciando y descentralizando... El objetivo es hacer que tal acción sea más







respetuosa de las especificidades empresariales, y a la vez más atenta a las exigencias


individuales, es decir a los procesos de personalización, que envisten el mundo del trabajo y


de la producción. Esta renovación es útil para el sindicato como para la empresa”.


Goldín señala que “en un proyecto de promoción de la autonomía colectiva debe  ser


posible negociar en cualquier nivel. Como lo han dicho una y otra vez los órganos de


control de la OIT, elegir libremente (por ambas partes) el nivel de la negociación es la


primera manifestación de la libertad y la autonomía colectiva”.


Creemos además que la negociación por empresa debe verse de una perspectiva


distinta a aquella que ha sido tradicional en nuestro derecho. En un contexto “sano” de


relaciones laborales, es decir en un contexto donde existe un razonable equilibrio de los


actores sociales (como parece serlo en el incipiente modelo uruguayo), el convenio de


empresa debe ser considerado como  instrumento de participación de los trabajadores en la


empresa y codirección de la actividad de la misma. En tal sentido Monereo Pérez y Moreno


Vida se han referido a la expansión de la unidad empresa como base de la negociación


colectiva, señalando que “la dimensión de la unidad productiva es relevante también como


factor de diferenciación del Sistema de negociación colectiva”. Los autores añaden que la


empresa es “un laboratorio perfecto para detectar los cambios cualitativos que se vienen


produciendo en los contenidos y en la estructura de la negociación colectiva. La


negociación colectiva ha demostrado suficientemente que puede ser un instrumento flexible


para la solución de los conflictos laborales, pero también para la gestión negociada de los


problemas de organización de la compleja empresa moderna... El escenario de la


negociación colectiva (“codecisión negocial” como fórmula específica de participación


gestional) se discute y decide sobre materias que en muchos casos anteriormente eran


competencia exclusiva de la Dirección de la empresa”. No escapa al suscrito la


consideración que una contratación a nivel de empresa puede tener los efectos que


indicamos y volverse por lo tanto verdaderamente participativa en la medida que exista un


sindicato fuerte que la respalde a nivel de la misma empresa o desde la rama de actividad.


Pero de eso se trata: comprender que en un contexto normal de libertad sindical, donde los


actores pueden expresar sus opiniones a los distintos niveles, la negociación colectiva a







nivel de empresa es un instrumento más de expresión de los intereses y las tensiones del


sistema de relaciones laborales.


6. Algunas reflexiones finales


 Cuando nos acercamos como estudiantes hace muchos años al Derecho del trabajo,


se nos enseñaba desde la Cátedra que el derecho laboral está siempre inacabado,


incompleto, imperfecto. Sufre un proceso de extensión permanente que se expresa en tres


planos: el de las materias que abarca, las actividades profesionales alcanzadas y las


personas a quienes se aplican las normas dictadas: “Ese triple proceso simultáneo de


ensanchamiento produce una continua elaboración de nuevas normas que se van


incorporando a las anteriores y que empujan a su vez, a la aprobación de otras normas, para


extender o ajustar las precedentes. Esas palabras que el Maestro Plá Rodríguez expresaba


hace más de tres décadas, adquieren hoy especial vigencia a la luz de las continuas


transformaciones del Derecho del trabajo.


 Estamos ante una disciplina extremamente dinámica, que debe cada día enfrentar


situaciones nuevas, renovarse, aplicar criterios centrales de tutela laboral frente a una


realidad que muchas veces es esquiva a la regulación. La verdadera crisis del Derecho del


trabajo se produce cuando éste atraviesa períodos de estancamiento, cuando no se renueva,


cuando pierde esa elasticidad que le permite adaptarse a los cambios. Lo comprueba una


rápida visión de los últimos diez años de nuestra historia laboral, donde la disciplina


pareció perder su  vitalidad y donde solo se introdujeron desde el poder etático normas que


retaceaban y reducían derecho conquistados a través de años de negociación y diálogo


social.


 En este nuevo contexto, el Derecho laboral debe readquirir su tonicidad y expresar


esa característica de dinamismo tan importante en la mutante realidad del trabajo moderno. 


Hemos siempre temido la expresión flexibilidad, porque la hemos por largos años asociada


a la desregulación, a la desprotección, a pretextos para reducir los niveles de tutela del







trabajador. Pero ello no nos debe hacer olvidar que el Derecho del trabajo es por su propia


naturaleza un derecho flexible. Lejos de las rigideces del derecho común que reconoce sus


principales reglas en antiguos códigos, el Derecho laboral debe rescatar ese carácter flexible


“para que los niveles de protección del trabajador no queden estacionarios”.


 En esta concepción que condena la flexibilidad cuando es utilizada como expresión


de desregulación, rescatamos sin embargo la condición de un Derecho laboral de naturaleza


flexible en un contexto sano de relaciones laborales. Debemos por lo tanto promover la


concepción de un “Derecho flexible del trabajo” en una concepción totalmente alejada de la


“flexibilidad” restrictiva como a menudo se ha entendido.


El sistema de relaciones laborales debe hoy producir normas generales - ya se de


origen legal o acordadas a nivel de Consejos de Salarios - menos imperativas y más


dispositivas, dejando a la negociación colectiva la función de llenar espacios cuyo marco


fija de antemano la norma de mayor jerarquía. En esta visión de la disciplina, la


negociación colectiva y el convenio se convierten en instrumento privilegiados de la


adaptación y la aplicación “flexible” de las reglas laborales. Sin embargo en el estado actual


de nuestras prácticas laborales, la carencia de reglas claras en materia negocial, quitan


fuerza a esa herramienta tan valiosa que es el convenio colectivo. Más de una vez hemos


visto empleadores dispuestos a otorgar beneficios en una negociación, retacearlos por el


temor de las imprevistas consecuencias que esos beneficios podrían aparejar en el tiempo,


aún más allá del término del convenio. 


 Nuestra idea final no es que deba impulsarse una ley que liberalice o que limite la


negociación; simplemente hay que impulsar una ley que de certezas y provoque la


confianza de las partes, porque la seguridad jurídica es un valor que prestigia la norma y


estimula su cumplimiento.


En nuestra ponencia escrita en agosto de 1995 concluíamos: “Creemos en la especial


relevancia de la negociación colectiva como fuente de adaptación de las normas laborales a


hechos nuevos. En esa lógica, el convenio colectivo - lejos de desaparecer - puede adquirir


mayor eficacia que en el pasado, y como tal revitalizar el rol de la autonomía sindical en el


sistema. Leyes menos imperativa y más dispositivas, convenios más amplios y creativos,







permitirán a nuestro juicios que el derecho laboral siga gobernando los procesos de


transformación del trabajo”.


Hoy, diez años después, con un nuevo modelo laboral muchos más participativo y


dinámico, reiteramos con más vehemencia esta afirmación.
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I) Presentación: la naturaleza jurídica de la empresa como objeto
de análisis del Derecho del Trabajo


1) El análisis de la empresa no ha tenido tradicionalmente en la doctrina


jurídica laboral la intensidad o profundidad que en cambio sí le han dedicado otras


disciplinas, como la economía o la sociología. Un somero repaso de cualquiera de


las obras generales de los más destacados clásicos de la literatura laboralista,


resulta suficiente para advertir que los espacios destinados a la empresa, suelen ser


bastante menos extensos y detallados que aquellos que se dedican a la contraparte


trabajadora.


También es apreciable que, por lo general, las reflexiones que los


juslaboralistas han dedicado a este tema suelen estar impregnadas de un contenido


accesorio, complementario o funcional respecto de la figura del trabajador. En tal


sentido, el abordaje de la empresa suele encararse, o bien desde una perspectiva


que privilegia el análisis de la manera en que las obligaciones y responsabilidades


de la misma se corporizan frente al sujeto trabajador, o bien se la ha analizado


tomándola como el ámbito en el que se aplican las normas laborales.


2) Por supuesto que sería un error suponer que esta (en términos relativos)


escasa atención que la doctrina laboral tradicional ha dispensado al análisis de la


empresa (y sobre todo, al escudriñamiento de su naturaleza jurídica) es el resultado


de una generalizada desatención o la consecuencia de un análisis poco riguroso y


profundo de la realidad. Por el contrario, existe una explicación plausible para este


hecho: el Derecho del Trabajo está genéticamente impregnado por un propósito
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tuitivo hacia la figura del trabajador y por este motivo, toda su estructura científica se


ha construido en torno al efectivo cumplimiento de dicha finalidad vital.


Sin embargo, al mismo tiempo resulta menester advertir acerca de la


paradoja que se encierra detrás de esta parquedad doctrinaria, pues es evidente


que la peripecia histórica del Derecho del Trabajo siempre ha estado


inescindiblemente asociada a la existencia de la empresa y a sus diversos avatares.


El nacimiento de la legislación industrial, su evolución como disciplina jurídica,


los momentos de consolidación y los momentos de crisis que ha sufrido el Derecho


del Trabajo, se han visto (y se ven) siempre condicionados por la presencia de la


empresa, entidad que fungió como epicentro para el surgimiento y desarrollo del


movimiento sindical y sobre cuya base se explica la aparición de todos los


fenómenos laborales colectivos.


La empresa industrial fue, de este modo, el habitat natural en el cual se


desarrolló el Derecho Laboral y este último, en definitiva, no es otra cosa que uno de


los productos o resultados desprendidos de la revolución industrial y de la


consecuente aparición de las grandes factorías.


3) Este inextricable vínculo determinó que la propia razón de ser de la


“legislación industrial” encontrara su esencia más profunda en la ejecución del


trabajo subordinado en la empresa ajena. Fue a partir de un tipo determinado de


organización empresarial (la empresa fabril-industrial clásica) que se definió un perfil


“típico” de relación individual de trabajo, caracterizada por la existencia de un


empleador claramente definido y único, que contrata la prestación de una labor


específica y predeterminada (lo que permitió, entre otras cosas, acuñar la noción de


“categoría laboral”), desarrollada dentro de un determinado establecimiento, durante


un cierto número de horas -también previamente definido- y que, en esencia, se


remunera en base al tiempo durante el cual el trabajador se “subordina” al poder de


dirección del empleador, dejando de disponer libremente de su voluntad.


La empresa ha sido desde siempre el medio natural de ejecución del trabajo y


a partir de esta premisa se erigieron los principales institutos y definiciones del


Derecho del Trabajo tradicional: la idea del contrato de trabajo, de la jornada, los


descansos, el salario, los poderes del empleador y hasta las propias definiciones de


los actores (trabajador y empleador) que configuran el vínculo laboral.
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 Por este motivo, resulta muy atinada la afirmación de que el hecho


socio-económico de la empresa se impuso al Derecho.


4) Hoy, precisamente cuando la realidad de la empresa clásica sufre


importantes mutaciones y ya no se reduce a aquel paradigma clásico, parecen


advertirse con mayor nitidez los profundos lazos que entretejieron la radical


simbiosis entre el Derecho del Trabajo y la empresa tradicional. La doctrina


laboralista, preocupada al constatar que la medianera en la cual siempre se ha


apoyado la estructura de la disciplina comienza a presentar indicios de


desmoronamiento, ha vuelto su mirada hacia una nueva forma de organización


empresarial, completamente diferente de la tradicional y que tiende a tomar el lugar


de esta última.


Esta nueva realidad empresarial provoca que la mayor parte de los institutos,


principios y definiciones del Derecho del Trabajo, tiendan a convertirse en


inadecuados, innecesarios o directamente fútiles y enfrenta a la disciplina al


obligatorio desafío de ensayar una rápida adaptación que le permita continuar


cumpliendo con el propósito tutelar inherente a su esencia.


5) En las líneas que siguen, a partir de un análisis evolutivo, se pasa revista a


tres concepciones acerca de la empresa: la teoría clásica (o teoría negativa sobre la


naturaleza jurídica de la empresa); la doctrina que recurre a la noción de la


“institución” a los efectos de explicar la esencia de la organización empresarial y,


finalmente, las concepciones actualmente en elaboración, que pretenden atender y


dar respuesta a la nueva realidad de la “empresa moderna” (también llamada


“empresa red” o “empresa virtual”) que es, precisamente, una realidad en la que la


empresa ha perdido -o al menos tiende a perder- su corporeidad, para convertirse


en una suerte de entidad fantasmagórica, que conserva (o incluso, incrementa) su


poder tradicional, al tiempo que se hace cada vez menos aprehensible mediante las


herramientas típicas elaboradas por el derecho del trabajo.
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II) La teoría clásica sobre la naturaleza jurídica de la empresa


6) La llamada “teoría clásica” sobre la naturaleza jurídica de la empresa tiene


su origen en la concepción liberal, y no ve en la misma otra cosa que un cúmulo o


conjunto de contratos individuales de trabajo organizados por, para y bajo la égida


del capital. La empresa se conforma a partir de una serie de elementos


fundamentales: una persona (física o jurídica), titular del derecho de propiedad


sobre los bienes necesarios para desarrollar un determinado objetivo económico,


contrata trabajo ajeno para desarrollar una explotación bajo su riesgo exclusivo y por


este motivo, se constituye en única responsable de dicha explotación. Esa persona


ostenta, además, un poder de dirección sobre el trabajo ajeno que utiliza, poder que


se justifica o legitima como una consecuencia lógica y natural de los anteriores


elementos.


 Las piezas esenciales de la empresa, según esta teoría, en puridad se


reducen a dos: la propiedad y el contrato. La primera (la propiedad) atribuye la


titularidad de la empresa, en tanto que el segundo (el contrato) es el instrumento


que permite establecer el necesario vínculo entre el capital y el trabajo.


 El trabajador es un servidor del propietario, circunstancia que el Derecho


liberal explica acudiendo a la noción del “contrato” que representa el instrumento


más adecuado para determinar las condiciones del relacionamiento entre los


particulares, es la herramienta sobre la que descansa todo el orden jurídico privado


y el medio natural para alcanzar el ideal de justicia. La concepción liberal descarta


toda posibilidad lógica de que alguien -siendo libre- pueda obligarse a algo contrario


a su interés.


7) La concepción clásica de la empresa se construye, entonces, a partir de la


presencia determinante del contrato, cuya trascendencia en el esquema jurídico


liberal es tal, que incluso llega a confundirse con el propio Derecho civil en general,


permitiendo que se afirmara que para el hombre en sociedad hay tres cosas


esenciales: “ser dueño de su persona; tener bienes para cumplir sus deseos; y


poder disponer -para su interés-, de su persona y de sus bienes”. Por ello, “todos los


derechos civiles se reducen a los derechos de libertad, de propiedad y de contratar.


De este modo, las personas, las propiedades y las convenciones son los tres


objetos de la legislación civil”.
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De este modo, en la teoría clásica-liberal y siguiendo lo enseñado por Ripert,


“jurídicamente la empresa es una cosa muy simple. Pone el trabajo al servicio del


capital. Da a los capitalistas la propiedad y la dirección de la explotación”.


Para los juristas liberales, la explicación jurídica de la empresa no presenta


ninguna dificultad, entre otras cosas, porque en realidad la misma no posee ninguna


trascendencia jurídica. La noción de la empresa se reduce simplemente a la


descripción de una realidad en la que los poderes del principal se explican por la


titularidad del derecho de propiedad sobre los bienes que utiliza la misma y en la


que las relaciones de trabajo tienen su fuente exclusiva y suficiente en el contrato


que vincula a cada trabajador individual con la empresa. En esta visión, la empresa


no alcanza a configurar una entidad dotada de existencia independiente (de allí que


también se le haya denominado “teoría negativa” de la empresa), es decir, tal como


explican Rivero y Savatier, “...a la empresa, realidad colectiva de orden sociológico,


no le corresponde en el plano jurídico, un concepto distinto (propio), como el


concepto jurídico de Estado traduce el concepto sociológico de Nación, la realidad


colectiva se desagrega, en el plano jurídico, en una yuxtaposición de relaciones


contractuales individuales” .


8) El conflicto de intereses, el predominio del capital, la ajenidad como


característica principal de la organización del trabajo y el carácter fungible o


intercambiable de los trabajadores, constituyen -según describe Ermida Uriarte- las


cuatro claves fundamentales de esta teoría clásica de la empresa y sobre tales


bases se conforma el modelo de regulación jurídico de la misma.


La oposición de intereses o la noción del conflicto se presenta en la teoría


clásica como un dato absolutamente esencial e insoslayable. Este conflicto estará


siempre presente en el vínculo entre el capital y el trabajo, sea que el mismo se


encuentre en estado activo o potencial, como manifestación externa o en situación


subyacente. Según la concepción que se viene analizando, el conflicto sólo puede


ser reducido o canalizado jurídicamente, mediante el instrumento del contrato.


La propiedad o el capital, representa, según la teoría clásica, el elemento


prevaleciente en la idea de la empresa. La propiedad constituye el dato atributivo y


legitimante del poder de dirección en la empresa capitalista y el mismo se impone


jurídicamente al trabajo -una vez más- a través del instrumento del contrato, cuyas
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notas típicas de subordinación y ajenidad son trasmitidas al mismo trabajo, que por


este motivo es subordinado y por cuenta ajena.


Por efecto de las dos notas precedentes emerge, a su vez, la nota de la


ajenidad -básicamente en su expresión de “ajenidad en los riesgos”- que significa


que todos los riesgos de la explotación recaen exclusivamente sobre el empleador,


no pudiendo ser trasladados al trabajador bajo ninguna circunstancia. En un juego


coordinado con los anteriores elementos, explica Ermida que “El empleador asume


los riesgos porque es el propietario y porque el trabajador así lo ha reconocido a


través del contrato de trabajo. El empleador es dueño de su capital, pero además se


hace dueño de los frutos del trabajo de sus empleados, a través del contrato de


trabajo y a cambio del salario. Así, al ser dueño del capital (por el contrato de


trabajo) es lógico que sea también dueño de las ganancias y de las pérdidas”.


Finalmente, la teoría clásica no visualiza a los trabajadores más que como


piezas fungibles y por lo tanto, absolutamente intercambiables en el esquema de la


empresa. El trabajador es estrictamente un tercero respecto de la empresa y el


único elemento que lo vincula con ésta es el contrato de trabajo. Con excepción del


contrato, no existe ningún otro elemento (como sentimientos de pertenencia o


afinidad) al que pueda reconocerse virtualidad jurídica para explicar el hecho de que


el trabajador se desempeñe en la empresa, lo que viene a constituirse en la


negación de toda comunidad entre empleador y trabajador y a justificar lo señalado


por Ripert, en el sentido de que en la economía capitalista los trabajadores quedan


fuera de la empresa, o en todo caso, están sometidos a ella.


III) Maurice Hauriou y la “teoría de la Institución”


9) Maurice Hauriou concibe a la Institución como todo elemento de la


sociedad cuya duración no depende de la voluntad subjetiva de individuos


determinados.


En la esencia de la noción de la institución se encuentra lo que Hauriou


denomina la “idea de obra”, que surge, se realiza y se desarrolla jurídicamente en un


medio social dado. Para realizar esta idea de obra, se organiza un poder que habrá


de procurarle los órganos necesarios a tales efectos.
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La “idea de obra”, la existencia de un “poder organizado” con vocación de


llevarla a la práctica y el surgimiento de “manifestaciones de comunión” entre los


miembros, constituyen los tres elementos esenciales de la Institución.


10)Si bien es posible que cada uno de los integrantes del colectivo, se forme


una concepción propia e individual de la misma, en realidad, la “idea de obra” posee


una existencia objetiva, que se abstrae de la subjetividad de los individuos que


componen el grupo. Esto es lo que “...le permite pasar de un espíritu a otro y


refractarse distintamente en cada uno sin desvanecerse o disolverse por ello”.


De este modo, la “idea de obra” se encuentra presente en la realidad, de forma


tal que, según Hauriou: “...no existen creadores de ideas: sólo existen los que las


hallan. Un trovador, un poeta inspirado, encuentra una idea en la misma forma que


un minero encuentra un diamante: las ideas objetivas existen de antemano en el


vasto mundo, incorporadas a las cosas que nos rodean, en los momentos de


inspiración, nosotros las hallamos y las libramos de su ganga”.


Cada uno de los miembros del colectivo, lleva en sí la idea de obra y a su vez


es sujeto de dicha idea, porque asume los riesgos y la responsabilidad de su éxito.


11)Por su parte, el “poder organizado”, no es -en la concepción


institucionalista de Hauriou- simplemente una expresión de fuerza. Por el contrario,


es un “poder de derecho, susceptible de crear derecho”.


El reconocimiento de esa capacidad creadora de Derecho, que Hauriou ubica


en entidades (“poderes organizados”) no necesariamente pertenecientes al Estado,


permiten situar al ilustre Profesor de Toulouse como una de las principales figuras


dentro de las tendencias renovadoras de la teoría general del Derecho, que


rechazaron la concepción reduccionista decimonónica que consideraba al “Derecho”


como sinónimo de “ley”.


Las instituciones tienen su origen en el poder, pero éste paulatinamente va


dejando lugar a una determinada forma de consentimiento, debido a que entre los


miembros que integran el grupo social interesado en realizar la idea de obra, se


generan manifestaciones de comunión dirigidas por órganos del poder y


reglamentados por procedimientos. De este modo, si la presión que ese poder


originario ejerce sobre el individuo no llega a expresarse de manera violenta,


constriñendo indebidamente la voluntad del sujeto, el asentimiento otorgado por


este último termina adquiriendo relevancia jurídica y se transforma en válido.
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12)Por último, las instituciones son el resultado (y a su vez causa) de


“manifestaciones de comunión” entre los miembros que las integran. “Las


conciencias individuales -dice Hauriou- se conmueven al contacto con una idea


común y por un fenómeno de interpsicología, adquieren el sentimiento de su


emoción común”. Ese sentimiento común, constituye el motor que impulsa a las


instituciones en pos de la consecución de la idea de obra asumida como propia.


IV) Repercusiones de la “teoría de la Institución” en las
concepciones sobre la naturaleza jurídica de la empresa


13)El Derecho del Trabajo reconoce múltiples repercusiones de la teoría que


concibiera Maurice Hauriou. Varios de los más destacados discípulos de este último


encontraron en la misma la explicación jurídica adecuada para algunos de los


institutos que, habiéndose originados en el proceso de la industrialización,


provocaban los mayores desconciertos en los juristas liberales, que pretendían


infructuosamente etiquetarlos sobre la base de los conceptos y definiciones clásicas.


Así, por ejemplo, Paul Cuche distinguió las “instituciones-reglas”, las


“instituciones-mecanismos” y las “instituciones-organismos”, ubicando al convenio


colectivo dentro de las primeras y al sindicato como expresión de las últimas. Por su


parte, Gounot, atribuyó al convenio colectivo la naturaleza de estatuto de una


institución cuya base social está conformada por la agrupación productora


(organismo autónomo a cuyas reglas deben someterse quienes la conforman).


14)Del mismo modo, varios son los autores que adoptaron la “teoría de la


Institución” como la más plausible explicación de la naturaleza jurídica de la


empresa.


De todos ellos, habrá de exponerse en el presente trabajo la posición de dos


maestros del juslaboralismo, que la han hecho objeto de singular desarrollo: el


francés Paul Durand y el uruguayo Francisco De Ferrari.


Los desarrollos de Paul Durand


15)La concepción de Paul Durand sobre la naturaleza jurídica de la empresa


se encuentra expuesta en diversas de sus obras y, especialmente, en su clásico


Traité de Droit du Travail (cuya autoría es compartida con R. Jaussaud) y en un
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artículo titulado “La noción jurídica de la empresa”, que fuera publicado en la revista


argentina La Ley.


Según Durand, la empresa presenta, fundamentalmente, cuatro rasgos


distintivos.


Se trata, en primer lugar de una sociedad jerárquica, en la que existe un jefe


(empresario) que ocupa un lugar prominente en el esquema de la misma y en


relación con los demás sujetos que la integran. Esto determina que dicho


empresario posea una serie de prerrogativas, que Durand define como un poder


legislativo, un poder de dirección y un poder disciplinario, estructura que -según el


autor- permitirían evocar la organización de la sociedad política.


El segundo rasgo que analiza Durand, es el personal, al que no le adjudica un


rol puramente pasivo, sino que se encuentra asociado a la organización de la


empresa. Sin embargo, el personal no posee un poder de decisión, por lo que el


carácter jerarquizado, característico de la organización empresarial, no resulta


modificado como consecuencia del rol asociado que se le reconoce al personal.


El deber de asegurar el bien común de todos sus miembros constituye, para el


autor, el tercer rasgo de la organización empresarial. Empleador y trabajadores


forman parte de una misma organización, sus intereses son solidarios y su acción


debe resultar de utilidad para el bien común. Este concepto es el que sirve de


fundamento, tanto a las prerrogativas del empresario, como a las facultades del


colectivo del personal. También es este concepto el que determina los límites de


tales prerrogativas y facultades. 


El último rasgo característico que señala Paul Durand, consiste en que la


empresa no posee personalidad jurídica. La empresa no asume derechos ni


obligaciones propias. Los créditos y deudas que se atribuyen a la dirección, figuran


en el patrimonio del jefe de empresa y se confunden con el resto de los bienes que


éste posee. Sin embargo, reconoce que la evolución del Derecho presenta una


tendencia hacia la distinción entre la empresa y la persona y patrimonio del


empresario. Por esta razón, Durand vislumbra que la empresa habrá de convertirse


en una persona jurídica, donde el empresario, por una parte y el personal, por otra,


serán sus órganos.


16) Los poderes que Durand reconoce al empleador en tanto jefe de empresa


(poderes que, como se vio, son definidos como legislativo, de dirección y
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disciplinario), tienen un fundamento común que, contrariamente a lo que se había


afirmado tradicionalmente, no se encuentra en el derecho de propiedad -que sólo


puede ejercerse sobre las cosas, pero no puede explicar un poder de dirigir a las


personas- sino en las responsabilidades que asume el jefe de empresa.


Es a partir de la asunción de tales responsabilidades (que consisten en


asegurar la producción, asumiendo los riesgos de esta última y garantizando el bien


común de todos los miembros que componen la empresa) que el empresario debe


disponer de los poderes necesarios para alcanzar tales fines. De este modo, las


prerrogativas del jefe de empresa son inherentes a dicha calidad y no requieren de


un reconocimiento por un texto normativo expreso. 


En el sistema económico artesanal, el capital y el trabajo se encontraban


confundidos en una única figura: el artesano. La evolución económica trajo consigo


la disociación de estos dos elementos fundamentales, uno de los cuales


correspondió a la figura del empleador y el otro, a la figura del trabajador. Sin


embargo, la empresa tiende a restablecer la fusión entre estos dos elementos a


través de la noción de la Institución: los elementos humanos, sumados a los


materiales, dan origen a un conjunto orgánico que busca una alcanzar una finalidad,


consistente en la obtención del provecho mediante el desarrollo de una actividad


económica determinada. 


Las ideas de Francisco De Ferrari


17) Francisco De Ferrari expuso su posición sobre la naturaleza jurídica de la


empresa en el tomo cuarto de sus Lecciones de Derecho del Trabajo. Pero a pesar


de que esta obra fue publicada en 1964, es interesante tener presente que -según el


calificado testimonio de Barbagelata- De Ferrari ya exponía su doctrina en los cursos


dictados en 1945, es decir, antes de que se publicara el Tratado de Paul Durand


(1947). De este modo, las ideas de De Ferrari sobre la naturaleza jurídica de la


empresa no son una simple reproducción de las enseñanzas del insigne laboralista


francés y, por el contrario, merecen ser destacadas por su carácter pionero y


original.


18) A partir de un análisis de la realidad de su época (mediados del siglo XX),


De Ferrari advierte que pese al mejoramiento que en la condición del trabajador ha


provocado el avance de la legislación industrial, el conflicto laboral no ha mermado
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en su intensidad. La explicación de este fenómeno se encuentra en que todavía


resulta abrumador el desmesurado poder del capital y en el hecho de que los


trabajadores aspiran a participar en la gestión de la empresa, dirigir la economía


junto a los empleadores y asumir responsabilidades verdaderas en la sociedad,


diluyendo en parte la influencia del capital y atenuando los efectos desmoralizadores


de su desmedido poder.


19)El fundamento de los poderes del empleador, según De Ferrari, no


proviene del derecho de propiedad. Esta errónea creencia encuentra su origen en la


confusión entre autoridad y propiedad que prohijó la Edad Media y que a partir del


siglo XIX fue difundida entre las masas por la obra de Marx, quien influyó


grandemente en el pensamiento jurídico alemán, donde se acuñaron concepciones


que defendían que la propiedad encierra no sólo un poder sobre las cosas, sino


también sobre las personas. Citando a Durand y Jaussaud,  De Ferrari sostiene que


los poderes del empleador derivan de su condición de “agente de la economía” y en


razón de la función que cumple el derecho de propiedad en el seno del


conglomerado social.


El aspecto más constructivo que De Ferrari destaca de esta concepción,


consiste en que supone descartar que el obrero esté sometido a una suerte de


status subjectionis por efecto del derecho de propiedad y que, en realidad, los


poderes del empleador se explican a partir de las responsabilidades sociales que


este último asume por efecto de su condición de tal. 


20)De este modo, ni el empleador ni los trabajadores tienen un derecho


absoluto a dirigir la empresa y “...mientras una autoridad exista, debe ser respetada,


y sin tener en cuenta quién es el titular de la misma, organizarla no significa


destruirla. Por el contrario, reglamentar ese poder, fortificarlo, coordinarlo cada vez


más con sus verdaderos fines sociales, parece ser la misión principal del nuevo


derecho. (...) El derecho laboral trata en nuestros días de dar cada vez más medios


legales para reclamar contra toda expansión ilícita de ese poder y contra todo


ejercicio antisocial del mismo”. Para el Derecho del Trabajo, la empresa no es


solamente una entidad económica, sino una organización social en la que


convergen, movidos por un interés común, los esfuerzos del capitalista y del


trabajador.
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21) Una de las apreciaciones más interesantes que formula De Ferrari es


aquella que consiste en señalar la preeminencia de los instrumentos colectivos en


las relaciones laborales contemporáneas. Advierte en tal sentido que en los


comienzos de la economía capitalista las relaciones entre patronos y obreros fueron


de carácter individual y emanaron, en general, del contrato. Sin embargo, la


aparición en escena de la gran fábrica industrial genera el surgimiento de


fenómenos de naturaleza colectiva que resultan incompatibles con el instrumento


del contrato individual y que exigen el establecimiento de reglas uniformes que sólo


pueden lograrse, precisamente, a través de instrumentos colectivos. “Todos estos


fenómenos de convivencia profesional y este significativo proceso de integración


económica, han hecho necesario un nuevo derecho que, si bien sigue incluyendo


entre sus capítulos los contratos de trabajo, aprendizaje, ensayo, etc., ha empezado,


en cambio a encarar preferentemente relaciones colectivas y a ver en la empresa


una experiencia alentadora”.


22) Sólo mediante la idea de la institución (que el autor considera “el gran


aporte del pensamiento contemporáneo al acervo ideológico del derecho”) pueden


explicarse en el plano jurídico los aspectos más importantes de la empresa.


En la visión de De Ferrari, la empresa es una comunidad compleja, resultado


del esfuerzo mancomunado de muchos seres humanos que colaboran con el


empleador y que, a su vez, se ayudan entre sí en el desarrollo de la acción colectiva.


Esto provoca el surgimiento de sentimientos de solidaridad entre los distintos


integrantes de esa comunidad, efecto que no es el resultado de un acuerdo expreso,


sino que surge naturalmente y “se apoya en reglas que genera el grupo y que todos


sus miembros acatan porque a todos les guía un fin común, que es, a su vez, el fin


de la comunidad”.


La empresa, al igual que toda comunidad, genera espontáneamente un


derecho objetivo y simultáneamente, una autoridad para aplicarlo. Este efecto ha


sido llamado por la doctrina “el hecho institucional”, “...que se ofrece a la


observación del hombre de un modo constante, como si se tratara de una parte o


aspecto de orden natural”.


Pero en puridad, la institución no es un fenómeno distinto al del contrato. Se


trata, al igual que este último, de una forma de asumir libremente obligaciones y “así


como jurídicamente la idea del contrato explica sin dificultades la compraventa de un
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inmueble o su arrendamiento (...) la idea de la institución por sí sola, explica la


fuerza obligatoria del estatuto interno, los poderes reglamentarios y disciplinarios del


empleador o el de los órganos paritarios, la huelga, la ocupación de fábrica, etc.”.


23) Las proyecciones que, según De Ferrari, provoca esta nueva concepción


“institucionalista” de la empresa son múltiples y particularmente importantes. Entre


ellas resalta el establecimiento paulatino de una democracia industrial, mediante la


participación activa en la gestión, la creación de consejos de empresa, de


comisiones mixtas de producción, etc.


Esta participación del personal en la dirección de la empresa puede ser vista,


en lo inmediato como una victoria proletaria. Sin embargo, dice De Ferrari, los


resultados de dicho evento son “...un triunfo de nuestra época que beneficia por


igual a todos los miembros de la sociedad. Así como el siglo pasado trató de alejar


la iniquidad de la relación de trabajo, y procuró con leyes tuteladoras, mejorar la


condición del taller, los hombres de nuestra generación, en cambio, luchan por


lograr la integración del trabajador en la sociedad actual mostrando, con el


mejoramiento de las condiciones de vida, que entre las clases existen solamente


diferencias funcionales. (...) Patronos y trabajadores en nuestros días han


comprendido que la felicidad material de todos depende de las posibilidades de


aumentar los rendimientos y por eso -unos y otros- adoptando una posición más


sensata y más constructiva, han buscado la colaboración en los planos directivos de


la empresa”. 


IV) Evaluación crítica de la teoría de la institución como explicación
de la naturaleza jurídica de la empresa


24) La aplicación de la teoría de la institución a los efectos de brindar una


explicación para la naturaleza jurídica de la empresa, ha sido objeto de críticas


diversas. Algunas de ellas originadas en autores liberales clásicos, preocupados por


preservar la primacía del contrato individual en una economía liberal, pero que,


curiosamente convergen con otras que reconocen una raíz marxista, que rechaza la


posibilidad de admitir la existencia de una comunidad inspirada en propósitos


comunes, por resultar contraria al postulado de la lucha de clases. En general, las


críticas apuntan a señalar el carácter utópico o, en cierta medida ingenuo de la


concepción institucionalista, a la que si bien no se deja de reconocerle su carácter
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fértil en posibilidades, no es más que un “piadoso deseo” o “concepción idílica”, que


“tiende a atenuar la agudeza de la lucha social y a hacer olvidar al asalariado su


verdadero interés”.


Los críticos resaltan que, en puridad el concepto de institución es más


sociológico que jurídico, pues describe colectividades humanas jerarquizadas y


orientadas en la realización de fin común, pero, sin embargo, a este tipo de


descripción sociológica pueden responder sujetos de derecho de naturaleza muy


diversa (administraciones, establecimientos públicos, el propio Estado, etc.), de


modo que definir a una empresa como una institución, nada aporta acerca de su


calificación jurídica.


25) Se señala además, que no se advierte que el Derecho positivo dispense a


los trabajadores el tratamiento que les correspondería si efectivamente fueran


concebidos como integrantes de una comunidad. Por el contrario, diversos


elementos revelan que, en rigor, la lógica que en tal sentido se trasunta de las


normas positivas revela que la máxima que las inspira se resume en la idea de que


los trabajadores no forman parte de la empresa: están a su servicio. Esto se


manifiesta de distintas formas, como por ejemplo, al admitirse la existencia de una


facultad discrecional de parte del empleador en materia de contratación, ejercicio del


poder disciplinario y del despido. No hay, en realidad, una verdadera asociación en


la gestión de la empresa y la participación, cuando existe, es mucho más teórica que


real. La solidaridad entre los capitalistas y los trabajadores -se dice- es parcial y


precaria y puede interrumpirse en cualquier momento por la afloración de los


intereses divergentes que se encuentran en su propia esencia. No existe en la


empresa un sentimiento común de pertenencia, que es el factor o elemento moral


que anima a las verdaderas comunidades.


26)Sin embargo, Nicole Catalá rescata una serie de aspectos valiosos de la


teoría de la institución. En tal sentido, la teoría resalta la importancia del elemento


humano, subrayando la solidaridad entre los miembros de la empresa y abre nuevas


perspectivas para juridizar las potestades empresariales, permitiendo así ejercer el


control jurisdiccional sobre las mismas y determinar cuando son ejercidas con


apartamiento de las finalidades para las cuales le son reconocidas.


A pesar de las críticas, la teoría tiene la virtud de presentar el microcosmos de la


empresa como un agrupamiento humano unido por una finalidad que, al menos en
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lo inmediato, se presenta como común, marcando “...una benéfica reacción contra


una concepción individualista fuertemente asentada, dándole a la empresa una


consistencia orgánica e institucional”.


V) El Derecho del Trabajo ante el “estallido” de la empresa


27)Tanto la concepción clásica-liberal, como la concepción institucionalista,


construyen sus elaboraciones a partir de un dato de la realidad: más allá de lo que


teóricamente se quisiera ver en ella, la empresa se presentaba como una entidad


tangible, ubicable fácilmente en un determinado lugar físico, donde se congregaban


factores materiales de producción y un determinado número de sujetos que


desempeñaban una actividad caracterizada por la nota tradicionalmente típica de la


subordinación.


Sea que en dicha realidad no se detectara otra cosa que un cúmulo de


contratos individuales de trabajo (como postulaba la teoría clásica), sea que en ella


se advirtieran los rasgos característicos de una institución; lo cierto es que la


empresa era, en cualquier caso, el marco concreto en el que encontraban su sitio


natural las relaciones de trabajo.


28)Sin embargo, aquel arquetipo tradicional de empresa, sin haber dejado de


existir, convive hoy con otras formas de organización de la actividad económica;


formas diversificadas, cada vez más significativas, que suelen agruparse bajo el


genérico y poco expresivo nombre de “empresa moderna”.


Se trata de una forma distinta de presentación y desarrollo de la actividad


productiva-empresarial que se expone como un modelo novedoso y con capacidad


de romper con los paradigmas tradicionales. De este modo, las empresas que hasta


ayer exhibían sus colosales dimensiones como síntoma inequívoco de éxito y poder,


hoy se encaminan, sin hesitaciones ni pudores, hacia procesos de “pequeñización


interna” y cual si hubieran sido objeto de un gran estallido, se desintegran y


dispersan sus procesos productivos. A partir de estas bases, las megaempresas se


han convertido en reliquias y por ello desarrollan rápidas estrategias de autodivisión


y delegación de cometidos y funciones entre una serie de sociedades


(pre-existentes o creadas ad hoc) que mantienen vínculos (“outsourcing”) más o


menos estrechos con la matriz que les diera origen.
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La gran dimensión empresarial ha dejado de ser un valor en sí mismo para


convertirse en un atavismo a cuya extirpación debe abocarse el empresario que


pretenda ser exitoso. La habilidad parece consistir en saber apreciar debidamente la


estructura productiva de la empresa, distinguiendo los segmentos del ciclo en los


que puede aportarse alto valor añadido y externalizar los restantes, dando lugar a


fenómenos de división del trabajo interempresarial en lugar de intraempresarial. 


29)En la empresa clásica, el empresario congrega diversos factores de


producción (tanto materiales como humanos) los coordina y los orienta para


conseguir una finalidad productiva, generando la llamada “empresa-organización”,


en la que dichos factores congregados se disponen en un cierto orden con vocación


de estabilidad. El elemento trabajo se integra a la empresa-organización a través de


la noción de subordinación (criterio distintivo del contrato de trabajo). La


empresa-organización presenta una estructura jerarquizada, donde el centro del


poder económico se identifica con el empleador que la dirige.


En cambio, en la más fluida y difusa realidad de la “empresa moderna”, una


“lógica de contractualización” tiende a relevar la precedente “lógica jerárquica”,


produciendo un fenómeno de “exteriorización”, de “empresa-red”, que sólo se ocupa


de asegurarse el concurso más o menos estable de una serie de agentes


productivos, con los cuales se establecen lazos contractuales. La empresa


abandona su corporeidad fabril y pasa a constituirse en una entidad articuladora de


transacciones y en un instrumento para organizar la asignación de recursos de un


modo eficiente La “empresa moderna” sólo se reserva las actividades más


características, más redituables o las que puede desarrollar con mayor eficacia y


delega las demás. La empresa-organización queda transformada en un conjunto de


contratos organizados. Tiende a convertirse en una “empresa virtual” que no posee


nada tangible y cuya única virtud consiste en su capacidad de movilizar agentes


económicos.


30)La generalidad y frecuencia que en los últimos dos decenios -y


particularmente en el mundo desarrollado- han adquirido estas nuevas modalidades


de organización empresarial, determinan que desde hace tiempo hayan dejado de


presentarse como un simple episodio coyuntural, para asumir rasgos típicamente


estructurales y de fondo.
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El combate a la “elefantiasis”, el evitar los vicios que rápidamente ganan a las


estructuras burocratizadas, el presentarse en el mercado a través de unidades más


pequeñas, maleables y cercanas a la realidad, son algunos de los múltiples


beneficios que mencionan las modernas teorías “manageriales” cuando exponen su


encendida defensa del nuevo sistema productivo.


Pero además de estas confesadas finalidades también existen otras (a veces


menos explicitadas en la academia, aunque no menos perceptibles en la realidad)


que seguramente se inspiran en el móvil de saber aprovechar al máximo los


beneficios derivados de los impactos profundos que en varias de las aristas más


importantes del Derecho del Trabajo provoca esta nueva forma de presentación de


la actividad empresarial.


En primer lugar, cabe plantearse cómo influyen estos procesos de


diversificación o atomización organizativa en la relación histórica de fuerzas entre el


“capital” y el “trabajo”. Una apreciación rápida y poco atenta de estos fenómenos


podría llevar a concluir que los mismos son susceptibles de provocar una mayor


democratización del poder empresarial, a partir del razonamiento de que si lo que


antes estaba concentrado en una única enorme entidad, ahora se presenta


disgregado en una multiplicidad de organismos formalmente autónomos y de porte


mucho menor; podría provocarse una correlativa desconcentración del portentoso


poder habitualmente acumulado por las grandes empresas. Dicha conclusión sería,


en realidad, una verdadera ingenuidad. Los procesos de descomposición


empresarial no suelen ser más que estrategias organizacionales, que lejos de


significar una simultánea dispersión del poder empresarial, en la mayoría de los


casos constituyen un eficaz instrumento de concentración de dicho poderío.


En puridad, los desequilibrios se ven todavía más acentuados como


consecuencia de ciertos paradigmas ideológico-culturales que defienden el


predominio del principio de la eficiencia económica en detrimento del principio de la


protección social y pugnan por prevalecer en el nuevo modelo de regulación


jurídico-laboral, postulando un derecho flexible del trabajo “que supone actualmente,


en primer lugar, un trasvase de riesgos empresariales al trabajo subordinado y una


funcionalización permanente del factor trabajo a las exigencias de funcionamiento


de la empresa flexible”.
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31)Pero además, la “empresa virtual”, resultante del estallido y


desestructuración del modelo de organización tradicional, ya no resulta apta para


hacer las veces de “marco concreto” o “habitat” para las relaciones laborales (al


menos no puede serlo respecto de las relaciones laborales tal como han sido


concebidas tradicionalmente).


En la “empresa virtual” parece no haber espacio para la mayoría de las


definiciones e institutos del Derecho del Trabajo tradicional y esto provoca la crisis


de los más elementales conceptos elaborados por dicha disciplina: desde la propia


noción del trabajo subordinado -que operó como criterio distintivo básico del contrato


de trabajo-, hasta las manifestaciones colectivas, como el sindicato, la negociación


colectiva o la huelga.


  Esta nueva realidad, caracterizada por su particular complejidad, determina la


aparición de un Derecho del Trabajo “...de segundo tipo, que prospera a la sombra


del anciano...”, que debe esta denominación al hecho de que “...la mayor parte de


las nociones fundamentales del Derecho del Trabajo (empleador, empresa,


representación, huelga, e incluso la noción de asalariado) no se encuentran


presentes”. Tan profundas son las transformaciones a este respecto, que las propias


nociones clásicas de “trabajador” y “empleador” (categorías fundamentales a partir


de las que se desarrolló el Derecho del Trabajo), ya no se identifican tan claramente


con los sujetos que interactúan en la “empresa moderna”.


  Esto obliga a la doctrina a incorporar otras expresiones, conceptualmente


más amplias y difusas, para identificar a los nuevos actores que interactúan en el


actual “universo virtual” de la empresa. Así, por ejemplo, se habla de “oferta” y


“demanda” de trabajo, vocablos que se adaptan mejor a una realidad donde la


distinción entre “subordinación” y “trabajo independiente” es cada vez más tenue, al


tiempo que surgen conceptos que otrora habrían sido calificados como una


contradictio in adjectio (tales como el de “empresario dependiente”). Es que esta


empresa moderna cada vez se interesa menos por la figura del trabajador y más por


el resultado al que se ha comprometido. Cuando la organización en red tiende a


desplazar a la organización piramidal, el poder empresarial se expresa de manera


diferente, esto es, que en lugar de hacerse efectivo a través de órdenes sobre el


contenido del trabajo, se concreta en la valoración del producto resultante de este


último y se endereza hacia un camino en el que las obligaciones exigibles al







19


trabajador parecen mutar su naturaleza tradicional -que es de medios- para


convertirse en obligaciones de resultados.


32)Este Derecho del Trabajo “de segundo tipo” trasunta así un nuevo modelo


de regulación que, en uno de sus aspectos, reacciona contra la excesiva relevancia


que tradicionalmente se le ha otorgado a la noción de subordinación -como criterio


formal tipificante del contrato de trabajo- y la consecuente desatención de la


sustancia básica a la que debería atender primordialmente el Derecho del Trabajo:


la existencia real y concreta de desequilibrios contractuales. Esto supone asumir que


existen trabajadores “jurídicamente independientes” que, sin embargo, también son


merecedores de una tutela especial por parte del Derecho.


Como respuesta frente a la crisis del concepto de “subordinación” (crisis que


reconoce como una de sus causas -aunque no la única- a la desestructuración de la


empresa) hoy pueden apreciarse movimientos de adaptación que procuran evitar


que la autonomía de que gozan algunos trabajadores en la ejecución de su trabajo


tenga por consecuencia su exclusión del campo de protección del Derecho del


Trabajo. Esto ha provocado una evolución de la noción jurídica de subordinación,


que ha pasado a convertirse en un criterio de características más amplias, de


manejo más inseguro y complejo, en la medida que ya no se concibe


exclusivamente como la sumisión a órdenes en la ejecución del trabajo, sino


también en la integración del trabajador en la organización colectiva laboral


diseñada por y para otros.


Estas tendencias, que se presentan principalmente en la realidad europea,


habilitan afirmaciones tales como que “el Derecho del Trabajo ha dejado de ser el


derecho de los obreros o de los empleados para convertirse en el derecho común de


toda relación laboral”.


33)Sin embargo, estas corrientes que pujan por lograr una ampliación de la


esfera de protección que brinda el Derecho del Trabajo, también se encuentran con


otras de sentido contrario que, como se dijo, sostienen la necesidad de contar con


una normativa funcional o dúctil ante las necesidades de la nueva empresa.


  Éstas sostienen que el Derecho del Trabajo resulta inadecuado frente a las


nuevas realidades de la organización del trabajo y, por efecto de dicha


inadecuación, provoca múltiples consecuencias negativas en materia de


competitividad, inversión, gestión moderna de los recursos humanos y apertura de
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los mercados en el marco de la globalización. Para evitar estos “efectos


perniciosos”, se proponen diversas soluciones, entre las cuales se destacan la


reducción a una mínima expresión de la injerencia estatal en las relaciones


individuales de trabajo y la revalorización del rol de la autonomía de la voluntad


individual, postulando como paradigma un modelo de regulación en que la


uniformidad normativa deje su lugar a  condiciones establecidas “a la medida” de


cada circunstancia del mercado y que permita a cada trabajador individual negociar


eficazmente y sin limitaciones, todas las condiciones del relacionamiento con su


empleador, incluida la determinación del “tipo contractual” en virtud del cual quedará


establecido el vínculo.


 De este modo, una regulación normativa funcional a las necesidades de la


“empresa moderna”, debe consagrar, por ejemplo, la máxima flexibilidad de ingreso


(contratación) y salida (despido) del vínculo laboral, debe evitar el excesivo


reglamentarismo legal en materia de tiempo de trabajo, así como que la


remuneración quede sujeta a imposiciones normativas; debe permitir la flexibilidad


de gestión de los efectivos, la polivalencia funcional y la movilidad, entre otros


muchos aspectos susceptibles de ser objeto de reforma.


34)Y por supuesto que debe admitirse que no es sencillo hacer frente a los


retos que al Derecho del Trabajo le impone el “estallido” de la empresa.


En realidad esta nueva forma de presentación de la actividad empresarial, no


es más que una de las múltiples expresiones del multifacético fenómeno de la


globalización, que ha puesto en crisis no solamente al Derecho del Trabajo, sino,


mucho más ampliamente, a la propia aptitud o capacidad regulativa del Derecho, por


efecto de la complejidad que adquiere la sociedad contemporánea. Ante esta crisis


de la “globalización”, el Derecho tiende a reaccionar procurando transformarse en un


sistema de garantías sustantivas, admitiendo la existencia de determinados valores


con una fuerte impregnación ética, asociados a profundas convicciones colectivas,


que conforman un esquema básico de preceptos fundamentales que por su especial


trascendencia deben ser objeto de una tutela jurídica privilegiada. Esta nueva


concepción garantista-sustantiva del Derecho, supera las concepciones


jurídico-formalistas clásicas y se enfrenta a los desafíos de la globalización


defendiendo la necesidad de priorizar los derechos humanos respecto de la noción


formal de “soberanía estatal”.     
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En una línea bastante parecida, el principal desafío que hoy enfrenta el


Derecho del Trabajo consiste en discernir cómo superar la lógica eminentemente


económica que pugna por ocupar y cómo dar forma a un modelo de regulación


jurídico-laboral que, atendiendo a las cuestiones verdaderamente sustanciales, esté


en condiciones de recuperar la verdadera virtualidad jurídica de la noción de justicia


social y así lograr recomponer la tutela del más débil frente al incontenible proceso


de transformación (“estallido”) empresarial, que tiende a anular o (en el mejor de los


casos) dificultar la acción del sindicato, que parece tornar inadecuada la


reglamentación uniforme de las relaciones de trabajo (justificando así su


individualización, con la consiguiente desprotección que esto entraña) y que, sobre


todo, convierte en extremadamente compleja la detección de un “centro de


imputación jurídica” que -más allá de las estructuras formales- atienda al origen


verdadero y real del poder -cada vez más difuso y cada vez más intenso- que se


ejerce sobre el trabajador.
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CRISIS, CONTINUIDAD Y CAMBIO EN LA
NEGOCIACIÓN COLECTIVA URUGUAYA


Gerardo Cedrola Spremolla


I. Objetivo


Nos proponemos en estas páginas reflexionar en torno de la evolución
acontecida en la negociación colectiva desarrollada en Uruguay, en el periodo de
tiempo que media entre el retorno a la democracia y el año en curso.


A los efectos de articular dicha reflexión, partiremos de la noción de
estructura de la negociación colectiva, empleándola como una herramienta de
análisis capaz de posibilitar determinadas caracterizaciones, para luego
desarrollar algunos debates en torno de la misma, a partir de los que habremos de
construir nuestras conclusiones.


II. Estructura de la negociacion colectiva


1. Concepto de estructura de negociación colectiva


Se ha dicho con acierto que no puede estudiarse correctamente el
funcionamiento y la marcha de la negociación colectiva, sin analizar las
estructuras en las que esta se desarrolla así como el contenido de las normas que
produce. Sobre estos dos elementos influirán los objetivos estratégicos de los
actores, convirtiendo el resultado de la negociación, en éxito o fracaso.


La noción de estructura de negociación colectiva permite apreciar el rol que
esta cumple dentro de un sistema de relaciones laborales, e incluso proporciona
datos capaces de diferenciar y caracterizar un sistema de otro.


Por estructura de la negociación colectiva entendemos el conjunto de las
unidades negociales así como las relaciones existentes entre las mismas dentro de
un segmento del sistema de negociación colectiva.  De esta forma, la noción de
estructura de la negociación colectiva nos conduce a considerar las diversas
unidades de negociación, los niveles de negociación y posibles modalidades de
configuración.
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En tal sentido, las unidades de negociación y las conexiones que traban entre
sí, aparecen como elementos centrales de un esquema de negociación laboral. Se
prioriza entonces, el concepto de unidad de negociación, noción tan antigua
como la de negociación colectiva, conforme con HERMANN y KHUN,  ya que
como bien lo señalan los citados, siempre que se negocia colectivamente  ha de
saberse a quien representan los negociadores y para quien se negocia.


Conforme con CLEGG, el desarrollo de la negociación colectiva en un
sistema de relaciones laborales configura una estructura de negociación
compuesta por una serie de dimensiones. Las variaciones de una o varias de tales
dimensiones, alteran la estructura de la negociación colectiva en el tiempo y de
un lugar a otro del sistema de relaciones industriales. Tales dimensiones se
constituyen fundamentalmente por la cobertura de la negociación, es decir por la
proporción de trabajadores que están cubiertos o alcanzados por los resultados de
lo negociación colectiva: por el nivel de negociación, es decir el lugar del sistema
de relaciones industriales en donde se sitúan las unidades negociales (empresa,
sector industrial, región, establecimiento, taller, nacional e interprofesional); y
por lo profundidad de la negociación, la que resulta determinada por el contenido
de los convenios.


En definitiva, la noción de estructura de la negociación nos permite
determinar quien negocia (las estructuras patronales y sindicales), por quien se
negocia fundamentalmente en el sector sindical, los asalariados que serán
cubiertos por la negociación y en qué ámbito se negocia (es decir el nivel de la
negociación).


Gráficamente estas ideas pueden representarse en la siguiente tabla, dando
respuesta a las siguientes preguntas:


Pregunta
Indicadores de
observación de las
preguntas


Configuración de:


¿Quién negocia? Actores Estructuras sindicales y
estructuras patronales


¿Por quién se
negocia?


Representación de la parte
empresarial y por la parte
sindical, los trabajadores
que estarán “cubiertos por el
convenio negociado”


Unidad de negociación


¿En qué ámbito se
negocia?


Ubicación de las estructuras
patronales y sindicales en el
sistema de relaciones
laborales


Nivel de negociación
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2. Tipos de estructura de la negociación colectiva 


La distinción de las estructuras posibles de la negociación colectiva suele
hacerse atendiendo al ámbito funcional o unidad de negociación de los convenios
colectivos que resulte más típico en un determinado sistema de relaciones
industriales.


Tradicionalmente se ha distinguido de acuerdo a la complejidad de la
estructura de la negociación en estructuras simples o estructuras complejas.


Los sistemas que se caracterizan por una estructura simple de la negociación
colectiva son aquellos en los que prevalece aun sin exclusividad, una
determinada unidad o ámbito de negociación. Por el contrario, son sistemas de
estructura de negociación compleja aquellos en los que no hay una unidad de
negociación prevalente, sino que coexisten dos o más ámbitos de negociación y
materias o contenidos negociales,


En los sistemas de negociación con estructura simple debe a su vez
distinguirse según que el nivel de negociación dominante sea la empresa, el
sector o el ámbito interprofesional.


Los sistemas de negociación con estructura compleja pueden diferenciarse,
entre sistemas de negociación articulada o no articulada, según exista o no
complementariedad en la regulación realizada por las distintas unidades.
Asimismo, puede distinguirse en este tipo de estructura, según los tipos de
convenios que se produzcan, sistemas de negociación de dos niveles (empresa y
sector económico generalmente) y sistemas de tres niveles (empresa, sector y
nivel interprofesional).


Finalmente, distinguiremos entre estructuras de negociación centralizada o
descentralizada en función de la mayor o menor focalización de los unidades de
negociación en un nivel determinado del sistema de negociación.


Las estructuras de negociación centralizada focalizan la negociación a nivel
interprofesional y nacional y/o a nivel intermedio, en la rama de actividad o
sector económico, mientras que las estructuras de negociación colectiva
descentralizada se caracterizan por desarrollar las negociaciones laborales
básicamente a nivel de las empresas (y al interior de éstas, establecimiento,
taller). En las primeras, los sindicatos participan en el contralor de los salarios a
nivel del sector económico, jugando un importante rol de regulador del mercado







Relaciones LaboralesNº 8


 - 4 -


en términos de salarios y condiciones laborales, así como eventualmente también,
en instancias de concertación a nivel macro y con alcance para todos los sectores
de la economía del país y para todo su territorio.


Las estructuras centralizadas o descentralizadas pueden combinarse con
esquemas de coordinación de la negociación, entendiendo por tal el grado de
consenso y concertación  de politicas por parte de los actores sociales.


La coordinación significa la aptitud de los actores sociales, de coordinar sus
decisiones y acciones en los diversos niveles de negociación. De esta manera, se
habla de una coordinación que puede ser horizontal, es decir aquella que se da al
interior de una rama de la actividad, o vertical, aquella que se verifica entre
diversos niveles de negociación. De igual forma, se distingue entre coordinación
directa e indirecta. La primera resulta de una búsqueda expresa por parte de las
centrales sindicales, las asociaciones de empleadores y el gobierno, mediante
acuerdos que instrumentan instancias de concertación tripartita. La coordinación
indirecta se desprende del control que las centrales sindicales realizan de las
negociaciones emprendidas por sus organizaciones afiliadas.


III. El debate acerca de la centralizacion / descentralizacion de la
estructura de la negociacion colectiva


El análisis de la literatura especializada en relaciones laborales, permite
distinguir la importancia que se ha brindado en los ámbitos académicos, al debate
sobre esta posible modalidad de configuración de las estructuras de negociación.


A efectos de una mejor exposición de los argumentos que se han esgrimido
para defender una posición u otra, habremos de diferenciar al interior de este
debate, dos vertientes argumentales diferentes, una económica y otra propia de
las relaciones laborales.


1. Centralización / descentralización de la negociación colectiva a la
luz del debate económico


Esta línea de reflexión discurre en torno de la relación existente entre
estructura de la negociación colectiva y performance macroeconómica,
priorizando un conjunto de argumentos de estricta índole y lógica económica.


De acuerdo a ello pueden verificarse dos posturas distintas, básicamente
enfrentadas en cuanto a la manera de concebir el mercado de trabajo. La primera
de estas posturas de índole económica postula una visiòn neoclásica de la
economía. La segunda de ellas, se inserta en los postulados neocorporativistas.
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Las dos posiciones, tienen en común, la aceptación de cierta relación entre la
performance económica y el grado de centralización del sistema de negociación.


De acuerdo con la primer posición, y partiendo de las ideas de MANCUR
OLSON, se entiende que la proliferación de diversos grupos de interés , retarda
el crecimiento económico, ya que cada grupo actúa en forma individual ,
buscando preservar sus intereses y por ende,  no considera los efectos que sus
eventuales acciones tienen sobre la economía del paìs. En consecuencia, las
economías de los países, cuanto más atomizadas son, habrán de ser más
eficientes, evitándose de esa forma, la configuración de coaliciones monopólicas,
permitiendo un mejor y más libre funcionamiento del mercado de trabajo. De
esta manera se argumenta claramente a favor de una estructura descentralizada de
la negociación colectiva, dado que mediante la centralización de la misma, los
sindicatos podrían obtener incrementos salariales para los trabajadores por
encima de la productividad de las empresas del sector y de la propia demanda de
los productos o servicios de las empresas, todo lo cual puede jugar en forma de
externalidades generando perjuicios para el funcionamiento de la economía.


LARS CALMFORS y JOHN DRIFFIL retoman estas ideas e intentan
verificar empíricamente los postulados enunciados, mediante el análisis de varios
mercados de trabajo de diversos sistemas de relaciones laborales. Sus
constataciones, serán expuestas conjuntamente con otros estudios empíricos en el
numeral siguiente


Para la vertiente que hemos denominado neocorporativa, también existe una
relación analizable entre sistema de negociación colectiva e institucionalidad
económica, no obstante lo cual, no se ve la formación de coaliciones de
trabajadores como un obstáculo para el libre funcionamiento de los mercados
laborales, sino que acepta en aquellas, un efecto positivo de corrección de
asimetrías dentro del mismo mercado, remediando sus insuficiencias, y
asegurando de esa manera el buen funcionamiento de la economía nacional.


De acuerdo con el enfoque económico que venimos analizando, puede
establecerse el siguiente cuadro respecto de ventajas e inconvenientes de la
centralización de las negociaciones laborales:


Tabla: Los Costos Económicos y las Ventajas de la Centralización de la
Negociación Colectiva
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Tema Beneficio Costo
1. Internalización de
externalidades: los sindicatos
y las empresas actuando
independientemente del resto
del mercado  pueden tener
efectos negativos
involuntarios
(externalidades) sobre el
resto de la economía (por ej.
salarios más altos pueden ser
trasladados a los
consumidores en forma de
precios más altos; inflación
más alta; y aumento del
desempleo)


La centralización aumenta
el tamaño de la coalición
de negociación,
interiorizando 
externalidades negativas.


Mayor rigidez del sector.


2. Presión competitiva: la
competencia en los mercados
de producto impone
disciplina a los sindicatos y
las empresas, y este efecto es
 más fuerte en el nivel de
empresa (más competencia
reduce la capacidad de
trasladar los aumentos de
salarios a los consumidores a
través de precios más altos).


A medida que la
negociación se hace más
centralizada, la presión
competitiva se reduce
porque las empresas
actuando al unísono tienen
menos probabilidad de
perder su cuota de
mercado. Esto aumenta la
presión salarial y conduce
a un mayor índice de
desempleo.


3. Compresión salarial: Bajo
la negociación colectiva
centralizada, los objetivos de
igualdad salarial son más
fáciles para conseguir, y las
condiciones específicas de
las empresas tienen menos
probabilidad de reflejarse en
los convenios  colectivos.
Esto tiende a reducir la
dispersión salarial.


Cuando el ajuste salarial es
centralizado sin mantener
relación con las
circunstancias particulares
de las empresas, los
salarios se comprimen.


Una reducción de la
dispersión salarial conduce
a una concentración
salarial en términos de
mercado.


4. Temas de Negociación:
Algunos temas sólo pueden
ser sujetas a la negociación
colectiva en ciertos niveles.


Algunos temas son
difícilmente negociables en
este nivel (Ej. Formación)


La negociación eficiente
sobre empleo y salarios, es
sólo factible si se relaciona
con la situación de las
empresas.La centralización
puede desconocer la
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eficiencia de las empresas
La cooperación en el lugar
de trabajo y otras
actividades participativas
entre sindicatos y empresas
se ven disminuidas en la
negociación centralizada.


5. Problemas de
interrupción: las empresas
emprenden decisiones de
inversión hoy que afectan
ganancias futuras. Si los
trabajadores, vía la
negociación colectiva,
pueden conseguir una parte
de estas ganancias sin
contribuir a los gastos, las
empresas podrían
sub-invertir.


Los problemas de
interrupción se ven
reducidos en la
negociación centralizada
porque una empresa
individualmente no puede
afectar el resultado de la
negociación colectiva por
sus pre-negociadas
decisiones de inversión.


6. Huelgas:


La centralización aumenta
el riesgo de conflictos por
problemas del sector , que
pueden escapar a la
realidad puntual de las
empresas.


7. Poder negociador:


La centralización puede
incrementar el poder
negociador de algún actor
en la rama de la actividad.


El incremento del poder de
negociación puede
configurar una clara
rigidez para el
funcionamiento del sector.


a. Evidencia empírica internacional


A partir de los estudios de CALMFORS y DRIFFIL  que mencionáramos en
el numeral anterior, se han desarrollado diversos estudios que intentan verificar
empíricamente, en la realidad de diversos sistemas de relaciones laborales, la
relación existente entre estructura de la negociación colectiva y desempeño
económico.


Conforme con ellos, la evidencia empírica ha mostrado que obtienen mejor
performance macroeconómica aquellos países que presentan altos grados de
centralización de la estructura de la negociación colectiva (negociación colectiva
a nivel macro, nacional e interprofesional en coordinación con negociación
colectiva de sector) o bien altos grados de descentralización de la misma







Relaciones LaboralesNº 8


 - 8 -


(negociación colectiva de empresa  en sus diversas modalidades). Los peores
resultados se registrarían en aquellos sistemas intermedios, es decir aquellos que
centralizan exclusivamente la negociación en el sector económico sin
coordinación alguna.


Tal situación es la reflejada por el gráfico que se expone a continuación:


El cuadro que se presenta a continuación, muestra como-  para un estudio del
año 1997 en países de la OCDE – existe una clara relación entre performance
económica y sistema de negociación. La performance económica se encuentra
medida en términos de inflación, tasa de empleo y tasa de desempleo, y la
negociación colectiva se articula respecto de un esquema centralización /
descentralización. Los índices que se construyen en este cuadro permiten apreciar
como los resultados finales de cada país, son mejores en los países con
negociación colectiva descentralizadas , seguidos de aquellos con una estructura
centralizada de la negociación colectiva, básicamente con instancias a nivel
macro (concertación para todo el territorio nacional e interprofesional).


Tipo de estructura de la negociación colectiva


II
Negociación
altamente
Centralizada


IIII
Negociación
altamente
Descentralizada
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Tabla: Centralización e Indicadores de Desempeño Económico


2. Centralización / descentralización de la negociación colectiva a la
luz del debate de las relaciones laborales


En la segunda vertiente anteriormente apuntada, y no ya desde una
perspectiva estrictamente económica, también se registran discusiones respecto
de la conveniencia de configurar, bajo una modalidad u otra, la estructura de la
negociación colectiva.


En el ámbito de las relaciones laborales, a partir de la década del 90, se
verifican importantes estudios tendientes a considerar los procesos de
descentralización de la negociación colectiva, que se comenzaban a desarrollar
en algunos sistemas de relaciones laborales, con esquemas de negociación
laboral, tradicionalmente centralizada.


Según surge de la literatura mencionada , se han apuntado las siguientes
causas generadoras de un proceso de descentralización de la estructura de la
negociación laboral: i)imposición de los empleadores , motivada por razones de
reorganización del trabajo y/o necesidad de mejora de la productividad; ii) la
diversificación de las estucturas empresariales ; y iii) el propio eventual interes
de las organizaciones sindicales – en algunos casos- motivado en alcanzar una
regulación de temas más cercana al ámbito de las empresas. Como consecuencia
de estas situaciones se habla entonces de tres tipos de factores que han
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determinado en la experiencia internacional estudiada, casos de descentralización
de la estructura de la negociación colectiva: factores de mercado, factores
estratégicos para cada uno de los actores, y factores organizacionales.


De acuerdo con TRAXLER, algunos estudios realizados sobre países de la
OCDE realizados luego de 1997, en los que se estudió el sistema de negociación
colectiva y sus resultados en términos económicos, han demostrado como las
variables meramente económicas- generalmente empleo, desempleo, e inflación
-no son suficientes como para justificar o descartar un tipo concreto de estructura
de la negociación.


De esta forma, no se prioriza en la elección de la estructura de la negociación
colectiva una perspectiva económica, sino que ella es vista como un elemento
más, de similar peso a otras variables, capaces de incidir en el sistema de
negociación, y que son propias de las relaciones laborales.


Entra tales variables se mencionan el grado de cobertura de la negociación, el
grado de centralización, la conformación estructural de los actores y la tasa de
sindicalización. Por consecuencia, cualquier análisis que intente explicar la
relación existente entre negociación colectiva y desempeño económico de un
país, quedará incompleto sino considera además de los indicadores económicos
ya señalados, los indicadores propios de las relaciones laborales que se acaban de
señalar. Solamente en función de tales indicadores, puede explicarse porqué
países que han descentralizado la negociación colectiva han tenido buenos
resultados económicos, y otros que han hecho lo mismo, no han obtenido los
mismos resultados. De igual modo, de la combinación de este tipo de
indicadores, solamente puede explicarse porqué se verifican resultados
satisfactorios en términos de desempeño económico, en sistemas de fuerte
centralización de la estructura de la negociación laboral así como en sistemas de
característica opuesta, es decir de fuerte descentralización.


IV. ESTRUCTURA DE LA NEGOCIACION COLECTIVA
URUGUAYA


En el marco anteriormente expuesto, vamos a analizar la estructura de la
negociación colectiva uruguaya, desarrollada a partir de 1985 a la fecha, es decir,
desde la recuperación de la institucionalidad democrática hasta el gobierno que
se inició el 1 de marzo del corriente año.


Entre los años 1985 y 1992, la estructura de la negociación colectiva se
focalizó de manera centralizada en el nivel de la rama económica de la actividad,
en torno de los Consejos de Salarios. En efecto, a consecuencia de la interrupción
de las libertades civiles y políticas que vivió el país a partir del año 1973, la
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negociación colectiva se extinguió, generándose en todo el sistema de relaciones
laborales, una crisis de funcionamiento que no era más que un emergente del
régimen de fuerza que vivía el país.  Dicha crisis, se extiende hasta los años de la
recuperación democrática, dado que la instalación en el año1985, de los
Consejos de Salarios creados por la ley 10.449 de 1943, presentó importantes
dificultades básicamente a consecuencia de la destrucción de estructuras
sindicales; de la desaparición de figuras negociadoras; de la inexistencia de
actores; y de la falta de práctica propia de la inacción de tantos años.


La recuperación de la institucionalidad democrática posibilitó el reinicio del
funcionamiento del sistema de relaciones laborales y muy lentamente por dichos
años, se fue configurando un sistema de negociación de base multiempleador por
el lado patronal, que celebraba acuerdos colectivos con organizaciones sindicales
de rama de actividad. El resultado entonces, en términos de estructura de la
negociación colectiva, configuraba una estructura simple, tripartita y
centralizada, con convenios colectivos que mediante el mecanismo jurídico de la
homologación, eran extendidos en sus efectos a las diferentes ramas de la
actividad económica.


Desde 1990 a 2004, el sistema uruguayo de relaciones laborales desarrolló
una experiencia de descentralización en la estructura de la negociación colectiva,
priorizándose la negociación a nivel de empresa,  - con mayor énfasis del 1994 a
2004 - buscándose en forma deliberada por parte de los gobiernos de turno, un
cambio destinado a favorecer dicho nivel de negociación en detrimento del nivel
de rama de la actividad. Por esta razón, se verifican en este período
mayoritariamente convenios colectivos negociados entre un sindicato único y un
empleador único, a diferencia del período anteriormente señalado, en el cual,
primaba claramente un esquema de negociación entre un sindicato único y
múltiples empleadores que se hacían representar por una asociación patronal.
Esta opción estratégica y política adoptada por los gobiernos del momento,
generó como consecuencia un cambio en la estructura tradicional de la
negociación colectiva uruguaya, la cual, por un lado se trasladó de la rama de
actividad a las empresas; remplazó la negociación tripartita por los
entendimientos básicamente bipartitos y por otro lado, hizo decaer claramente en
términos relativos, la cantidad de acuerdos negociados. Bajo esta óptica y por
razones totalmente distintas a las anteriormente señaladas, también puede
hablarse de cierta crisis de la negociación colectiva, al menos en términos
cuantitativos, dado que la cantidad de convenios celebrados en este período es
contundentemente inferior a la cantidad de convenios del período anterior.


Cabría preguntarse a la luz de las consideraciones analíticas que hemos
expuesto precedentemente si la sana intención de mejorar la productividad de las
empresas fue realmente alcanzada en este período; y que efectos no deseados
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pudo ello traer respecto de las relaciones laborales, a través de una negociación
colectiva disminuida por imperio de una descentralización, que condenó en la vía
de los hechos, a quedarse sin convenio colectivo , a las organizaciones sindicales
que no tenían el suficiente poder de negociación como para posibilitar una
instancia de negociación efectiva.


En efecto, la descentralización uruguaya de la estructura de la negociación
colectiva al menos en términos numéricos, posibilitó un descaecimiento de la
negociación y por ende, una caída de la tasa de cobertura de los convenios
colectivos. Por el contrario, fortaleció el poder de negociación y la vida laboral
de aquellos sindicatos, que tuvieron el suficiente poder para continuar realizando
instancias de negociación, incluso en no pocos casos, trasladándose de la rama de
la actividad a las empresas, a celebrar convenios que jurídicamente se
configuraban como acuerdos de empresa.


Los conceptos anteriormente señalados pueden apreciarse claramente a través
de las siguientes gráficas:                                                    
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Si confrontamos los datos anteriormente expuestos con los indicadores del
país en términos de inflación, desempleo y producto bruto interno, que se
detallan en el cuadro siguiente, puede apreciarse como no hay mayores
variaciones significativas en relación a  los años en donde se desarrolló un tipo u
otro de estructura de la negociación colectiva.
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Fuente: Instituto Nacional de Estadística (www.ine.gub.uy)
a. Evolución de Empleo y Desempleo. Total del país (en porcentaje y miles de personas).


Período: 1986 -2004
b. INDICE DE LOS PRECIOS DEL CONSUMO. Indice General y Variaciones mensual,


acumulada del año y últimos doce meses. Base Marzo de 1997 = 100. Período: 1984-2004
c. PRODUCTO INTERNO BRUTO A PRECIOS DE PRODUCTOR, SEGUN CLASE DE


ACTIVIDAD ECONOMICA. Miles de pesos, a precios constantes de 1983. Período: 1984 - 2004.
FUENTE: Banco Central del Uruguay. (1): Comprende la remuneración imputada de las
Instituciones Financieras y los derechos de importación.


La reciente decisión de actual gobierno uruguayo de reinstalar los Consejos
de Salarios, se convierte en una nueva inflexión para el sistema de relaciones
laborales, el cual luego de haber sufrido un cambio de estructura de negociación
en la década de los noventa, cambia de nuevo, de forma de retornar ahora a
privilegiar la negociación de rama de la actividad, en un proceso de
re-centralización de los niveles de negociación laboral. De esta manera, parecería
pretender volverse a la continuidad histórica de las relaciones laborales
uruguayas, privilegiándose como unidades de negociación las instancias
tripartitas por sector económico.



http://www.ine.gub.uy/
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En consecuencia, la evolución de los últimos veinte años de negociación
laboral estudiada presenta una situación que podemos representar gráficamente
de la siguiente manera:


ESTRUCTURA DE LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA


Caracte-riza
ción


Años Nivel Unidad
de
nego-ciaci
ón


Actores de
la
negociación


Tipo estructural Actores sociales


Crisis 1973-1
984


Interdicción
Sindical


Cambio /
continuidad


1984-1
992


Rama Consejo
de
Salarios


Sindicato
Único /
Empleadores
Múltiples


Centralización:
negociación
tripartita de sector
económico


Nueva
constitución de
actores sociales


Cambio 1992-2
004


Empresa Empresa Sindicato
Único /
Empleador
Único


Descentralización:
 negociación
bipartita de
empresa


Debilidad de
actores sociales


Cambio /
continuidad


2005 - Rama Consejos
de
Salarios


Sindicato
Único /
Empleadores
Múltiples


Centralización:
negociación
tripartita de sector
económico


Fortalecimiento
del actor sindical


V. CONCLUSIONES


Las consideraciones que hemos realizado nos permiten concluir las siguientes
afirmaciones:


i. La negociación colectiva puede ser analizada en función de los resultados
jurídicos que produce en su rol de fuente de derecho convencional, pero
también puede ser apreciada en su función de mecanismo de interacción
entre los actores sociales, como un proceso esencial de un sistema de
relaciones laborales.


ii.La noción de estructura de la negociación colectiva y los diversos conceptos
que de ella emergen, se configuran como herramientas de análisis de singular
importancia, a fin de estudiar la negociación colectiva en la función
anteriormente señalada.







Relaciones LaboralesNº 8


 - 16 -


iii. El análisis de la estructura de la negociación colectiva, permite extraer a
la hora de la construcción de políticas laborales, diversas opciones de
configuración, cuya fundamentación conceptual, puede realizarse a la luz de
postulados de índole económica o bajo un enfoque que si bien toma en
cuenta dicha perspectiva, pone énfasis además en una visión propia de las
relaciones laborales.


iv. El debate entre centralización y descentralización de la estructura de la
negociación colectiva se presenta como un eje de discusión central en el
debate de las relaciones laborales, y ha configurado en la realidad concreta
del Uruguay, una importante inflexión entre los últimos diez años del
funcionamiento del sistema de negociación colectiva.  Ello posibilitó
claramente un cambio en el sistema de relaciones laborales por el cual entre
1994 y 2004, la negociación colectiva uruguaya, abandonó el tripartismo, y
se estructuró en forma bipartita a nivel de empresa.


v. Los indicadores económicos tales como inflación, empleo y desempleo,
pueden proporcionar una vía de reflexión capaz de permitir una apreciación
y un juicio sobre la estructuración del sistema de negociación colectiva y su
impacto sobre la economía del país. No obstante esto, ellos no pueden ser
considerados de manera independiente de otras variables no económicas,
capaces de extender el análisis al propio funcionamiento de las relaciones
laborales del sistema del cual se trate. Solamente de esta manera se podrá
explicar porque algunas apuestas a la descentralización han funcionado
mejor en algunos sistemas que en otros.


vi. En términos personales preferimos una estructura de la negociación
colectiva que no se aleje de los resultados que producen las empresas, como
referente esencial para cualquier mecanismo de reparto de la riqueza. Ello no
significa apostar a una negociación reducida en la rama de la actividad sino
por el contrario, aplicar mecanismos de coordinación vertical, capaces de
posibilitar instancias complementarias, “de abajo hacia arriba”, entre las
empresas y las ramas de actividad, según contenidos temáticos de la
negociación. Este no resulta ser el camino elegido por el gobierno actual, el
cual parece haber apostado a la continuidad histórica y preferencial de los
acuerdos de rama en la negociación laboral.
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La redefinición de las funciones y los modelos de negociación colectiva en los
albores del siglo XXI


        Alfredo Villavicencio Ríos


A Ricardo Mantero, con inmensa nostalgia de su
fraterna calidez.


Introducción


Comenzaré señalando que la exposición tendrá una referencia inicial más bien teórica,
en la que se reseñará el contenido de las funciones de la negociación colectiva, para dar
lugar, a continuación, a una presentación de los modelos de negociación colectiva,
poniendo el acento en la forma como se han organizado para llevar a cabo tales
funciones. 


Naturalmente, dicho análisis sólo resulta posible si se trasciende la mera perspectiva
jurídico–positiva, y se busca plantear una aproximación histórico-funcional, dado que
los cambios en los sistemas de negociación colectiva no suelen ser el sólo producto de
modificaciones en el marco normativo, sino de variaciones en las políticas y estrategias
aplicadas por sujetos negociadores, motivadas a su vez por cambios en el contexto
económico y productivo en el que ha de producirse la negociación.


En principio, el análisis que plantearemos a cabo no está referido a ningún ordenamiento
jurídico concreto. No obstante, en muchos de los casos el punto de referencia estará
constituido por la experiencia de la negociación colectiva en los países europeos. Ello se
debe a que, como ha afirmado la OIT, Europa es la región privilegiada en materia de
negociación colectiva, tanto porque es donde la negociación colectiva ha alcanzado un
mayor desarrollo y extensión, como porque es en esta región donde con mayor firmeza
se sustenta la conveniencia de su desarrollo como instrumento de estabilización
económica y equilibrio social. De allí que la realidad europea constituya un observatorio
privilegiado de las principales líneas de tendencia de los sistemas de negociación
colectiva.


Asimismo, debe señalarse que estamos aproximándonos a un fenómeno muy complejo y
dinámico, que recusa la existencia de modelos químicamente puros, dado que incluso
dentro de un país determinado conviven tendencias distintas y hasta contradictorias. 


Finalmente, hay que tener presente que la supervivencia de la negociación colectiva
depende de su adaptabilidad  al carácter cambiante de su entorno, como ha reconocido
Windmuller. En consecuencia, siguiendo a Giugni, podemos afirmar que ni siquiera la
doctrina jurídica sobre el convenio colectivo es nunca definitiva, precisamente porque la
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realidad a la que está referida está en continuo movimiento, siendo cada construcción
idónea sólo para fijar un momento evolutivo de la misma. 


Funciones de la negociación colectiva


Dicho lo anterior, corresponde pasar revista a las funciones que, dentro de los sistemas
de relaciones laborales cumple la negociación colectiva. 


En primer lugar, hay que recordar que el término función es polivalente en el ámbito
jurídico. Hace referencia a la concepción de derecho-función de Duguit, a la de la causa
de los negocios jurídico-privados de Betti, a la contraposición entre análisis funcional o
estructural del Derecho de Carnelutti, o simplemente se refiere a los fines perseguidos
por un instituto o regulación jurídica. Siendo muy relevantes las tres primeras
concepciones, nos quedamos en esta ocasión con la última acepción, que busca
determinar finalmente para qué sirve la negociación colectiva, para estar luego en
condiciones de establecer las diferentes formas cómo se ha organizado para cumplir su
cometido en cada etapa histórica.


Desde esta perspectiva, debemos partir de señalar que la negociación colectiva tiene un
gran función unitaria, de la que luego se desprenden otras que la sirven: la doctrina ha
dicho, así, que esta función unitaria es la de medio fundamental de tutela de los intereses
de los trabajadores, o simplemente, la de ser un instrumento de control del mercado de
trabajo, o un instrumento de composición de los conflictos de intereses entre capital y
trabajo. Nosotros coincidimos en general con la última acepción citada, fraseándola así:
la función unitaria de la negociación colectiva es la de ser un instrumento para la
composición tendencialmente equilibrada del conflicto entre trabajadores y
empleadores.


Todo ello, visto desde el marco conceptual que refiere que la negociación colectiva es
fundamentalmente un proceso de creación de normas que expresa una relación de poder
entre organizaciones, un «uso diplomático del poder» en el que se evidencia su
naturaleza de institución política que transforma el conflicto en consenso a través de un
complejo procedimiento institutivo de normas, montado sobre las relaciones de poder de
las organizaciones sindical y patronal.


Ahora bien, la función unitaria, que actúa como columna vertebral o viga maestra
deducida de una macrovisión de la negociación colectiva, puede y debe dividirse en
funciones genéricas, que a su vez están compuestas de un conjunto numeroso de
funciones específicas interdependientes. 


Puestos en línea de disección, les proponemos seguir la clasificación inicial de la
doctrina norteamericana que habla de tres funciones genéricas de la negociación
colectiva: de compraventa, gubernamental y organizacional.
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La función de compraventa


Es la más tradicional de las funciones y se expresa en la determinación colectiva y
conjunta de las condiciones que se pagarán por el trabajo recibido, no sólo a nivel de
cada empresa o sector, sino también en el ámbito general. Se manifiesta en las normas
sustanciales del convenio colectivo. 


La negociación colectiva cumple así una función económica central, ya que es la
protagonista principal de la conformación de las rentas del trabajo o los costos
salariales, es decir, de la distribución del ingreso entre capital y trabajo.


En el campo de las funciones específicas involucradas en este campo genérico, la
función inicial o primaria de la negociación colectiva, aquella que explica su
nacimiento, es la de operar como mecanismo de “compensación”  o “contrapeso” de la
desigualdad “originaria” que caracteriza a la relación individual de trabajo. Es lo que
puede denominarse función equilibradora o compensadora de la negociación colectiva.


Importa la introducción de mayores dosis de coordinación en desmedro de la
subordinación que caracteriza a las relaciones individuales, a partir del surgimiento y
actuación de las organizaciones sindicales, y trae como consecuencia significativos
avances en los campos de la justicia social y de la democracia material, y, por ende, de
la cohesión social, componente imprescindible del desarrollo social. 


La segunda función específica vinculada al campo de la determinación colectiva de las
condiciones de trabajo, es la denominada función compositiva o pacificadora. Dado
que la relación laboral es intrínsecamente conflictiva, la negociación colectiva es el
principal instrumento de canalización y funcionalización del conflicto, de manera que se
reduzcan sus aristas negativas y se favorezcan sus consecuencias positivas. 


Se trata hasta la fecha del mejor cauce en el que las propias partes involucradas, en
condiciones de cierto equilibrio, intercambian propuestas y ventajas, hasta lograr un
acuerdo que viene a ser una especie de “pacto de paz”, que da lugar a un período de
tranquilidad laboral en el que se ponen por delante los intereses comunes y se postergan
los contrapuestos hasta el vencimiento del plazo de vigencia del convenio colectivo.


La tercera función específica la denominaremos función normativa, a través de la cual
la negociación colectiva es una fuente de derecho que uniformiza o estandariza las
condiciones de trabajo de los distintos colectivos laborales en una empresa o sector.  Se
trata de una ordenación tendencialmente uniforme de las condiciones de trabajo, que
busca evitar los efectos a la baja que puede tener la competencia entre trabajadores por
los mismos puestos de trabajo, aunque también satisface intereses empresariales, al
hacer posible la previsibilidad de los costos laborales y una cierta organización de la
competencia empresarial al evitar el dumping social o la competencia basada en la
degradación de las condiciones de trabajo. 
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Vale destacar, una cuarta función específica denominada función adaptativa, que
podemos definir como aquella que le permite a los sujetos colectivos pactantes regular
las condiciones de trabajo más adecuadas a cada unidad o sector productivo. Su cercanía
al objeto de regulación y el conocimiento del mismo que tienen las partes, la lleva a
gozar unas condiciones de adaptabilidad o adecuación de las que carece cualquier otro
producto normativo. Evidentemente, mientras más pequeña se la unidad de negociación
(empresa o establecimiento) mayor actuación tendrá esta función, aunque en los
sistemas de negociación sectorial (que ya implican un grado de especialidad por rama),
esta función se materializa ya sea a través de articulación negocial o del establecimiento
de mecanismos como la regulación por franjas según la dimensión de negocios de la
empresa. 


Además de ello, la negociación colectiva es un sistema de regulación temporal y de
renovación periódica, por lo que vive un proceso permanente de adecuación a la
situación real de cada ámbito de las relaciones laborales. 


En tal sentido, la especificidad y temporalidad de la regulación pactada no tiene rival en
el campo de la adaptación, en la medida en que la esfera más concreta, la individual, se
encuentra inmersa en un desequilibrio tan grande que lleva a que su centralidad no sea
compatible con los valores esenciales de la vida civilizada. Así, la función adaptativa la
convierte en la institución más dinámica del sistema de relaciones laborales y en el
instrumento más apropiado para la asimilación y adecuación permanentes al cambio.


Todo lo visto nos muestra las características de la negociación colectiva en los terrenos
de equilibrio, participación, cercanía al objeto de regulación, conocimiento de la
problemática, flexibilidad, adaptabilidad, consenso y estabilidad del acuerdo, que han
llevado a que se afirme que actualmente es el mecanismo predominante y principal para
la regulación de las relaciones laborales,


Sin embargo, los convenios colectivos, no son sólo acuerdos “tarifarios”. Tienen otros
objetivos relevantes, que detallamos, a continuación, a la luz del desarrollo de las
funciones que siguen. 


La función gubernamental


La segunda función genérica es la función gubernamental, que sale del campo de la
determinación de las condiciones de trabajo, para ingresar al terreno totalmente distinto
del gobierno del sistema de relaciones laborales, que se expresa en campos muy
diversos y complejos, como pueden ser la concertación social, la legislación negociada o
el diseño, aprobación e implementación de un conjunto de reglas, procedimientos e
institutos dirigidos a organizar y poner en marcha la propia actividad normativa de los
sujetos colectivos. En todos estos campos, lo central pasa porque los sujetos sociales,
solos o con la presencia oculta o explícita del Estado, codeterminan las líneas matrices
de configuración y desarrollo de las relaciones laborales en un determinado momento. 
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Veamos, en concreto, la función gubernamental en el ámbito del autogobierno de la
autonomía colectiva. Al respecto, empiezan a aparecer los Acuerdos Marco que son
verdaderas y propias regulaciones sobre la producción normativa (normas sobre normas)
que van abriendo paso y consolidando, como señala Giugni, la importancia de las
funciones organizativas, administrativas y jurisdiccionales de la negociación colectiva al
lado de la tradicional función legislativa. 


Y ello resulta fundamental, puesto que, en los gráficos y concluyentes términos de
Dunlop, el establecimiento de estos procedimientos y reglas, así como su
administración constituyen el centro de atención de un sistema de relaciones
industriales. Su trascendencia es tal que la determinación de los procedimientos y la
autoridad para confeccionar y administrar las reglas que gobiernan este sistema servirán
como elementos esenciales para conocer su grado de autonomía o heteronomía, es decir,
su grado de desarrollo. 


Esta función gubernamental va a implicar una permanente y dinámica red de relaciones
entre las partes, dirigida a producir, aplicar, interpretar, adaptar e integrar los convenios
y demás acuerdos colectivos, a través de distintos instrumentos, lo que supera
ampliamente la tradicional visión contractualista para la que lo fundamental es el
convenio y el recurso a la negociación se reduce solamente a las etapas de renovación
correspondientes. Nos encontramos ante la necesidad de un quehacer paritario continuo,
ininterrumpido, que conduce hacia un modelo dinámico de negociación colectiva, en el
que la conclusión de determinados asuntos da paso inmediato a la administración del
acuerdo, por un lado, y a la discusión de aquellos sobre los que todavía no fue posible el
consenso, por otro.


Finalmente, el gobierno de las relaciones laborales importa que desde el vértice se
regule los alcances y el ejercicio de la autonomía colectiva de las unidades menores, con
reglas generalmente de reparto de competencias que deben ser respetadas por las
organizaciones actuantes en ellas. 


Hasta la aparición de estas normas articuladoras, se podía compartir la doctrina que
dividía el convenio colectivo en dos partes, una normativa, que regulaba las relaciones
individuales de trabajo y otra obligacional que se ocupaba de las colectivas. Cuando el
contenido gubernamental se asienta, se ponen en evidencia las limitaciones de esta
teoría, en la medida que irrumpe en la escena, siempre evolutiva como hemos visto, un
contenido normativo cuyos destinatarios no son los trabajadores individualmente
considerados sino las organizaciones de ámbitos menores, y cuyo contenido no es una
regulación sustancial de condiciones de trabajo sino se trata de reglas estructurales que
delimitan los confines del poder normativo a ejercer. Veamos lo aquí dicho en acción. 


La función genérica de gobierno del sistema de relaciones industriales a través de la
autonomía colectiva, tiene como primera función específica la de organización del
poder normativo colectivo, que se expresa en las reglas, procedimientos e institutos
ordenan, modalizan y armonizan el ejercicio concreto de la negociación colectiva.
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Reglas que definen quienes detentan este poder normativo, con que alcances, cuales son
los procedimientos a través de los cuales se ejercita y como se vinculan los diferentes
productos normativos. 


Se trata de normas que establecen quiénes son los sujetos titulares de la negociación
colectiva, cuáles son los niveles en que se puede iniciar tratativas con miras a suscribir
un convenio colectivo, cuáles son las materias a regular en cada uno de ellos, qué
funciones debe cumplir cada unidad negocial. 


En concreto, se puede ejemplificar el tema cuando vemos algún Acuerdo Marco en el
que se establece que en el sector minero se negociará únicamente en los niveles de rama
y de empresa; que en materia salarial el ámbito mayor fijará mínimos a mejorar en el
menor, según las situación de las empresas; que se reservan para el ámbito sectorial la
fijación del tiempo de trabajo y las medidas de seguridad y salud laboral; que a nivel de
empresa se regulará de manera exclusiva la productividad y el absentismo; en tanto que
el número de bonificaciones salariales se fija en el sector pero el monto de las mismas se
pacta a nivel empresarial. 


Se trata, pues, de criterios de coordinación normativa que se conocen como de
suplementariedad, complementariedad, competencias exclusivas, exclusión de
competencia, competencia limitada, supletoriedad, que reconducen el poder normativo
autónomo vertebrándolo de la manera que los actores sociales del vértice
correspondiente han considerado adecuado para los intereses involucrados y generando
un enjundioso debate sobre el alcance de los límites convencionales de la negociación
colectiva, imprescindibles para la plena realización de la autonomía colectiva. 


A su lado está la función específica administrativa, que lleva a que el proceso negocial
no concluya con la suscripción del convenio colectivo sino que continúe a lo largo del
período de aplicación de lo pactado. Se expresa en la gestión del conflicto de intereses a
partir de lo pactado en el convenio colectivo. Permítanme explicarme empleando una
lograda imagen de Giorgio Ghezzi: la instantánea ofrecida por el convenio colectivo en
si mismo, como específico documento, parece animarse, desenrrollarse, en una suerte
de largometraje que se proyecta (potencialmente) en todo el arco de operatividad del
convenio colectivo. 


La administración del convenio trae consigo una dinamización de la negociación
colectiva que la lleva a trascender más allá de la suscripción del convenio colectivo e
ingresar en una labor paritaria permanente en la que se determinan los  alcances de lo
acordado y se aborda aquello colateral, limítrofe o consecuencial que continúa sobre la
mesa de negociación. 


Finalmente, y muy vinculada a la función administrativa, está la función específica
jurisdiccional, que deja en manos de los actores sociales la solución de todos los
conflictos derivados de la aplicación o interpretación de los convenios colectivos. Se
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extrae, en gran medida, de la jurisdicción estatal los conflictos colectivos de esta índole
para entregarlos a Comisiones Paritarias u organismos similares. 


Como la norma ha sido creada por las partes sociales, quien mejor que ellas mismas
para resolver las diferencias generadas a su alrededor, a través de la red de órganos y
procedimientos creados para tal fin.


El desarrollo de la función gubernamental, permite que se pueda hablar del surgimiento
de un ordenamiento jurídico originario, que la doctrina italiana denomina ordenamiento
intersindical, en el que sus diferentes elementos se condicionan recíprocamente, tanto en
su existencia como en su contenido material, conformando no ya un puro agregado
informe de normas, sino una dinámica realidad predeterminada por reglas estructurales
de formación y cambio, en la que sus elementos integrantes pueden cambiar o
extinguirse con sujeción a las reglas de transformación previstas por el propio sistema- a
la vez que una totalidad abierta, al hallarse en permanente conexión con el sistema
jurídico y el social que la enmarcan. 


La función organizacional


Finalmente, la tercera función genérica es la organizacional que se ocupa de la
actuación de la empresa como sujeto económico, no desde el punto de vista estricto de
las relaciones laborales, sino de la actividad de la empresa como organización
económica para la producción y el intercambio de mercancías. Entramos en el terreno de
las opciones productivas, la política de inversiones, reconversiones, reestructuraciones,
participación de los trabajadores en la gestión de la empresa, etc. 


Esta función actúa sobre el núcleo duro de los poderes empresariales y les imprime un
cierto grado de procedimentalización, a la vez que regula la organización y el desarrollo
del trabajo en la empresa aportando reglas uniformes que facilitan la gestión de los
recursos humanos. 


Basada en la participación de sus destinatarios en la regulación de sus formas y
contenido, la negociación colectiva es así un instrumento clave para la organización del
trabajo y, a la vez, una herramienta para hacer posible la participación en dichos
procesos.


Conclusión inicial


De lo visto hasta aquí, puede concluirse que la negociación colectiva es una institución
multifuncional  y caleidoscópica, que cumple un papel decisivo en los procesos de
producción y distribución de la riqueza, y también de asignación y ejercicio del poder.
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Por eso ha trascendido el ámbito de las relaciones laborales para convertirse en un
componente esencial del Estado Social de Derecho, en la medida que es un instrumento
clave en la consecución de los fines de éste, es decir de cuotas cada vez mayores de
igualdad sustancial.


Modelos de negociación colectiva


Ingresando al campo de los modelos de negociación colectiva, debemos señalar que no
siempre la negociación colectiva ha cumplido todas estas funciones, ni lo ha hecho del
mismo modo, por lo que pueden distinguirse diferentes etapas en el desarrollo de los
sistemas de negociación colectiva, dentro de la cuales éstos se han organizado de
diferente manera a partir de una preponderancia o combinación determinada de las
funciones descritas.


Así, si echamos un vistazo a la historia y al mundo podemos distinguir grosso modo tres
grandes modelos: inicial, industrialista y postindustrial, en los que se han ido
acomodando los países de diversa manera. 


Veamos, a continuación estos modelos a partir de la determinación de quienes negocian,
el procedimiento negocial, la estructura negocial, los contenidos de la negociación y la
eficacia jurídica de los convenios colectivos. 


Modelo inicial


En el marco del capitalismo liberal, cuando los derechos colectivos salen de la etapa de
la prohibición y se ingresa en la de tolerancia, la actuación colectiva no estaba
institucionalizada, tanto porque los trabajadores se agrupaban en uniones esporádicas,
cuanto porque se negociaba solamente ante la presencia de conflicto agudo y su
resultado era un acuerdo sin eficacia jurídica. La discusión giraba únicamente alrededor
de salarios y tiempo de trabajo y el respeto de lo acordado se basaba en la palabra
empeñada, dada la naturaleza de pactos de caballeros del convenio, y en el recurso a la
huelga en caso de desconocimiento. Finalmente, en esta etapa que con precisión
Antonio Ojeda ha denominado como inorgánica inicial el ámbito de negociación era
fundamentalmente la empresa. 


Paulatinamente, se irá ingresando en la etapa de reconocimiento jurídico de los derechos
colectivos, con un movimiento sindical en proceso de consolidación sectorial y con la
asimilación (natural, ante la inexistencia del Derecho del Trabajo) del convenio
colectivo al molde preexistente del contrato, habida cuenta que se origina en un acuerdo
de partes privadas. Así, el convenio colectivo se convierte en fuente válida de
obligaciones que se pueden exigir judicialmente, pero puede ser contradicho por
acuerdos individuales, con lo que su función equilibradora todavía no puede
materializarse.   
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De este modelo, en la actualidad solo queda un rasgo aislado: el valor de pacto entre
caballeros de los convenios colectivos en el Reino Unido,, salvo que las partes decidan
darles valor contractual. Y ello no se debe al subdesarrollo del sistema inglés de
relaciones laborales, sino a la peculiar configuración del mismo, en donde la
intervención estatal es verdaderamente mínima, dejando a los sujetos colectivos el total
dominio de sus relaciones, a través de cláusulas de seguridad sindical, por ejemplo. 


Modelo industrialista


Promediando el siglo XX podemos encontrar la presencia de los rasgos principales del
sistema que hemos denominado como industrialista, que se sustenta en el paradigma
fondista de organización de la producción. 


Para comenzar, no sólo se ha ingresado a la etapa de reconocimiento jurídico de los
derechos colectivos sino que se ha generalizado su consagración constitucional,
llegando a formar parte esencial del nuevo pacto social que sustenta al Estado Social de
Derecho: se reconoce la propiedad privada de los medios de producción y la libre
empresa, a condición de que se ejerzan dentro de los límites del Derecho del Trabajo,
tanto en su expresión legal como en la convencional. 


Además, se trata de una consagración constitucional de naturaleza promocional, ya que
se ordena garantizar el surgimiento y la actuación eficaz de los sujetos colectivos, por lo
que el Estado debe involucrarse legislativa, administrativa y judicialmente en su
fomento y protección. 


En tal marco, son pocos los países que se adscriben al modelo de abstention of law:
Uruguay, Italia o Reino Unido, y sólo este último construye un modelo dinámico o de
negociación permanente. De allí que uno de los signos distintivos de esta etapa será la
regulación legal de los derechos colectivos, que determina los sujetos, el procedimiento
negocial, el contenido del convenio, y la eficacia normativa de los convenios de modo
que se apliquen automática e imperativamente a todas las relaciones que caen en su
ámbito, en garantía plena de la función equilibradora de la negociación colectiva.  


En el modelo regulado, sin embargo hay dos corrientes: una europea que apuesta por el
fomento del fenómeno sindical y otra latinoamericana que establece una regulación
detallada y restrictiva, que arrincona lo colectivo y busca reducirlo a su mínima
expresión.


En el caso europeo, el espacio dejado a la negociación colectiva le lleva a cubrir todo el
ámbito de la fijación de condiciones de trabajo, para cumplir también la función
gubernamental y, en menor medida, la organizacional (es casi paraorganizacional),
llegando a dar vida a regulaciones e instituciones muy sofisticadas. Todo ello, dentro de
una estructura negocial centralizada, sobre todo en Europa continental, que ha visto
como los niveles de negociación, en muchos casos, se han diversificado y se han
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articulado, formal o informalmente, y siempre por decisión voluntaria de las partes
sociales. 


Se asiste, así, a la presencia de acuerdos o disposiciones marco que buscan superar los
defectos de una negociación empresarial o sectorial excluyente, vertebrando ambos
niveles para potenciar sus virtudes y reducir sus defectos. En tal dirección se cuenta con
una negociación sectorial que permite una mayor cobertura y un poder de negociación
acrecentado y se la combina con acuerdos de empresa que buscan tener en cuenta las
condiciones de cada unidad productiva. 


En el caso latinoamericano, con la excepción de Uruguay, el modelo
intervencionista-restrictivo ha producido regulaciones y comportamientos estatales
limitativos y muy detallados en materia negocial, que han conducido a un atrofiamiento
de la autonomía colectiva. Se ha señalado taxativamente a los titulares del derecho de
negociación, se ha impuesto legalmente el nivel en que se puede negociar, con un clara
opción descentralizadora (salvo en Argentina, Brasil y Uruguay), se aplican barreras
numéricas para constituir sindicatos, afiliarse o dirigirlos, así como elevadas vallas de al
menos la mayoría absoluta de trabajadores para iniciar una negociación, se construyen
engorrosos procedimientos negociales, se recorta a mínimos el recurso a la huelga, etc. 


Todo ello, ha impedido el surgimiento de actores fuertes y procesos vitales. Y ni que
decir que ha obstaculizado efectivamente el desarrollo de las funciones gubernamentales
y organizacionales de la negociación colectiva, en la medida en que el espacio dejado a
la regulación pactada no va más allá de la fijación de condiciones de trabajo. 


Tanto en Europa como en Latinoamérica, y de conformidad con la organización
económica fondista de la producción, la tendencia general lleva a uniformizar de las
condiciones de trabajo, lo que se expresa particularmente en el establecimiento de
condiciones salariales homogéneas, con independencia de las circunstancias específicas
de las empresas, una ordenación del tiempo de trabajo única e inflexible y una
clasificación profesional bastante rígida. 


Finalmente, como se ha visto, en esta etapa se produce también la definitiva
incorporación de los de los convenios colectivos al ordenamiento jurídico, mediante el
reconocimiento a los mismos de naturaleza propia y eficacia normativa. Y ello incluso
en sistemas informales como Italia, donde existe una norma expresa o Uruguay, con
origen doctrinal y jurisprudencial, aunque, como ya se viera, con la única excepción del
Reino Unido.


Como puede fácilmente deducirse, esta atribución de efectos normativos al convenio
colectivo se hace en aras de un mejor cumplimiento de sus funciones normativa y
equilibradora que requieren el predominio de la voluntad colectiva sobre la individual
para realizarse.
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Paralelamente, y en consonancia con las necesidades de homogenización, por mandato
legal se amplía la eficacia personal de los convenios colectivos celebrados por los
sujetos más representativos a todos los trabajadores y empresarios involucrados al
margen de su afiliación o no a los pactantes. Y se requiere mandato legal para esta
ampliación, que se realiza por vías diversas (extensión administrativa o atribución legal
directa), porque siendo los sujetos colectivos personas jurídicas privadas los alcances de
su representación natural no pueden exceder del ámbito de sus afiliados. De allí que sólo
la voluntad del legislador puede ampliarla, creándose así el concepto de
representatividad. Por supuesto que hay países que no consagran tal regulación, como
Italia, pero que en la práctica no presenta diferencias porque los propios empleadores
extienden a todos sus trabajadores lo pactado con el o los sindicatos, para tener un
manejo eficiente y común de las condiciones de trabajo. 


Modelo postindustrialista


El modelo industrialista de negociación colectiva se está viendo afectado por las
importantes trasformaciones en las formas de desarrollo de la actividad económica y de
organización de la producción, que están conduciendo a una redefinición de buena parte
de sus modos tradicionales de organización y a una nueva distribución del protagonismo
entre sus distintas funciones.


Así, el hecho de que nos encontremos en la actualidad ante una realidad económica y
productiva más diversa, compleja y cambiante, conduce a priorizar la faceta adaptativa
de los convenios colectivos en desmedro de sus funciones normativa y equilibradora,
originando un cambio de énfasis en el seno de la función de compraventa.


Es decir, los convenios colectivos dejan de responder prioritariamente a un propósito de
equilibrio y uniformación y se convierten en instrumentos dirigidos a favorecer una
adaptación flexible de las condiciones de trabajo a las necesidades empresariales.


De forma paralela, la paulatina sustitución de los rígidos esquemas fordistas de
organización de la producción por formas más grupales, flexibles y participativas de
desarrollo del trabajo esta favoreciendo la asunción de un protagonismo cada vez mayor
de sus funciones organizacional y gubernamental sobre su tradicional cometido
económico o de mera regulación de las condiciones de  “compraventa” de la fuerza de
trabajo.


Los convenios colectivos avanzan así a convertirse, paralelamente, en instrumentos de
gestión flexible de la fuerza de trabajo y no sólo de fijación de las condiciones de
trabajo. Se va así gestando un paradigma “postindustrial” de desarrollo de la
negociación colectiva, dentro del cual ganan terreno sus aspectos adaptativos y
organizativos sobre sus facetas normativa y equilibradora.
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El desarrollo de este nuevo paradigma, sin suponer una alteración radical respecto del
esquema tradicional, introduce algunos cambios de relieve en los principales aspectos a
partir de los cuales se estructuran los sistemas de negociación colectiva.


Así, irrumpen con fuerza nuevos productos colectivos, que van a convivir con el
convenio general, y que tienen como características su informalidad, su especificidad y
su descentralización. Es el caso de los acuerdos de empresa, que si bien existían desde
siempre, van a ampliar considerablemente sus funciones. Ya no estarán dirigidos a
mejorar o complementar la regulación legal o convencional, sino que ahora pueden
cumplir una función integrativa, ocupándose de materias no reguladas en otra norma
(acuerdos defectivos españoles), como también pueden llegar a sustituir la regulación
del convenio de  nivel superior a la empresa, a través de las cláusulas de “inaplicación”
o “descuelgue” (cláusulas de apertura alemanas o de descuelgue españolas).


A su vez, se rompe el carácter progresivo de la negociación colectiva permitiendo
expresamente la negociación colectiva in peius o concesiva, a la par que se rompe con la
tradicional ultractividad del contenido normativo del convenio colectivo vencido. Por
tanto, cada negociación comenzará de cero en lugar de tener como piso lo conseguido en
el convenio anterior. 


Por tanto, asistimos a una debilitación del convenio, en pro de una mayor adaptabilidad
a las condiciones de cada empresa, dejando mal parada a la uniformización de
condiciones de trabajo propia del fordismo. 


Paralelamente, en el campo de la estructura de la negociación colectiva, la regla también
pasa por descentralización, en la medida en que se busca ámbitos negociales adecuados
a las materias o cuestiones a regular, que, como hemos visto, pertenecen al campo
empresarial. Por lo que los sistemas negociales centralizados se complejizan y deben
establecer reglas de articulación entre el nivel tradicional de rama y el relanzado de
empresa, o, simplemente, reglas que resuelvan la concurrencia conflictiva entre
convenios que se va a producir al irrumpir con fuerza el ámbito empresarial. Lo ideal de
estas reglas es que se pacten colectivamente, pero también suelen aparecer en normas
legales, a través de las cuales el Estado busca facilitar la existencia de ámbitos
empresariales de negociación. 


Se avanza entonces hacia un sistema de negociación colectiva articulada, dentro del cual
el nivel de adecuación de la negociación depende de la materia tratada, favoreciéndose
así un equilibrio más armonioso entre uniformidad y diversidad en la regulación de las
condiciones de trabajo.


El propósito de esta “descentralización” de la negociación colectiva es poner límites a la
homogeneidad de las condiciones de trabajo derivada de la centralización, propiciando
una mayor diversificación de sus contenidos mediante el desplazamiento de los procesos
negociales hacia espacios más diferenciados y concretos.







13


Relaciones Laborales – N° 8 


De forma paralela a lo anterior, sin embargo, es característica de la nueva situación la
emergencia de nuevas unidades de negociación supraempresarial, generadas por nuevos
tipos de relaciones interempresariales propios del postfordismo.


Este es el caso de la negociación colectiva de grupo de empresas, cada vez más presente
en Europa, y también de algunas experiencias de negociación colectiva en el seno de la
redes de empresas, unidas por vínculos de colaboración estable (por distintas
condiciones o redes de subcontratación).


En ambos casos, la nueva unidad permite negociar con el interlocutor empresarial real,
es decir, con el que en cada caso toma efectivamente las decisiones organizativas y
estratégicas (la empresa matriz del grupo o la contratista principal).


En tercer lugar, en lo que al contenido de los convenios colectivos se refiere, se
producen transformaciones de importancia al menos en tres ámbitos. Antes que nada, la
búsqueda de una adaptación flexible de las condiciones de trabajo a las circunstancias
específicas de los sectores productivos y las empresas conduce en muchos casos a un
retroceso del intervencionismo legislativo en la regulación de las condiciones de
trabajo, dirigido a dejar mayores espacios “libres” para la actuación de los convenios
colectivos.


Esto se produce, bien a través de la supresión sin más de previsiones legales mínimas
(ejemplo, retribución por horas extraordinarias o trabajo nocturno), bien a través de la
dispositivización” de las mismas (duración máxima del período de prueba), o bien
mediante la remisión de su regulación a la negociación colectiva (sistemas de
clasificación profesional). Los convenios colectivos “ganan” así espacios para su
actuación incondicionada, pero al “precio” de perder la “red” de seguridad constituida
por los mínimos legales, con el consiguiente riesgo de degradación de las condiciones
de trabajo.


De otro lado, esas mismas exigencias de adaptabilidad y flexibilidad conducen a un
cambio en la forma de regular los contenidos “tradicionales” de los convenios
colectivos. Así, en materia salarial surgen cláusulas que vinculan su crecimiento a la
marcha de la empresa, a la vez que proliferan los elementos variables del salario, por lo
general vinculados a la productividad o el rendimiento.


En materia de tiempo de trabajo, aparecen cláusulas dirigidas a facilitar la adaptación
de su distribución a las necesidades del ciclo productivo, en tanto que, en el ámbito de la
clasificación profesional, se favorece cada vez mas una mayor integración e
intercambiabilidad de funciones. Es más, en muchos casos, estas cláusulas son
aceptadas por los representantes de los trabajadores a cambio de que les sean
concedidos núcleos de participación o de control sobre su aplicación, lo cual supone
una extensión de las formas de participación en el ejercicio de los poderes
empresariales, que refuerza la función organizacional en su formulación participativa de
la negociación colectiva a nivel “micro”.
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Finalmente, el paso a formas de organización del trabajo menos estandarizadas y más
grupales y participativas propicia también la presencia en los convenios colectivos de
cláusulas vinculadas con la organización del trabajo y la gestión del personal.


Este fenómeno se produce especialmente en la negociación colectiva de nivel
empresarial. Ejemplos de este tipo son las cláusulas que regulan las modalidades de
contratación y establecen compromisos de empleo, prevén sistemas de organización,
regulan planes de formación, disciplinan las modificaciones de funciones o de
condiciones de trabajo o las suspensiones de los contratos de trabajo y los despidos, en
muchos casos articuladas con formas de participación individual de los trabajadores en
la organización del trabajo, o de participación colectiva de sus representantes en la
adopción de las decisiones correspondientes.


Todo esto no supone que las funciones equilibradora de la negociación colectiva
desaparezca, pero que cada vez se tornan más dependientes de su papel adaptativo y
organizacional. 


Para concluir, debe decirse que éstos cambios no han conducido a relativizar o
cuestionar la eficacia normativa (y, en algunos ordenamientos, personal general)
atribuida a los convenios colectivos. Lo que si se detecta es una tendencia a revalorizar
los aspectos contractuales que el propio convenio colectivo posee, que por lo general
pasan desapercibidos cuando se extrema su identificación con las normas legales. 


El elemento clave para ello esta constituido por el establecimiento de una relación más
fluida entre las partes normativa y obligacional el convenio colectivo. Esta nueva
relación se expresa de diversas maneras:


en primer lugar, se admite que el propio convenio colectivo puede prever
mecanismos de alteración de su contenido durante su vigencia, por lo general
atribuidos a organismos ad hoc de carácter paritario; con ello, la frontera entre los
sistemas estáticos y dinámicos de negociación colectiva tiende a difuminarse.
en segundo lugar, se concede un protagonismo cada vez mayor a las instancias
creadas por las partes en la aplicación o gestión de lo pactado, permitiéndoles
adoptar decisiones que condicionen la actividad de las partes; y,
en tercer lugar, se defiende la necesidad de una interpretación más subjetiva de los
convenios colectivos que vaya más allá el sentido objetivo de su texto y considere
también la voluntad real de las partes que lo suscribieron.


Todo esto supone, nuevamente potenciar los valores adaptativos del convenio colectivo
aunque en esta ocasión desde una perspectiva procedimental, que potencia una vez más,
la función gubernamental concedida a los agentes sociales, proyectándola sobre la
gestión de la propia norma colectiva.


Para concluir, debo señalar que, como se habrá podido comprobar, nada de lo dicho
cuestiona en si mismo la vigencia de la negociación colectiva como mecanismo
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socialmente apto de regulación de las condiciones de trabajo, que pondere la necesaria
flexibilidad con cuotas imprescindibles de equilibrio. Antes bien, estos cambios son
expresión precisamente de su vitalidad. 


En todo caso, y teniendo en cuenta que está mencionada en primer lugar en la
Declaración de Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo de la OIT, de 1998,
confiamos en siga aportando las cuotas de igualdad requeridas para superar la exclusión
y el carácter formal de nuestras democracias. 


Nuevamente, agradezco sentidamente su atención y celebro la enorme alegría de
encontrarme en la tierra de tan entrañables amigos.
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TRANSFORMACIÓN DE LAS RELACIONES
LABORALES: ALGUNOS TEMAS POLÉMICOS Y


DESAFÍOS DE LOS ACTORES SOCIALES


Juan Manuel Rodríguez


1. Antecedentes de las relaciones laborales


Las relaciones laborales en el Uruguay presentan una característica casi
única en la región y en el mundo: no tener una regulación de las relaciones
colectivas de trabajo. Desde temprano en el siglo pasado se optó por un elevado
intervencionismo en materia de derechos individuales que, aunque no está
recopilado en un Código del Trabajo, brinda una importante protección al
trabajador, paralelamente al abstencionismo en la regulación de los derechos
colectivos. El resultado es la inexistencia de  regulación de la actividad sindical,
de la negociación colectiva ni de  la solución de conflictos.


Como es habitual en las relaciones laborales las causas de cada modelo
son múltiples. Esta característica de nuestro país obedece a factores económicos,
históricos, culturales y, lo que no es poco importante, a las posiciones de los
actores sociales, que aceptaron y defendieron este sistema. El gobierno aceptó no
intervenir en la actividad sindical, lo que implicaba no alentarlo ni promoverlo.
El sindicalismo, por su arte, optó por su autorregulación, hizo de la no ingerencia
en sus asuntos internos una cuestión de principios y reclamó sistemáticamente
una absoluta independencia para definir como  adoptar sus decisiones, sus formas
de funcionamiento y como encarar sus problemas.


Mantuvo esta posición principista incluso si ello implicaba pérdida de
beneficios. Por ejemplo cuando en 1986 el Poder Ejecutivo envía al Parlamento
una iniciativa legislativa para reconocer el fuero sindical, el movimiento sindical
la rechaza, porque en el proyecto se exige la elección de los dirigentes por voto
secreto, lo cual considerado una inaceptable intromisión en sus asuntos internos.
Debe tenerse en cuenta que la amplia mayoría de los sindicatos ya tenía
elecciones por voto secreto, por lo cual el impacto concreto de la ley
probablemente fuera pequeño. No era eso lo que se rechazaba, sino que
implicaba un antecedente en cuanto a la intromisión de la ley en la vida sindical,
lo que era visto como una violación de su autonomía.


La protección legal al trabajador comienza desde las primeras décadas del
siglo XX, con decisiones sobre prevención de accidentes de trabajo, la limitación
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de la jornada de trabajo, prohibiciones de trabajo nocturno y limitaciones al
trabajo femenino en algunas actividades. En la década del treinta se comienzan a
ratificar convenios internacionales de la OIT y en la constitución de 1934 se
reconoce la libertad sindical y el derecho a la huelga y a la justa remuneración.


En la década del cuarenta se aprobaron leyes de gran importancia como la
de indemnización por despido, el primer seguro de desocupación y sobre todo la
Ley 10.449, de los Consejos de Salarios que serán el marco legal principal de las
relaciones laborales hasta los primeros años de la década pasada.


2. El sistema tradicional de relaciones laborales


Lo que puede denominarse el modelo tradicional de relaciones laborales
está moldeada por la legislación sobre la negociación colectiva y por las actitudes
o decisiones de los actores. Este modelo se fue conformando a partir de la década
del cuarenta y tuvo vigencia, con algunas variantes, y salvo el período de
ausencia de libertades (1968-1984), hasta el fin de la década del ochenta sus
características principales son las siguientes:


1. Principales características


a) Tripartismo. Los Consejos de Salarios estaban integrados por
delegados del gobierno, los empresarios y los trabajadores y  adoptaban
decisiones por mayoría. De acuerdo a la Ley 10.449 los delegados
gubernamentales serían tres y habría otros dos por cada uno de los otros actores.
Las garantías en cuanto a la representatividad de los delegados era asegurada por
los requisitos para su nombramiento, que era por voto secreto de la totalidad de
las personas representadas (tanto trabajadores como empresarios).Esta
integración y los requisitos de nombramiento serían modificados a partir de
1985.


b) Centralismo. La negociación se hacía a nivel de rama o sector
económico, de acuerdo a una delimitación que formulaba la propia ley. Las
decisiones de los Consejos debían ser cumplidas por todas las empresas del
sector económico comprendido por el mismo, en todo el país, es decir no existían
diferencias entre  regiones.


c) Limitada intervención estatal. Durante las primeras décadas de
funcionamiento de los Consejos de Salarios, hasta su suspensión en 1968, los
delegados gubernamentales no tenían una intervención muy activa, por ejemplo
proponiendo políticas salariales coherentes con la política macroeconómica, o
presionando a los actores a adoptar determinadas decisiones. “Barbagelata
destaca que, pasados los primeros años en que la delegación gubernamental
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actuó decisivamente en muchos sectores, los miembros “neutrales” (así se
denominaban los delegados oficiales) abandonaron casi por entero a las partes
la solución de sus diferencias”


d) Acuerdos básicamente salariales. El contenido principal de las
decisiones de los Consejos de Salarios era de naturaleza salarial, o de beneficios
sociales. Podría decirse que su efecto económico estaba restringido a aspectos
distributivos, es decir a como se repartía el producto generado entre empresarios
y trabajadores.


Las dos primeras de estas características tienen su origen en la legislación,
mientras que las dos últimas son producto de las actitudes de los diversos actores.
Estos, a su vez  tienen uno de sus principales fundamentos en las reglas de
funcionamiento de la economía en las primeras décadas en que rigió este sistema,
es decir, desde la postguerra hasta el fin de la década del sesenta.


2. Fundamentos económicos


La mayor parte del sindicalismo, en esos años, se originaba en la industria
y la mayoría de las empresas de este sector destinaban su producción al mercado
interno, el cual estaba reservado para las empresas nativas por el importante
proteccionismo que impedía, por los elevados aranceles y otras trabas, el ingreso
al país de productos competitivos de los producidos en el país. A esta protección
se agregaban otros instrumentos fiscales, crediticios, etc., originados también en
políticas publicas.


La viabilidad de la producción nacional dependía sobre todo de la política
económica y comercial que ante una suba de costos internos elevara la protección
e impidiera la competencia del exterior. Mientras los aranceles y las trabas no
arancelarias no tuvieran límite superior, ninguna suba de salarios, y la
consiguiente suba de precios, amenazaba la producción nacional. En este sentido,
la primera prioridad de la presión empresarial se dirigía a lograr que el gobierno
adoptara las medidas necesarias para mantener esta lógica económica.


En este período el paradigma de la organización de la empresa no
indicaba la necesidad de lograr la participación activa de los trabajadores para
aumentar la productividad o mejorar la calidad. Estos objetivos no eran
importantes para las empresas, cuya viabilidad dependía sobre todo de la política
comercial. Mientras no se plantearan el objetivo de colocar su producción en los
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mercados internacionales la mejora en la competitividad no era una
preocupación.


Por otro lado los conceptos acerca de la organización interna ideal de las
empresas han tenido cambios sustanciales desde esos años hasta el presente. En
ese momento, incluso las empresas que invertían muchos recursos en aumentar la
productividad no tenían una organización participativa, porque no era ese el
paradigma imperante. Por el contrario la organización ideal asignaba al
departamento de métodos y sistemas (o de nombre similar) la tarea de definir los
procedimientos y los ritmos de trabajo y, a través de la estructura vertical de
mandos, se debía asegurar su cumplimiento pasivo por todos los trabajadores.


En estas condiciones es comprensible que los actores limitaran sus
negociaciones exclusivamente a los aspectos distributivos. Para los empresarios,
la problemática productiva no tenía que ser discutida con los trabajadores,
porque éstos no tenían ninguna incidencia en esta cuestión. De parte de los
trabajadores, no podían proponer modificaciones en la organización de las
empresas, ni modificar procedimientos de trabajo o procesos, por lo cual no era
razonable que esos temas fueran objeto de negociación.


En conclusión no era razonable que en esos años, trabajadores y
empresarios discutieran o negociaran sobre otro tema que no fuera el salario o,
más en general, la distribución de los resultados. Por ello los Consejos de
Salarios solo resuelve sobre temas salariales. Las discusiones que los empresarios
tenían con las autoridades de gobierno sobre aspectos de política económica
tenían canales específicos, diferentes de los Consejos de Salarios, por lo cual
esos temas tampoco se trataban en ese ámbito.


El sindicalismo adaptó su comportamiento a una lógica distributiva. El
contenido de sus plataformas tenía este carácter. Sus objetivos más generales
eran lograr una legislación más protectora de derechos, que consolidara y
generalizara por medio de una ley los logros conseguidos por sus movilizaciones.
A nivel de los sectores, el objetivo era mejorar las condiciones de trabajo y los
niveles de remuneración. Entre 1943 y 1955, aunque no hay cifras totalmente
confiables, las estimaciones indican un crecimiento de los salarios reales del
100%.


La lógica distributiva conduce a los sectores económicos a adoptar,
estrategias de confrontación, (que se acompañan con negociaciones), dado que en
ese tema los intereses de los actores sociales son claramente diferentes. Y cuando
existen niveles de inflación relativamente elevados, la pugna distributiva puede
conducir a enfrentamientos muy intensos. En la década del sesenta cuando la
inflación tuvo un gran crecimiento los enfrentamientos laborales, así como las
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presiones de los empresarios) para no perder participación en el ingreso nacional
alcanzan niveles muy superiores a las precedentes.


El estancamiento productivo determinaba que comportamientos de un
sector presionando al alza de los precios de los que dependían sus ingresos (el
dólar, en el caso de los exportadores, los precios internos, en el caso de los
productores para el mercado interno, el salario, para los trabajadores), implica
una dinámica autoacumulativa de alza de precios que permanente alteraba los
precios relativos deteriorando el ingreso real de algunos sectores. En el caso de
los trabajadores esto implicaba fuertes y permanentes movilizaciones sindicales,
como las que caracterizan la segunda mitad de la década del sesenta.


En conclusión, las relaciones laborales tradicionales propias del período
sustitutivo de importaciones tienen como característica un elevado nivel de
confrontaciones básicamente distributivas, en su contenido y una modalidad
centralizada en cuanto a su nivel de resolución. El Estado no tuvo una activa
participación en la política salarial, quizá porque incidía demasiado en la
competitividad empresarial, dependiente sobre todo de la política comercial y de
la regulación de los sectores económicos.


Mientras el crecimiento de la producción permitió un crecimiento en los
ingresos reales de los diversos sectores, especialmente hasta mediados de la
década del cincuenta, cuando Uruguay era la Suiza de América, las principales
confrontaciones se radicaban en los sectores exportadores donde subas de precios
requerían subsidios para mantener su competitividad externa.


Cuando el producto se estanca y la inflación crece por presiones
redistributivas, este modelo de relacionamiento laboral se hace fuertemente
confrontativo, incluso en los sectores vinculados al mercado interno. La
consecuencia fue una muy elevada inflación y fuerte inestabilidad política.


En 1968 el Poder Ejecutivo decreta la congelación de precios y salarios,
los Consejos de Salarios dejan de reunirse, pues se suspende su convocatoria y la
negociación colectiva (bipartita), donde se mantiene, tiene expresamente
prohibido tratar el tema salarial. Se crea, también por decreto, la COPRIN a
quien se da la atribución de fijar precios y salarios, integrada por nueve
miembros, cinco designados por el Poder Ejecutivo y los cuatro restantes,
delegados en partes iguales de las “entidades empresariales y laborales
representativas de la industria y el comercio”.


Una polémica jurídica existió acerca de sí la Ley 10.449 mantenía
vigencia y aunque existían las dos posiciones la mayoría aceptaba el criterio del
Dr. Pla Rodríguez, que afirmaba que los dos sistemas eran complementarios, por
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lo que mantenía la vigencia. En este caso los miembros privados de los Consejos
tenían atribuciones para convocarlos (Art. 5) pero ello no ocurrió, probablemente
por el paulatino cese de libertades de los años siguientes.


Bajo este régimen, sobre todo luego de la ilegalización de la CNT, cuando
ésta decidiera convocar una huelga general ante la disolución del Parlamento, en
1973, las relaciones laborales pasan a un nivel prácticamente inexistente, dado
que no hay en el país condiciones mínimas de expresión autónoma de los actores.
Cuando las negociaciones libres se retomen luego de la restauración democrática
la cuestión jurídica será nuevamente objeto de polémica.


3. Las relaciones laborales luego de la apertura democrática  1985
–1989


En los trece años de ausencia de libertades el salario tuvo una reducción
cercana al 50% dependiendo del año con que se compare (con respecto a 1968 la
reducción promedio es del 50% y es mayor con respecto al nivel salarial de
1971). Cuando los sindicatos comienzan a reorganizarse, su demanda principal
fue recuperar los niveles salariales de 1968, que era el último año en que habían
existido negociaciones libres. Esto implicaba crecimientos muy importantes de
los salarios reales. La Concertación Nacional Programática, con representantes
de los cuatro partidos principales, había reconocido en 1984, la justicia de una
“restauración económica”.


El contexto económico, por su parte, había mejorado con respecto a los
años anteriores. Luego de la fuerte recesión (1982-1984) que siguió a la
modificación de la política cambiaria de 1982, la economía había retomado su
crecimiento, y en 1986 y 87 el Producto Bruto Interno tuvo un crecimiento de 9 y
8% respectivamente, con lo cual, existían mejores condiciones económicas para
atender una restauración salarial que se consideraba justa.


Con el objetivo de encauzar la fuerte pugna distributiva, que era un factor
de inestabilidad política, en un momento donde consolidar las instituciones y el
juego democrático tenía una importancia vital, el gobierno decide convocar
nuevamente a los Consejos de Salarios. Mas allá de su no funcionamiento desde
1968, no existía otra institución capaz de ponerse en funcionamiento en un
tiempo relativamente breve, que contara con una base jurídica y al tiempo,
tuviera condiciones de lograr el respaldo de los actores sociales.


Aun así, ponerlos en funcionamiento insumió algún tiempo y múltiples
discusiones. Tanto empresarios como trabajadores tuvieron dudas y opiniones
encontradas sobre la conveniencia de integrarse a los Consejos. Finalmente
decidieron hacerlo, con lo cual fue necesario resolver algunos problemas
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jurídicos. Los Consejos fueron adaptados a las particulares condiciones políticas
de ese momento. Lo hicieron  manteniendo algunas de las características
establecidas en la ley de 1943 y algunas características nuevas. El hecho de no
cumplir todas las formalidades legales, aun en el caso que jurídicamente se
considerara que la ley mantenía vigencia, sus resoluciones no tenían fuerza legal,
lo que debió suplirse con un recurso nuevo.


En este nuevo período los Consejos mantuvieron su carácter tripartito, el
nivel de negociación centralizado, es decir a nivel de sector económico y
resoluciones de vigencia nacional. En cambio se modificaron, con respecto al
período original, el sistema de designación de los delegados de los tres actores.
Los delegados gubernamentales, que anteriormente eran honorarios, ahora fueron
funcionarios públicos del Ministerio de Trabajo. Por su parte los delegados
empresariales y de trabajadores, que debían provenir de elecciones por voto
secreto, ahora eran designados por el Poder Ejecutivo de listas que elaboraban
las organizaciones más representativas de ambas partes en los sectores
comprendidos por cada Consejo.


El “vicio legal” de las designaciones, que restaba valor legal a las
resoluciones era cubierto mediante la figura de la “homologación” de los
convenios. El Poder Ejecutivo emitía un decreto, con el mismo texto del
convenio, con lo cual adquiría valor legal.


Con este conjunto de adaptaciones legales los Consejos de Salarios
comenzaron a funcionar y cumplieron un papel muy importante, diferente de sus
primeras décadas de existencia. El nuevo papel fue determinado por la actitud
que en ellos tuvieron los delegados del Poder Ejecutivo: mientras anteriormente
éstos había tenido un papel pasivo, ahora era fuertemente intervencionista. Ello
se ve en varios aspectos.


a) El Ministerio de Trabajo citaba a los miembros de todos los Consejos
en forma simultánea, lo cual si bien no implicaba la obligación de negociar,
implicaba una fuerte presión en ese sentido.


b) Los delegados gubernamentales proponían “pautas” para la firma de
convenios, que fueron variando con el tiempo de acuerdo a cual era el papel que
se daba a la política salarial en el marco del conjunto de la política económica.


c) El Poder Ejecutivo homologaba los convenios, es decir les otorgaba
validez legal en todas las empresas del sector. Si el Poder Ejecutivo no
homologaba un convenio, éste seguía teniendo vigencia pero restringida a las
entidades firmantes, que se limitaba a las empresas afiliadas a la Cámara
firmante, dejando libre al resto de las empresas del sector. Esto implicaba una
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reducción muy significativa de su ámbito de vigencia. En varias oportunidades el
ser la homologación la llave de la validez jurídica, fue utilizada por el gobierno
como un mecanismo de presión para que los convenios recogieran sus
propuestas, en las pautas antes mencionadas. De hecho en varias oportunidades si
los Consejos resolvían convenios diferentes de las pautas gubernamentales no
fueron homologados, con lo cual se restringió su ámbito de aplicación. Esto fue
particularmente claro en la ronda de negociaciones de 1988.


d) Finalmente el gobierno decidía, por decreto aumentos salariales
mínimos para los sectores en los que no había existido acuerdo en los Consejos
de Salarios.


Las relaciones laborales en este período retoman características de la
década del sesenta en varios aspectos. Por un lado, existía una muy elevada
conflictividad, proveniente, por un lado de que prácticamente el único tema
negociado es el salarial, sobre el cual, por otra parte, los tres actores tenían
posiciones muy enfrentadas. Mientras el PIT CNT exigía recuperar en un período
breve los niveles de 1968, ni los empresarios, ni el gobierno consideraban que
ello fuera posible.


A esta diferencia de plataformas se sumaba el hecho de que las reglas de
juego en el relacionamiento entre los actores debía ser redefinido, luego del largo
período de ausencia virtual de libertades. Sobre todo en los primeros años
después de la restauración democrática hubo conflictos con fuertes
enfrentamiento cuyo trasfondo era la inexistencia de pautas de relacionamiento
aceptadas de común acuerdo.


En este período el movimiento sindical tiene una clara iniciativa. La
demanda distributiva es parte de su práctica tradicional, al igual que la
negociación a nivel de sector económico, por lo cual una vez que se acepta la
institucionalidad derivada de los Consejos de Salarios retoman la práctica que
conocían por haberla practicado en el período previo al cese de  libertades.


Debe tenerse en cuenta que en estos años no solo se produce una
restauración democrática, y se retoman las instituciones gubernamentales sino
que. Además se reorganizan las mismas organizaciones corporativas que habían
existido previamente al golpe de estado e, incluso, muchos de los dirigentes de la
década del sesenta retoman los cargos que tenían anteriormente. Es decir que
existe una especie de “restauración personal”. El movimiento sindical en este
proceso fue objeto de algunas tensiones entre viejos dirigentes, previos a la
dictadura y los surgidos en los últimos años de ésta, responsables principales de
la reorganización sindical, que realizó incluso una contribución a la vuelta de la







Relaciones Laborales – N° 1 


democracia. Mas allá de este hecho, la principal experiencia fue aportada por los
viejos dirigentes y las viejas prácticas.


Los empresarios, por su parte, tuvieron una actitud de reactiva a las
demandas sindicales, pero en general buscaron que fuera el gobierno el que
pusiera límites. Su papel fue básicamente pasivo y en cierta forma reactivo a las
permanentes demandas salariales.


Luego de varios años de funcionamiento, el resultado de las “rondas de
negociación”, como se denominan a las citaciones generales de los Consejos de
Salarios, es que éstos se extienden a cada vez más sectores, con lo cual aumenta
la cantidad de convenios firmados. Una consecuencia relacionada a este hecho es
que el Poder Ejecutivo logra un creciente alineamiento de la política salarial a los
objetivos macroeconómicos. Los convenios cubren un porcentaje creciente de
trabajadores y el salario real tuvo un relativamente importante crecimiento en los
dos primeros  años 1985-1986 que se mantuvo, para el sector privado, en cifras
mucho más moderadas en los años siguientes, mientras el salario público
descendía. En estos años el contexto económico era más adverso porque la
economía no logró mantener las tasas de crecimiento de los primeros años.


En el Cuadro No.1 se indican algunos aspectos de los convenios
colectivos en esos años y puede verse una evolución que luego se profundizará
en el período siguiente.
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Cuadro No. 1
Algunos aspectos de los convenios firmados en 1985 -1989
(en %)


1985 1988-89 1985-1989
Nivel de negociación
Rama 94.7 90.8 94.1
Empresa 5.3 9.2 5.9
Total 100.0 100.0 100.0
Período de vigencia
Hasta 1 año 99.6 0.8 79.3
Más de 1 año 0.4 99.2 19.7
Total 100.0 100.0 100.0
Contenido
Solo salarios 77.7 20.6 64.3
Salarios y otros 22.3 79.4 35.6
No salarial ---- ---- 0.1
Total 100.0 100.0 100.0


Fuente: “La transformación de las RRLL en el  Uruguay 1985-2001” Universidad Católica, 2001.


Puede verse que en todo el período la negociación a nivel de los sectores
económicos es ampliamente dominante. La negociación a nivel de empresa no
está prohibida y a medida que el período avanza, incluso tiene un cierto
crecimiento, pero su participación es siempre muy pequeña.


La duración de los convenios es un tema importante. Aunque en los cinco
años los convenios de vigencia superior a un año son el 19.7%, son casi
inexistentes en 1985, pues casi su totalidad fueron firmados después de 1988.
Esto indica claramente que los convenios de duración larga se resolvieron a
medida que el período avanzaba y sobre todo al final del mismo. En los primeros
años la amplia mayoría de los convenios tenía una vigencia cuatrimestral, igual
que el período entre aumentos de salarios. La negociación concluía cuando se
acordaba el porcentaje de aumento de salarios y por lo cual no tenía más vigencia
que el período que transcurría entre dos ajustes salariales.


Considerando que, en general, los sindicatos realizaban movilizaciones
para respaldar sus demandas salariales y que las propias negociaciones insumían
varios meses, realizar acuerdos de solo cuatro meses había conducido a un
régimen de negociación y movilización permanente. No bien se concluía un
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convenio se comenzaba a negociar el siguiente y con ello comenzaban las
movilizaciones. Esto ocurría en la mayoría de los sectores.


A partir de 1986 los delegados gubernamentales comienzan a proponer,
en los Consejos de Salarios que los convenios fueran de una duración superior, lo
cual implicaba que el mismo incluyera, ya no un porcentaje de ajuste de salarios,
sino una fórmula para calcularlo, que se pudiera aplicar en varias oportunidades.
De a poco este criterio fue aceptado por las partes (recuérdese que el gobierno
tenía varios instrumentos de presión para lograr sus objetivos), y los convenios
tuvieron un período de vigencia superior. Los convenios de 1988 tuvieron una
duración mínima de 20 meses. De esta forma el gobierno logra, por un lado,
definir una política salarial para ser aplicada en plazos mayores, que es coherente
con la política macroeconómica y paralelamente, reducir significativamente las
movilizaciones por demandas distributivas.


En cuanto al contenido de los convenios, tal como ocurrió hasta la década
del sesenta los convenios tienen como objetivo central regular los aumentos de
salarios. Sin embargo hacia el final del período además del tema salarial incluyen
otros temas, que en general, están vinculados a la regulación de la actividad
sindical. El tema de mayor inclusión en estos convenios son las cláusulas de paz,
por las cuales los sindicatos se comprometen a no realizar conflictos por los
temas que son acordados en los convenios. En cierta medida esta evolución en el
contenido es coherente con la vista anteriormente sobre la extensión del período
de vigencia. Los empresarios y el propio gobierno querían asegurarse que
además de acordar salarios por un tiempo más prolongado no hubiera, por ese
tema, nuevos conflictos.


En conclusión, en los primeros 5 años después de la restauración de la
democracia, las relaciones laborales retoman las características que habían tenido
en la década del sesenta. El principal tema tratado es el nivel salarial y las formas
de su ajuste. Si en la década del sesenta había habido una fuerte confrontación
como resultado de la elevada inflación, que deterioraba el salario real, en estos
años también la hubo originada en la demanda sindical de restaurar los niveles
salariales previos al período de facto, en un contexto económico en el que la
inflación también era elevada. La restauración institucional de los Consejos de
Salarios fue la forma de encauzar esta demanda distributiva y el resultado fue un
cierto crecimiento del salario real, aunque menor que el que demandaban los
sindicatos, sobre todo hasta 1987, a partir de lo cual el gobierno logró que la
evolución salarial fuera compatible con la política macroeconómica. Asimismo
logró reducir la confrontación por salarios, eliminando un factor de inestabilidad
política.


4. La década del noventa: cambios profundos
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A partir de la década del noventa se producen cambios trascendentes en
reglas de funcionamiento económico, que fueron fundamentales en la
conformación de la estructura económica y en la forma de funcionamiento de las
empresas de nuestro país. Las relaciones laborales no se marginaron de este
proceso y también sufren cambios radicales con respecto a sus características
tradicionales y la de los cinco años anteriormente analizados. Sin caer en un
determinismo económico, dado que las relaciones laborales recogen los impactos
de múltiples factores, en este caso, las transformaciones económicas, por su
magnitud, tienen una influencia muy significativa.


1. La apertura económica


La primer y más relevante transformación, es la aceleración de la apertura
de la economía a la región y el mundo. La conformación del Mercosur, con la
desgravación arancelaria automática y la eliminación de las excepciones que
Uruguay había inscrito en ALADI, también automática, implicaron imprimir una
vertiginosa velocidad al proceso de apertura de la economía comenzado en la
década del setenta. A esto se agrega una mayor apertura unilateral a la economía
mundial.


El mecanismo de desgravación arancelaria establecido en ALALC, que se
mantiene en ALADI, implicaba la negociación producto a producto. Cada país
solo aceptaba reducir los aranceles a la importación y abrir la economía a la
competencia internacional, solo a los productos que no se producían
internamente. Los hechos indican que luego del crecimiento del comercio
regional en los primeros, este no se profundizó y el proceso se estancó. Este
hecho fue uno de los factores que condujo a su sustitución por ALADI.


Aunque la conformación de ALADI permitió flexibilizar el proceso
mediante acuerdos de alcance parcial, no cambió la modalidad de negociación
antes mencionada y Uruguay mantuvo la prohibición de las importaciones de
bienes que eran producidos dentro del país Los convenios que en los años setenta
Uruguay firmó con Argentina y Brasil, CAUCE y PEC respectivamente, así
como con México, significaron una ampliación del mercado interno, con una
parte del de los países vecinos. Pero en la mayoría las empresas nacionales no
debieron enfrentar competencia externa en el mercado local.


El MERCOSUR introduce un cambio significativo al establecer en el
propio Tratado de Asunción y de una vez para siempre, una desgravación
automática de todos los aranceles, hasta conformar en 1995 (luego este plazo fue
ampliado) una zona de libre comercio entre los cuatro países firmantes. Los
productos que habían sido excepcionados del libre comercio y las tasas
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arancelarias se reducirían en forma automática, cada seis meses, en porcentajes
acordados hasta llegar al libre comercio. Esto incluiría, por primera vez a todos
los productos, incluso los que tenían lo que eran producidos dentro del país.


Este es un elemento absolutamente novedoso que participó Uruguay en
los procesos de integración e introduce un cambio trascendental en las
condiciones de competencia en las que se habían movido las empresas nacionales
desde hacía muchas décadas. Implica la modificación de uno de los pilares del
proceso sustitutivo de importaciones, que da nacimiento a las empresas
industriales desde mediados de la década del treinta.


A partir de ese momento y a medida que la desgravación aumentaba, las
empresas nacionales perdían la seguridad de contar con el mercado interno. Debe
tenerse en cuenta que el mercado interno es el destino principal de las empresas
nacionales, perder la reserva de ese mercado sólo compitiendo con las otras
empresas nacionales implicaba introducir un factor de incertidumbre muy
importante.


El impacto es todavía superior si consideramos la política
antiinflacionaria y de desregulación de la actividad económica. La estabilización
de precios fue el principal objetivo de las conducciones económicas y el principal
instrumento para lograrlo a partir de 1991 fue lo que se denominó ancla
cambiaria. Por ésta el dólar se mantenía controlado para que creciera menos que
los precios internos. Con los años el dólar acumuló un crecimiento muy inferior
al de los precios, lo cual implicaba un incentivo a las importaciones y un
desestímulo a las exportaciones.


Esta política dio resultados positivos en términos de la evolución de los
precios, lo que se percibe claramente en las inflaciones descendentes desde ese
momento hasta la actualidad, pero amplió la incertidumbre de los productores
para el mercado interno. Ahora las empresas competidoras del exterior no solo
tendrían abierto el camino para ingresar en nuestro mercado sino que, por la
política cambiaria, tendrían precios relativos que favorecían su competitividad.


2. Reducción de la intervención estatal y reformas estructurales


Un segundo cambio está relacionado a la decisión de reducir la
intervención del Estado en la economía, pues se consideraba que limitaba el libre
juego de las fuerzas del mercado y distorsionaba la asignación de recursos. Esta
política se expresó en la eliminación de regulaciones que la política económica
había tenido en diversos mercados y sectores a través de diversos instrumentos y
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cuyo efecto era un aumento de la protección. Esta orientación implicó eliminar
otro respaldo que las empresas habían tenido desde hacía muchas décadas


Se definió el objetivo de reducir el tamaño del Estado a través de la
privatización de las empresas públicas. Pero un plebiscito sobre una propuesta de
cambio en la empresa de telecomunicaciones ANTEL, rechazó la privatización
de esta empresa y, de hecho, detuvo otras propuestas de privatización. Sin
embargo las empresas públicas comenzaron procesos de transformaciones
internas para prepararse para competir cuando perdieran el monopolio, lo cual,
con el tiempo ocurrió con la mayoría de ellas.


Asimismo se iniciaron procesos de transformación de los marcos
regulatorios y/o legales para permitir la participación de capitales privados en
actividades que anteriormente eran desempeñadas por empresas públicas (puerto,
energía, comunicaciones, carreteras, etc.) Con los años la cantidad de
funcionarios de las empresas se ha reducido notoriamente, y su funcionamiento
es más eficiente, pese a lo cual muchas de ellas todavía no alcanzar los niveles de
eficiencia requeridos para que no sean un costo que reduzca las posibilidades de
competencia del sector privado, en las condiciones de competencia que implica
una economía abierta.


A mediados de los años noventa se iniciaron procesos de reformas
estructurales en varias áreas: el Estado, la seguridad social y la enseñanza. La
reforma del Estado tuvo como objetivo principal lograr una mayor eficiencia y
asignar recursos en función de objetivos prefijados. Esto implicaba, además de
modificaciones en la elaboración del presupuesto, introducir criterios de
eficiencia a partir de indicadores objetivos que permitieran medir los logros
obtenidos. Aunque uno de los resultados difundidos es una reducción de algo
más de 10.000 funcionarios públicos, no se conocen cambios significativos en los
criterios de funcionamiento y evaluación de la función pública.


La reforma de la Enseñanza buscó una mayor cobertura de niños el
cambio de los programas y la duración de las clases, estableciendo mayor
preocupación por la formación docente. El objetivo era adaptar la educación a las
nuevas exigencias educativas derivadas de las transformaciones generales de un
país inserto en el mundo y participando de la revolución científica tecnológica.
Pese a la fuerte oposición de los profesores la reforma se puso en marcha y cada
año se extendiera a nuevas áreas.


Finalmente la reforma de la seguridad social introdujo una serie de
cambios profundos que llevan a la creación de cuentas de ahorro personales,
aunque no eliminó totalmente el anterior sistema, por lo que resultó un sistema de
aportes mixto, al BPS y a las Administradoras de Ahorro Previsional (AFAPS).
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Además elevó las tasas de aporte individual, reduciendo las patronales y aumento
la edad jubilatoria de la mujer y los años de trabajo obligatorio, cambio el
sistema de cálculo de las jubilaciones, etc.


En conclusión, en la década del noventa el país da un paso significativo en
su integración en la economía regional y mundial, abriéndose a la competencia
internacional, con lo que eliminaba una protección que regía desde la década del
treinta. Lo hizo cuando aplicaba una política cambiaria orientada a reducir la
inflación que implicaba un incentivo a las importaciones y un desestímulo a las
exportaciones y con una política económica que reducía las formas de
intervención en los mercados que antes regulaba. Estas decisiones determinaron
cambios muy importantes en las reglas competitivas de las empresas con respecto
a prácticamente toda su historia.


Por otro lado se implementaron reformas estructurales en el Estado, la
educación y la seguridad social, que se consideraban imprescindibles en las
nuevas condiciones de la economía mundial, regional y nacional, que fueron en
general resistidas por los trabajadores involucrados en las mismas.


Este conjunto de cambios, que impactaron muy intensamente las
condiciones de funcionamiento del país y que afectaron a empresarios y
trabajadores, provocaron de parte de éstos estrategias adaptativas, que de hecho
son las que con las nuevas reglas en las que ahora funcionaba el país,
configuraron un nuevo modelo de relaciones laborales a partir de la década de los
noventa.


5. Las nuevas estrategias de los actores en el área laboral


En el terreno laboral también el Estado fue quien inició el proceso de
transformaciones, pero a partir de ese hecho trabajadores y empresarios buscan
encontrar las formas de lograr sus objetivos, lo cual no siempre consiguen, en
particular los trabajadores, que como se mostrará tienen dificultades de diverso
tipo para ubicarse en el nuevo contexto. Los empresarios, por su parte, en el
terreno laboral, tienen menos dificultades que en los años anteriores, pero ello
ocurre en un contexto donde también tienen muchas dificultades.


1. El Estado: menos intervención y promoción de la flexibilidad


La intervención gubernamental en el mercado laboral se modificó
radicalmente. Así como en los años anteriores había sido muy intensa, en este
período decide tener menos iniciativa sólo si los actores lo solicitan. Esta política
laboral fue anunciada por el gobierno que asume en 1990 en el primer año de su
gestión, pero posteriormente, en un contexto de muy elevada inflación y caída de
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los salarios reales, convoca, en setiembre, a una nueva ronda de Consejos de
Salarios. En esta ronda se firman más convenios que en los años anteriores, por
lo que se alcanza el record de cobertura de  sectores y trabajadores amparados
por un convenio colectivo. A mediados del año siguiente, sin embargo, reitera el
anuncio de retirarse de la negociación, lo cual se concreta a partir de 1992,
cuando culmina su vigencia los convenios firmados en 1990. Los principales
cambios con respecto a la posición anterior son los siguientes:


a) El Ministerio de Trabajo no volverá a citar de oficio a los Consejos
de Salarios para negociar convenios colectivos, como había ocurrido desde 1985.
De todas formas los Consejos pueden ser citados ante la solicitud de uno o ambos
actores, cosa que sigue ocurriendo, aunque cada vez menos. Esto implica que
cuando las partes se ponen de acuerdo el Consejo puede adoptar decisiones. El
Ministerio de Trabajo mantuvo su servicio de intermediación cuando las partes lo
solicitaran, tanto para la negociación de convenios como para la solución de
conflictos.


b) No propondrá pautas para la firma de convenios


c) No homologará los convenios que sean acordados a nivel de sector.
Este es un tema de gran importancia. Al no ser homologado un convenio no tiene
vigencia en todo el sector, sino en las empresas representadas por la Cámara
firmante del mismo, es decir que solo sería obligatorio para las empresas
afiliadas a esa Cámara. De hecho opera como un acuerdo privado, entre los
trabajadores y un grupo de empresas. La amplitud de las empresas cubiertas se
reduce sustancialmente.


Se mantiene el modelo de negociación anterior en sólo cinco Consejos, en
los que las decisiones influyen en los gastos públicos o en los costos de
productos que tienen precios administrados, es decir fijados por el Poder
Ejecutivo. Estos grupos son la construcción, la salud privada, el transporte
interdepartamental, el muelle de Montevideo y el reparto de leche. Al discutirse
convenios en estos sectores el gobierno participa activamente y cuando se adopta
una decisión, la misma es homologada.


d) No se fijarían aumentos mínimos, salvo para el Salario Mínimo
Nacional y la actividad rural.


El gobierno aspiraba a que los actores asumieran por sí mismos la
negociación de los salarios. Fundamentó la no homologación de los convenios en
que ello podría derivar en más concentración de la actividad económica en las
empresas más grandes, perjudicando a las menores. El razonamiento fue el
siguiente. Quienes participan en la negociación, por la parte empresarial, eran
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delegados de las Cámaras, que generalmente son empresas grandes. Estas
acuerdan salarios, de acuerdo a sus posibilidades, pero si hay homologación el
convenio se generalizan y deberán pagarlos las empresas menores, de menor
productividad. Es probable que muchas no se encuentren en condiciones de
hacerlo, lo que podría provocar su quiebra, y su parcela de mercado absorbida
por las empresas más eficiencia aumentando la concentración de la actividad
económica.


En el período no hay modificaciones significativas en la legislación
laboral, quizá salvo en cuanto a la reducción del tiempo de prescripción de los
créditos laborales. La reducción del tiempo que los trabajadores tienen para
efectuar reclamos laborales pasa de dos a un año y los años que puede abarcar la
demanda pasa de diez a dos años. Hay otras modificaciones de menor
importancia. En cambio la ley de Consejos de Salarios se mantiene (que se utilice
menos no significa que se derogue), así como el resto de la legislación protectora.
En otro sentido, se crean nuevos ámbitos institucionales en los cuales
trabajadores y empresarios tienen una participación directa (JUNAE, COMISEC)
y se aplica legislación muy antigua que hasta el momento no se había aplicado,
como la que exige integrar delegados sociales al directorio del BPS (
empresarios, trabajadores y jubilados).


2. Los empresarios: diversas estrategias competitivas e iniciativa
laboral


Los empresarios se vieron intensamente desafiados con los cambios en la
política interna y en la inserción internacional del país. Como se mencionó la
apertura de la economía les imponía el desafío de competir con empresas de
mayor tamaño, de tecnología más moderna, tanto de la región como de fuera de
la misma. Dificultad que se acentuaba por la política cambiaria y la reducción en
la intervención del Estado, especialmente para la industria.


Las empresas respondieron con estrategias competitivas diferentes. Una
primera orientación, muy generalizada, tuvo por objetivo la reducción de costos.
Dado que el sistema de elevada protección anterior no estimulaba la búsqueda de
eficiencia y la mejora en la productividad, en general las empresas encontraban,
sin demasiado esfuerzo, diversas áreas en las que adoptar medidas para reducir
los costos.


Esta estrategia, que podía denominarse pasiva, pues mantiene las
características básicas de la anterior estrategia (productos, tecnología, procesos,
mercados) sólo puede tener éxito si la empresa lograr mantener viabilidad en las
nuevas reglas de competencia. Es probable que esto no sea posible en muchos
sectores, en los que, si esas medidas no son acompañadas por otras que
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modifiquen esos aspectos estructurales muy bien podían limitarse a prolongar el
período de agonía.


Otras empresas comenzaron a analizar la nueva situación y a implementar
reformas estructurales, como redefinir los productos, suspendiendo aquellos que
ahora ingresaban al país con una relación precio/calidad más competitiva,
redefiniendo los procesos internos de producción, administración, gestión,
ventas, manejo de inventarios, analizando los mercados posibles para la nueva
producción, en general priorizando la expansión externa, adecuando la tecnología
al nuevo diseño de la empresa.


Pero esta no era una estrategia poco riesgosa e insumía una inversión
significativa, en un momento donde las posibilidades de financiamiento eran
limitadas, por lo cual, fue adoptada en forma paulatina, en diverso grado y por un
número de empresas que no está suficientemente investigado. Sí se conocen
casos concretos de estas estrategias con éxito significativo.


Estas dos estrategias determinan en el terreno laboral actitudes muy
diferentes. En primer lugar, las empresas y las cámaras empresariales no tienen
condiciones para realizar una negociación a nivel de sector, dado que las ubicaría
en un nivel de costos salariales superior al de las empresas no afiliadas a la
cámara, en un contexto en que la principal preocupación es la reducción y no el
aumento de costos.


En cambio la negociación es posible a nivel de empresas, pero aquí las
estrategias se bifurcan. Si una empresa está realizando un ajuste pasivo, no tiene
nada que ofrecer a los trabajadores y al sindicato, ni siquiera una reducción de
salarios asegurando ciertos niveles de empleo. En este caso la negociación
raramente se realiza, salvo que exista un sindicato tan fuerte que la imponga por
su tamaño, fortaleza o capacidad de movilización.


En ambos casos, es decir tanto si hay negociación como si no la hay, las
empresas suelen realizar reducciones en las retribuciones o los beneficios
sociales. La diferencia es si este ajuste es impuesto o negociado. En algunos
casos a la empresa le puede interesar mantener un buen nivel de relacionamiento
con el sindicato, por lo cual, independiente de la fuerza de éste establece una
negociación en la que se compromete, ya sea a dar información sobre la situación
o a darle participación en la realización de los ajustes.


Cuando existe negociación se puede llegar a crear sistemas de
relacionamiento en donde en forma conjunta se analicen caminos para ajustar
costos y mantener la actividad y los empleos. Pero la situación económica suele
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seguir siendo muy adversa y es difícil evitar sucesivos ajustes, por lo cual se
mantiene la potencialidad de conflictos permanentes.


En la segunda situación, es decir cuando la empresa realiza cambios
estructurales (el denominado ajuste activo), es donde se registran situaciones más
novedosas en cuanto a las relaciones laborales. En estos casos a la empresa suele
interesarle mantener buenas relaciones con el sindicato e involucrarlo, al igual
que la conjunto de los trabajadores en los cambios. La experiencia internacional
indica que los cambios tecnológicos, las reconversiones son más eficientes o
menos traumáticas si los trabajadores tienen frente a ellas una actitud proactiva y
no de resistencia. Esta actitud puede lograrse manteniendo un buen
relacionamiento, aunque ello también depende de cual sea la ideología y la visión
que el sindicato y sus dirigentes tengan acerca de estas transformaciones.


En estos casos, el sindicato es invitado a integrar comisiones en donde se
analiza el proceso de reconversión, la tecnología, los nuevos productos, los
sistemas de calidad, la formación profesional, etc. En general, como
contrapartida, el sindicato logra el compromiso de la empresa de tratar de evitar
en todos los casos posibles que existan despidos y si no son evitables, que se
otorguen sistemas de compensación especiales, superiores a los legales o que se
ayude a los trabajadores despedidos a que encuentren una nueva ocupación, por
ejemplo asumiendo nuevos emprendimientos.


Esta modalidad de negociación y de relacionamiento laboral suele ser un
modelo absolutamente novedoso en nuestra historia. Suelen generarse mejores
condiciones para que la empresa logre realizar los ajustes que requieren las
nuevas condiciones de competitividad. El sindicato, por su parte, suele
fortalecerse, dado que es un interlocutor real en las transformaciones, por lo que
tiene condiciones y ámbitos para expresar los intereses de sus afiliados. Pero
además logra los méritos para mejorar el nivel de calificación de sus afiliados y
el grado de comprensión de la nueva realidad, con lo cual suele redefinir su
plataforma y sus métodos de acción.


3. Trabajadores: oposición y desconcierto


El movimiento sindical realizó una oposición radical tanto a las
transformaciones estructurales, implementadas sobre todo a partir de 1995 y a la
nueva actitud del Ministerio de Trabajo de no convocar a los Consejos de
Salarios. En cuanto a las reformas estructurales, su oposición se debió a diversos
factores. Uno de los argumentos utilizados fue la ausencia de consulta con los
sindicatos afectados o el PIT CNT.
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Este fue uno de los argumentos centrales en el caso de la reforma de la
Seguridad Social en la cual el PIT CNT y la representación de los trabajadores en
el directorio del BPS afirmaron no haber sido involucrados en la discusión.
Además existió un rechazo a varios de los contenidos de la reforma
implementada. En el caso de la Enseñanza, la ausencia de consulta con el
sindicato de profesores fue el principal argumento de la oposición dado que la
reforma recogía varios planteos que anteriormente habían hecho los docentes y
su sindicato. En el caso de la reforma del Estado las principales críticas fueron a
su contenido de la misma.


Pero el cambio de mayor impacto para los sindicatos fue la nueva actitud
de prescindencia del Ministerio de Trabajo. La negociación salarial es muy
importante para la actividad sindical, no sólo porque tradicionalmente (desde
mediados del siglo pasado) los salarios han sido la principal demanda sindical,
sino porque en nuestro sindicalismo, con su actual plataforma, su resultado es
probablemente la principal medida del éxito de su estrategia y, en cierta forma,
de su propia existencia, como organización que expresa los intereses de los
trabajadores, tal como se conciben en él actualmente.


Puede incluso decirse más: los sindicatos conformaron su estructura
orgánica a partir de las exigencias de la negociación colectiva. Esto explica la
importancia que tienen las Federaciones Sindicales, que en algunos casos tiene
un nivel de organización primario con sindicatos o comités de base de empresa,
pero en la mayoría de los casos estos no son demasiados y lo principal es el nivel
secundario, correspondiente al sector de actividad.


En las nuevas reglas de juego que estableció el Ministerio de Trabajo a
partir de 1992, solo habría negociación cuando las partes así lo decidieran. Debe
tenerse en cuenta que en la legislación nacional no existe la obligación de
negociar y menos aún de acordar, por lo cual, si los empresarios no coinciden en
hacerlo, no hay negociación. Y los empresarios, no tienen demasiado interés en
negociar, por las razones que se indicarán luego. Considerando que  el gobierno
no fija aumentos salariales mínimos esto puede implicar la existencia de un largo
período de tiempo en el que no hay ningún aumento de salarios.


Debe tenerse en cuenta, por otro lado, que la no homologación de los
convenios supone, también, un problema sindical grave, pues determina, que
incluso aunque exista un convenio de sector, la mayoría de las empresas no
tendrán los aumentos que el mismo determina, dado que las empresas afiliadas a
la cámara firmante son una minoría de las del sector.
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Esta situación, desde el punto de vista legal, no es nueva, ya existía
anteriormente, porque la no obligatoriedad de la negociación no es propia de este
período sino desde siempre. La diferencia es que en la segunda mitad de la
década del ochenta, existió una fuerte presión gubernamental para que los
empresarios concretaran acuerdos, además de que no se produjeran
diferenciaciones significativas en la remuneración de los sectores.


El movimiento sindical tenía la alternativa de impulsar negociaciones a
nivel de las empresas, pero esto tenía varios problemas. En primer lugar, como se
dijo anteriormente, la propia estructura sindical se basa en Federaciones, por lo
cual en muchas empresas no existe una organización que exprese la opinión de
los trabajadores. Por otro lado más del 97% de las empresas en Uruguay tienen
menos de 20 trabajadores, tamaño que prácticamente imposibilita la formación
de sindicatos.


Existen dificultades para que el sindicalismo logre en poco tiempo
modificar una larga historia de negociaciones a nivel de sector. Y la negociación
de empresa, por los argumentos indicados no tiene, en la mayoría de los casos un
actor sindical, por lo cual no existen condiciones para que exista una
negociación.


El movimiento sindical rechazó sistemáticamente esta situación y exigió
al Ministerio de Trabajo la citación de los Consejos de Salarios, es decir la vuelta
al régimen tradicional, pero no lo logró modificar ni la decisión gubernamental ni
la de los empresarios de no realizar negociaciones a nivel de sector. Desde 1990
en adelante a medida que termina la vigencia de los convenios firmados en
setiembre de 1990, los Consejos de Salarios dejan de reunirse. No renuevan el
convenio que culmina, ni firman uno nuevo. Aunque crece la negociación a nivel
de  empresa, la cantidad de trabajadores amparados por estos acuerdos es
significativamente menor y lo sería mucho más si no existieran los cinco sectores
en los que se mantiene la negociación centralizada y la homologación de los
convenios.


En los primeros años de la década del noventa el movimiento sindical
desarrolló una muy elevada movilización, similar a la del período anterior, pero
en la segunda mitad la movilización se reduce e inicia una tendencia descendente,
a pesar de la oposición a todas las reformas estructurales impulsadas por el
gobierno en este período. En el Cuadro Nº2 se indican los paros generales
decididos por el PIT CNT.


Cuadro Nº2
Paros generales 1985 –2000
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Duración 1985-1989 1990-1994 1995-2000
Generales de 36 hs. --- 3 ---
Generales de 24 hs. 9 7 3
Parciales 16 16 18
Total 25 26 21


Fuente: “La transformación de las RRLL... “antes citado.


Puede verse que hay una reducción de la cantidad de paros generales.
Además en el último período dos de tres paros generales y 8 de los 18 parciales
fueron convocaron en los dos primeros años. La ausencia de resultados
concretos, sin duda es un factor que explica los fuertes enfrentamientos en la
discusión interna del movimiento sindical, donde se cuestiona la eficacia de la
medida, En las movilizaciones sectoriales los sindicatos comienzan a adoptar
modalidades de movilización atípicas, diferentes de las tradicionales


Por otro lado, cuando hay negociación los empresarios plantean temas
nuevos, vinculados a lo que genéricamente se denominan formas de flexibilidad.
Estas están relacionadas a sistemas de trabajo polifuncional y de horario variable
( a pesar de las restricciones legales), formas de remuneración variable,
relacionadas con la productividad y/o el desempeño, y últimamente convenios de
reducción de salarios y beneficios.


Los sindicatos no están habituados a realizar negociaciones sobre estos
temas, que no sólo no son tradicionales, sino que muchas veces son percibidos
como sumamente amenazantes. Incluso algunos sindicalistas consideran que los
trabajadores no deben participar en negociaciones de estos temas. Podría
agregarse que, por lo nuevo y lo complejo que son las discusiones de estas
problemáticas, muchos sindicalistas no se consideran suficientemente preparados
para enfrentarlas, lo cual significa un nuevo tema de tensión y en cierta forma,
desconcierto.


Este conjunto de factores determina que el movimiento sindical que
durante los primeros años posteriores a la restauración de la democracia había
tenido una fuerte iniciativa, y donde se movía con pautas tradicionales de
negociación (en las instituciones y en el contenido de las mismas), ahora se ve
desconcertado, porque no tiene ámbitos para negociar, porque no tiene
organización en las empresas donde podría hacerlo y porque los temas que se le
ofrecen son sumamente complejos y amenazadores.


Este conjunto de dificultades, sumadas a las transformaciones
poblacionales y de la estructura económica (retroceso de la ocupación industrial)
al tiempo que los escasos resultados durante toda la década del noventa hicieron
que el movimiento sindical perdiera entidad como actor social y redujera su tasa
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de afiliación, particularmente en el sector privado, lo cual no deja de configurar
un tema de importancia con vistas a sus desafíos futuros.


Es decir que a partir de los años noventa se decide una nueva modalidad
de inserción internacional que implica un cambio de por lo menos siete décadas,
el Estado decide reducir o eliminar su anteriormente intensa participación en la
regulación de los mercados, incluso el laboral. Estos cambios, tan importantes en
una perspectiva histórica, generaron actitudes diversas de empresarios y
trabajadores que intentaron, de acuerdo a su nivel de comprensión de las
transformaciones en curso, encontrar la mejor manera de expresar sus intereses.
Los empresarios decidieron estrategias diferentes, con resultados también
disímiles, que se extendieron también al área laboral y por tanto a los temas de
negociación con los trabajadores. El sindicalismo definió una intensa
conflictividad contra la política laboral, pero no tuvo resultados positivos. A
nivel de empresa las situaciones son muy diferentes en cuanto al nivel de
enfrentamiento y de colaboración. Este conjunto de situaciones se expresa en un
cambio importante en la negociación colectiva.


6. Principales tendencias de la década del noventa


Desde que el Ministerio de Trabajo modifico su actitud activa en la
promoción de la negociación colectiva comienzan a aparecer varias tendencias
cuya profundización terminará conformando un nuevo modelo de relaciones
laborales. Entre las principales tendencias que se constatan se analizará la
reducción de la práctica negociadora, la descentralización de la negociación
colectiva al pasar de la rama a la empresa y el cambio de la temática de los
convenios, al reducirse la importancia de los temas distributivos y crecer el
tratamiento de las diferentes formas de flexibilidad laboral.


1. Reducción de la práctica negociadora y los trabajadores
amparados por convenios


Con el correr de los años se reduce la cantidad total  de convenios
firmados y registrados en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, con la
consecuencia natural de reducir la cantidad de trabajadores amparados por los
mismos. Esto último como consecuencia de lo anterior, así como por la reducción
de convenios de sector. Esto se indica en el Cuadro Nº3 Referido al sector
privado


Cuadro Nº3
Sector privado: convenios firmados y trabajadores amparados
Período Convenios* Trabajadores amparados (%)
1985-1989 113.1
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1990-1994 80.2 88.8  (1990)
1995-1999 88.8 23.1  (1997)
2000 83.0 27.8  (2000)


*Promedio anual
Fuente: “La transformación de las RRLL...” antes citado


Debe tenerse en cuenta que en estas cifras se incluyen los sectores en los
que existe negociación centralizada, como la construcción y la salud privada, y
cuyos convenios son homologados. Si se excluyeran estos grupos la reducción de
la cobertura sería muy superior.


2. Desplazamiento del nivel de negociación de la rama a la empresa


Si bien la tendencia hacia la negociación en la empresa comienza a
aparecer, en los últimos años de década del ochenta, es en la siguiente que
alcanza un gran desarrollo y los convenios de empresa pasan a ser la mayoría
absoluta.


Cuadro Nº4
Nivel de Negociación (en %)
Nivel de Negociación 1985-19


89
1990-19


94
1995-19


99
2000


Rama 94.0 76.4 35.0 13.0
Empresa 6.0 21.2 64.4 87.0
Grupo de Empresas -- 2.4 0.6 --
Total 100 100 100 100


Fuente: “La transformación de las RRLL...”  antes citado.


3. Reducción de la importancia de la negociación por salarios


El salario y los mecanismos de su ajuste fue el contenido tradicional de la
negociación colectiva en nuestro país. También lo fue en el período siguiente a la
reinstitucionalización de la democracia. En la década siguiente, esta situación
cambia y si bien no dejan de firmarse convenios que tratan el tema salarial, otros
temas pasan a ocupar un lugar más destacado.


Cuadro Nº5 
Contenido de los
convenios


1985-199
9


1990-1994 1995-1999 2000


Solo salarios 64.3 16.8 19.0 21.5
Salarios y otros temas 36.6 75.0 58.0 56.5
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Temas no salariales 0.1 8.2 23.0 24.0
Total 100 100 100 100


Fuente: “La transformación de las RRLL... “ antes citado.


Entre 1985 y 87 este fue el tema casi exclusivo de los convenios. Hacia el
final de la década del ochenta se habían integrado a los convenios cláusulas de
regulación de la actividad sindical y los conflictos (como cláusulas de paz). Eso
explica que en promedio en la primer década los convenios que solo tratan el
tema salarial sea el 64.3%. Pero la suma de los dos primeros grupos es casi el
100% de los convenios firmados, lo que indica que no se firman convenios que
no traten el tema salarial.


En cambio en los últimos cinco años de la década del noventa casi la
cuarta parte de los convenios son no salariales, mientras sólo el 19% son
exclusivamente salariales y más de la mitad trata sobre salarios y otros temas.


4. Creciente importancia de la flexibilidad laboral


El análisis de los contenidos no salariales de los convenios indica que hay
una tendencia creciente al tratamiento de lo que se denomina flexibilidad laboral,
en sus diversas modalidades, salarial, horaria, funcional. El 42% de los
convenios de empresa firmados en el año 2000 incluyen alguna forma de
flexibilidad, lo que significa un cambio sustancial, si consideramos que diez años
antes prácticamente no había ningún convenio que la tratara estos temas.


La flexibilidad resulta de propuestas formuladas por empresarios en el
área laboral y de organización del trabajo para mejorar su competitividad. En
algunas ocasiones el sindicato acepta participar en la negociación de estos temas
y en otros no y el resultado final, del proceso y de las relaciones laborales que se
conforman, no son indiferentes de esta posición. En nuestro país, la mejora de
competitividad se buscaba fundamentalmente a través de una reducción de
costos, pero no necesariamente debe ser así. Es decir la flexibilidad puede
apuntar a otros objetivos, además de la reducción de costos.


En el cuadro No. 6 se indican la cantidad de menciones de diversas
formas de flexibilidad y otros temas no salariales incluidos en los convenios
firmados entre 1985 y el año 2000. Como puede observarse casi no existían
acuerdos sobre flexibilidad laboral hasta el año 1990, e incluso en la primera
mitad de la década del noventa los convenios firmados incluyen muy pocas
menciones a formas de flexibilidad laboral.
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Cuadro No. 6
Contenidos no salariales de los convenios.
Cantidad de menciones promedio anual


1985–1989 1990–1994 1995–1999 2000
Rama Emp. Rama Emp. Rama Emp. Rama Emp.


Flexibilidad 0,86 – 1,2 2,0 0,2 26,2 – 42,0
Org. del trabajo 0,57 0,29 – 2,0 0,8 1,2 – 3,0
Capacitación 0,14 0,14 0,8 1,0 0,8 3,0 2,0 4,0
Reconversión 1,14 – 0,8 0,2 – 0,4 – –
Estabilidad – – 0,8 1,2 – 4,0 – 1,0
Comisiones
internas


1,14 0,29 22,4 4,0 7,8 4,6 2,0 7,0


Comisión de rr.
ll.


2,14 – 1,8 0,6 2,8 6,0 1,0 6,0


Fuente: “La transformación de las RRLL...” antes citado.


El cambio radical ocurre en la segunda mitad de esa década, que es el
período en que las empresas comienzan a adoptar iniciativas importantes para
adaptarse a los cambios en las condiciones de competencia definidas en los
comienzos de la década. También puede verse que la mayoría de estos acuerdos
aparece la negociación por empresa y no en la de rama. Sin duda esto se debe a
que los convenios de rama se reducen, pero también porque el ámbito adecuado
para discutir la flexibilidad es la empresa y no el sector económico. En los años
2000 y 2001, esta tendencia se profundiza.


Componentes del
sistema Viejo modelo Nuevo modelo


Contexto económico Economía básicamente
cerrada.


Apertura económica e integración
regional


Contexto tecnológico Tecnología propia de procesos
rígidos


Creciente introducción de nuevas
tecnologías


El Estado como actor Intervencionista en la fijación
de salarios de la actividad
privada a través de los
Consejos de Salarios


No convoca más Consejos de
Salarios, pasando a la libre
negociación salarial salvo en
áreas de reserva


Como empleador fija salarios
en la actividad pública.


Genera ámbitos de negociación
que sólo se mantienen en la banca
y las empresas públicas.


Como legislador protege al
trabajador individual con
profusa legislación y no
interviene en la regulación de
derechos colectivos.


Paraliza la producción legislativa
protectora del trabajador y
comienza a flexibilizarla.
Mantiene su abstención en la
regulación del derecho colectivo
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Fomenta ámbitos tripartitos
para negociar salarios en la
actividad privada y propone el
acuerdo social como forma de
preservar la estabilidad política
y lograr marcos económicos


Crea un ámbito tripartito para
buscar un marco consensuado de
negociación colectiva y fomenta
la gestión tripartita en ámbitos
formales.


El MTSS tiene rol activo en la
fijación de salarios en el sector
privado.


El MTSS pierde protagonismo en
la negociación de convenios pero
lo adquiere en políticas de
empleo a través de Dinae.


Los sindicatos Protagonistas del modelo. Pierden protagonismo.
Afiliación del 30%. Desciende tasa de afiliación al


16%.
Gran poder de convocatoria. Desciende el poder de


convocatoria, pero igual es mayor
que la afiliación.


Estructura basada en
sindicatos de rama.


Mantienen la estructura
organizativa.


Reclaman salarios y mejores
condiciones de vida.


Reclaman el mantenimiento de
puestos de trabajo con el tema
salarial


Priorizan en su
relacionamiento el conflicto.
Usando la negociación como
herramienta final para la
solución de éste.


Comienzan a priorizar la
negociación dejando el conflicto
como herramienta final si aquélla
resulta infructuosa.


Los empresarios Tienen rol pasivo Tienen rol protagónico
impulsando la flexibilidad.


Estructura basada en
organizaciones de rama


Mantienen su organización


Negocian en Consejos de
Salarios.


Dejan de negociar en la rama.


No tienen iniciativa de
cambios.


Adoptan distintas estrategias
activas y pasivas para ser más
competitivos.


Consecuencias del modelo Fluida negociación colectiva. Debilitamiento de la práctica
negociadora


Cobertura casi total de
trabajadores con convenio.


27% de los trabajadores
amparados en convenios


Negociación centralizada. Negociación descentralizada.
Negociación de temas
salariales.


La flexibilidad como tema de
negociación.


Elevada conflictividad: paros
generales y de rama.


Descenso de la conflictividad:
reducción de paros generales y de
rama y aparición de conflictos de
empresa.


Conflictividad básicamente
por salarios.


Aumento de la conflictividad por
empleo.


Fuente: “La transformación de las RRLL...” antes citado.


7. Reflexiones sobre algunos temas polémicos
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Como toda transformación de importancia las nuevas relaciones laborales
son objeto de debate a nivel académico y político, en las empresas y los
sindicatos. El corto tiempo transcurrido y el hecho que el proceso de cambios no
está concluido, determina que en los años siguientes puedan aparecer nuevos
elementos, que quizá modifiquen relativamente las valoraciones que se puedan
hacer actualmente. Esto no implica, sin embargo que no puedan hacerse, con el
carácter mencionado anteriormente, algunas afirmaciones acerca de los cambios
verificados hasta el presente. En los puntos siguientes se hacen reflexiones acerca
de  algunos temas polémicos


1. ¿Los cambios son coyunturales o estructurales?


Las transformaciones en curso en las relaciones laborales han llegado para
quedarse. Por lo menos mientras no se modifiquen las bases en las que las
mismas se apoyan, es decir, la apertura de la economía y el cambio técnico. La
participación del Estado, si bien, fue el hecho que generó las condiciones para
que comenzaran los cambios, no es un componente imprescindible de los
mismos. Es decir, es posible que con un Estado más interventor, igualmente se
mantengan las características centrales del actual modelo de relaciones laborales.


Claro que si el Estado retomara todas las formas de intervención del
período anterior podrían retomarse algunas características del modelo de
relaciones laborales tradicional. Pero es poco probable que ello ocurra, incluso si
los futuros gobiernos tuvieran orientaciones muy diferentes de los últimos.


Esto no implica, sin embargo que no puedan existir algunas variantes en
estos tres factores (relaciones con el exterior, cambio técnico e intervención
estatal). Pero introducir variantes en las actuales definiciones es algo muy
diferente de modificar radicalmente las tendencias. Pongamos un ejemplo, acerca
de un tema sobre el que existen posiciones muy encontradas: la apertura de la
economía.


Existen opiniones acerca de que haber implementado una apertura tan
radical que en pocos años llevó en pocos años a aun abatimiento casi total de los
elevados los aranceles existentes y la eliminación las trabas no arancelarias al
comercio, instrumentos que habían existido en la mayor parte del siglo actual,
trajo consecuencias negativas, en algunos sectores de la economía,
particularmente en la industria. No se critica la apertura en sí sino la modalidad y
el contexto en que fue implementada: el escaso tiempo y la ausencia de medidas
compensatorias cuando la política cambiaria promovía importaciones y
desestimulaba exportaciones.
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Si estas visiones son recogidas por algún gobierno y éste se plantea
introducir algún cambio en la apertura sería probable que por ejemplo se
implementara lo que el Ministro de Industrias y Energía, Dr. Sergio Abreu ha
propuesto con el nombre de política comercial activa. Serían medidas transitorias
de protección a sectores específicos, cuya existencia está amenazada en las
actuales condiciones del comercio regional y mundial, como los afectados por
subsidios de otros países. Se podrían pensar diversas medidas dentro de esta
orientación.


Medidas de este tipo pueden alterar el cronograma de desgravación
acordado en el MERCOSUR y/o retardar la conformación de un comercio libre
en sectores algunos específicos. Si Uruguay decidiera estas medidas no sería una
excepción pues ellas son adoptadas en la actualidad por muchos países en el
mundo. Pensemos en los recientes subsidios agrícolas y trabas comerciales al
acero decididas por el gobierno norteamericano o la protección agrícola de la
Comunidad Europea y las tradicionales medidas adoptadas por Japón en ese
mismo sentido, además de las adoptadas por todos los países del Mercosur.


Pero estas medidas no implican dar marcha atrás en la apertura y volver al
sistema cerrado del pasado. Es en este sistema cerrado en que se habían
conformado las relaciones laborales del modelo tradicional. Si esas condiciones
no vuelven es difícil que el modelo de negociación tradicional se restaure.


Volver a cerrar la economía no parece una alternativa viable por varias
razones. En primer lugar, y esto es muy importante, porque el modelo de
economía cerrado había encontrado un límite en su profundización hacia el
mercado interno provocando no sólo estancamiento en el crecimiento del
producto sino desequilibrios en las cuentas externas, desde hacía varias décadas.
Un crecimiento sostenido de la producción y el ingreso nacional no era posible
destinando la producción al mercado interno, sino en la expansión hacia los
mercados internacionales (obviamente sin abandonar el interno). Y parece difícil
implementar una estrategia de este tipo manteniendo la economía cerrada. Esto
no es un apoyo a toda forma de apertura, pues como se señaló más arriba existen
diversas modalidades de abrir la economía y cada una de ellas tiene impactos
muy diferentes sobre los diversos sectores económicos y sobre los niveles de
empleo.


Hay un segundo argumento y es que cerrar la economía implica cuestionar
la estrategia de las empresas que crecieron para el mercado de la región, lo cual,
sin duda afectaría esos empresarios y trabajadores y generaría fuertes resistencias
entre ambos. Y estos sectores probablemente sean los que tuvieron mayor
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crecimiento en los últimos años, su crisis aumentaría sustancialmente los actuales
problemas económicos y sociales.


En conclusión, sea porque el viejo modelo ya estaba agotado, sea porque
cerrar la economía afectaría probablemente a los sectores más dinámicos de los
últimos años es difícil que la apertura pueda ser revertida. No son descartables,
sin embargo, cambios en su modalidad o en su ritmo, pero no la alteración de sus
características centrales. En estas condiciones, las empresas seguirán teniendo los
desafíos competitivos que actualmente enfrentan Y este hecho, el cambio en las
condiciones de la competencia, es una de las bases que ha impulsado la
transformación de las relaciones laborales. Es previsible, entonces, que estas
tendencias se mantengan y profundicen en el futuro


2. ¿Es el objetivo de las transformaciones debilitar al movimiento
sindical?


La modificación de las relaciones laborales es objeto de múltiples
polémicas. Existen defensores y detractores de los cambios. Cada una de estas
posturas acumula en su defensa un conjunto de argumentos cada uno de los
cuales se apoya en elementos de la realidad y tiene una cierta lógica. Esto es
habitual ante cualquier propuesta. Un tema de gran interés es descubrir si por
detrás de las argumentaciones que se exponen existen objetivos que pese a no ser
expresados claramente pueden ser los verdaderos.


En este sentido, existe una opinión bastante extendida entre los
profesionales cercanos a las posiciones sindicales y en algunos sindicalistas, que
sostiene que los cambios que se están procesando en las relaciones laborales
responden al objetivo de debilitar la resistencia sindical para imponer las
posiciones empresariales. No es esto lo que se dice pero sí es lo verdadero -se
sostiene-. Ante esta interpretación del proceso, se propone que la posición
correcta, enfrenta los cambios en bloque. Mas allá de compartir o no esta visión,
-en este trabajo se sostendrá otra interpretación- esta posición se apoya en varios
elementos de la realidad; veámoslo brevemente.


En primer lugar, las nuevas propuestas surgieron de los empresarios, que
fueron quienes sostuvieron la necesidad de modificar los acuerdos laborales
existentes, que centraban su contenido en temas salariales y propusieron
comenzar a discutir temas nuevos, los cuales podrían ser caracterizados como
diversas formas de flexibilidad laboral. Entendían que introducir estos cambios
eran necesarios para adaptar el funcionamiento de las empresas a las nuevas
condiciones competitivas. Dado que ello implicaba modificar los anteriores
acuerdos, los sindicalistas los vieron como un desconocimiento de sus anteriores
conquistas. En definitiva como un cuestionamiento al papel que el sindicalismo
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había alcanzado en el pasado y a condiciones de trabajo que los trabajadores
habían logrado con sus movilizaciones.


En segundo lugar, al movimiento sindical le fue muy difícil adaptarse a
esta nueva negociación, no sólo en nuestro país sino en todo el mundo. La nueva
postura empresarial  implicó para los sindicatos dificultades serias para definir
qué postura adoptar. Existen varios factores. Por un lado se están produciendo
cambios en las características de los trabajadores, mayor participación femenina,
mayor demanda de trabajo calificado, que determinan que distintos grupos de
trabajadores tengan intereses muy diferentes, ante lo que el sindicato encuentra
dificultades para definir una plataforma que los represente a todos.


Por otro lado, como ya se explicó, la discusión de estos temas dentro de
los sindicatos es muy difícil, tanto entre los trabajadores como en las discusiones
de los sindicatos, no era sencillo adaptar las definiciones programáticas históricas
y tradicionales a una realidad tan diferente del pasado. Se discutía -y se sigue
discutiendo- incluso, si el movimiento sindical debía aceptar discutir sobre estos
nuevos temas o debía rechazarlos de plano. Estas polémicas no están totalmente
saldadas en el movimiento sindical, y frecuentemente las posiciones más
opositoras utilizan argumentos  lineales, que se apoyan en la historia, que son
más fáciles de comprender para muchos trabajadores. Los sindicalistas que
sostienen la necesidad de adaptar las posiciones anteriores a la nueva realidad
suelen tener dificultades para hacer comprender sus posiciones.


Existe un tercer factor y es que la nueva situación hizo que algunos
empresarios aprovecharan la situación para efectivamente definir como objetivo
central debilitar al sindicalismo para reducir su resistencia y deteriorar beneficios
conquistados, con el objetivo central de reducir sus costos de producción. Es
decir no implementaron un nuevo modelo, acorde a una nueva estrategia
competitiva, sino que simplemente hicieron un ajuste a la baja en todos los
costos. En estos casos los empresarios no ofrecían algo a cambio de los ajustes.
Habitualmente en estos casos los sindicatos adoptaron medidas de resistencia, lo
cual acentuó los enfrentamientos.


En definitiva, cambios sociales, modificación de acuerdos laborales
anteriores, discusiones internas difíciles e incluso una realidad que tiene facetas
muy contradictorias y donde existen enfrentamientos importantes y
cuestionamientos a algunos sindicatos, hace que el sindicalismo tienda a ver el
conjunto de cambios como una agresión a su organización, como un
cuestionamiento a su propia existencia. Y ante esto respondió con una actitud de
resistencia.







Relaciones Laborales – N° 1 


Sin embargo, así como existen factores para comprender esta posición,
también existen factores para rechazarla, como explicación central de los
cambios. En primer lugar, si el objetivo de los empresarios fuera atacar al
sindicalismo, no era necesario que recurriera a un mecanismo tan sofisticado
como elaborar una nueva estrategia laboral. El cambio en las condiciones
competitivas, la inestabilidad creciente de los mercados y su consecuencia, la
demanda estable de trabajo, generaban para los empresarios excelentes
condiciones para realizar un cuestionamiento de los viejos acuerdos laborales y
atacar a los sindicatos si éstos los defendían.


Con esas condiciones, que se generan a partir del cambio del “clima
laboral” hacia mediados de la década del noventa, un empresario podría
cuestionar el lugar que había alcanzado anteriormente el sindicato. No necesitaba
para hacerlo elaborar una nueva estrategia laboral, nuevas propuestas
organizativas para la empresa, nuevas plataformas para presentar en las
negociaciones. El cuestionamiento los sindicatos no nace con la nueva
negociación. Empresarios que no reconocen a los sindicatos de sus empresas no
nacen en este tiempo, siempre existieron, con cualquier modelo de relaciones
laborales.


Veamos lo que ocurrió en Europa, donde se dieron situaciones similares
en las décadas del setenta y ochenta, cuando el clima de euforia que siguió a la
postguerra, se modificó y la economía comenzó a mostrar síntomas de
enlentecimiento. Durante la bonanza del pleno empleo del “estado de bienestar”
el sindicalismo había logrado conquistas, que en ese momento muchos
consideraban que eran una rigidez en el funcionamiento del mercado de trabajo.
Los empresarios cuestionaron los acuerdos laborales existentes. Para enfrentar a
los sindicatos, que los defendían, no se necesitaba ninguna otra cosa que una
decisión firme. De hecho esto fue lo que ocurrió en muchas empresas que
tuvieron problemas competitivos importantes y adoptaron como objetivo una
reducción generalizada de los costos.


La nueva estrategia laboral no surge de una preocupación por la reducción
de costos sino como parte de una nueva estrategia productiva y tecnológica de la
empresa, que modifica aspectos básicos del pasado, cuando producía productos
homogéneos de bajo precio. Aunque obviamente, esta nueva estrategia
frecuentemente fue acompañada por una reducción de costos, que incluyó el
laboral.


En función de esto la afirmación de que el objetivo de los cambios es
atacar al sindicato no parece ser suficiente para explicar el nacimiento de la
nueva estrategia laboral, por parte de los empresarios. Por otro lado ¿es
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razonable pensar que en todo el mundo, los empresarios se pongan de acuerdo,
en un momento histórico, en debilitar al sindicalismo? Es sabido que en el mundo
existen muy diferentes modelos de relaciones laborales y en algunos de ellos la
colaboración entre empresarios y trabajadores es la característica dominante. ¿Es
razonable pensar que exista un acuerdo aplicable en todos los modelos, en todos
los países desarrollados en un determinado momento histórico? ¿Y que este
acuerdo se repita unas décadas después en los países subdesarrollados, cuando
éstos atraviesan una situación con características similares?


Aunque alguien lo pueda sostener, no parece una hipótesis demasiado
probable. Mucho más razonable es pensar que los factores explicativos son otros:
que los cambios en los modelos de relaciones laborales son parte de una
transformación más amplia, que abarca al funcionamiento de toda la economía.
Las empresas al adaptarse a esos cambios modifican su gestión interna, lo cual
incluye los acuerdos laborales. Pero éstos son parte de una transformación más
global y profunda. Este tema se aborda en el punto siguiente.


3. La modificación de las relaciones laborales como parte de una
transformación estructural


La búsqueda de las explicaciones de la transformación de las relaciones
laborales debe realizarse a partir del análisis de cuál es el vínculo entre las
relaciones de trabajo y los otros factores que caracterizan el funcionamiento de la
economía y la sociedad. En este trabajo, apoyándonos en estudios reconocidos,
se sostendrá esta hipótesis: las relaciones laborales no son una elaboración
autónoma, no existe en forma independiente de lo que ocurre en la economía y la
sociedad, tanto a nivel nacional como internacional. Por el contrario, solo en un
contexto de interrelaciones muy amplio, es que los actores sociales definen sus
estrategias, necesariamente dinámicas, y al hacerlo conforman nuevos sistemas
de relaciones laborales.


Veamos como concibe Arturo Bronstein, conocido estudioso de los
sistemas laborales en Latinoamérica, “Todo sistema de relaciones de trabajo
reposa sobre un conjunto de variables históricas, políticas, jurídicas,
económicas, ideológicas, sociales y culturales que influyen en la formación de
algunos de sus rasgos distintivos”


Queda claro en la cita que las relaciones de trabajo no pueden ser
comprendidas ignorando la historia, ni el marco jurídico, ni la situación
económica, ni los factores ideológicos y culturales a partir de los que se
conforman las conductas y las estrategias que adoptan los actores de las
relaciones laborales, empresarios, sindicalistas y el propio gobierno.
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Puede decirse que las relaciones laborales de un determinado país, incluso
de un determinado sector económico o de una empresa, es una construcción
histórica y social. Es histórica porque sus rasgos están influidos por el particular
momento que  está viviendo ese sector o empresa, en el país que resida y de
acuerdo a sus vínculos con el resto del mundo. Es social porque es producto de
las visiones y las conductas de los actores sociales, las cuales, a su vez se
conformaron en un proceso, a menudo muy largo, donde la ideología y la
práctica del pasado, así como la comprensión del presente y la percepción del
futuro juegan un rol fundamental.


Es de gran importancia percibir las implicancias de esta afirmación. Si esa
suma de factores es la base del modelo de relaciones de trabajo ¿Qué puede
esperarse que ocurra cuando alguno o varios de esos factores determinantes
tienen un cambio  significativo? La respuesta también la aporta Bronstein en el
artículo antes citado.


“Se debe asumir que una modificación de alguna de estas variables
también modificará el funcionamiento de las relaciones de trabajo, lo que sucede
a veces de manera evolutiva y otras traumática: por cierto, la historia de las
relaciones de trabajo en América Latina ofrece tantos ejemplos de cambios
evolutivos como de cambios traumáticos”


Es decir, que podemos afirmar que si alguno de los pilares en que apoya
la construcción de las relaciones laborales cambian, estas también se
modificarán. Esta visión de las relaciones de trabajo y de su dinámica es
absolutamente apropiada para comprender lo que ha pasado en el mundo y en
nuestro país en las ultimas décadas.


Comencemos con lo que ocurrió en la economía mundial. Importa
analizar lo ocurrido en los países desarrollados porque es en ellos en donde
surgen las nuevas propuestas laborales. Entre mediados de sesenta y setenta en
los países del primer mundo se interrumpe el importante ciclo de crecimiento del
producto que siguió a la segunda guerra mundial y, en forma paralela el de la
productividad del trabajo, en que se había fundamentado el crecimiento de los
salarios reales.


Muchas cosas comienzan a cambiar a partir de ese momento. Los
mercados parecen saturados y las empresas tienen dificultades para colocar su
producción como lo habían hecho anteriormente, a partir de lo cual deben
repensar la forma de operar en los diversos niveles. Se definen nuevas estrategias
productivas, que implican diversificación de la producción, con calidades
especialmente definidas, con lo que intentan adaptarse al hecho de que cada
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mercado no es uniforme sino que grupos de consumidores formulan demandas
diferentes, conformando submercados específicos.


La producción en serie, tradicional del período de intenso crecimiento
industrial comienza a ser revisado profundamente. Desde mediados de la década
del setenta “diversos factores en la competencia y la división internacional del
trabajo han erosionado los beneficios de la producción en serie, estandarizada.
La tendencia actual se centra en la fabricación de complejos productos de gran
calidad en pequeñas remesas, de una mayor flexibilidad en la producción y un
ciclo vital más corto”


La estrategia productiva del período del “estado de bienestar”, basada en
productos uniformes de bajo precio, comienza a tener problemas de mercado,
aunque las interpretaciones de porqué ello ocurre y las medidas correctivas
propuestas son múltiples. Una nueva fuente de rentabilidad comenzó a buscarse
en la flexibilidad del proceso productivo, del cual algunos de los factores claves
son, como se indica en el texto: calidad, atención a las demandas de los clientes,
producción de remesas pequeñas para mercados específicos, ciclo de vida menor,
pronta entrega, etc.


Las nuevas condiciones de la competitividad internacional y las
innovaciones tecnológicas tuvieron en todos los casos, aunque con diferente
profundidad, características y momentos, un impacto en el (los) sistema(s) de
relaciones laborales existente(s) en cada país. “No cabe duda de que se produjo
una reorientación de las relaciones de trabajo en todos los países avanzados
abarcados por la investigación que comentamos, aunque su naturaleza y amplitud
varían muchísimo según las empresas, sectores, regiones de que se trate en cada
país estudiado, así como entre las economías nacionales sujetas a diferentes
influencias históricas y pautas institucionales” (Locke et al, 1995).


El tradicional esquema vertical de organización empresarial fue
cuestionado y con él la organización del trabajo y las relaciones laborales. Se
promueve el trabajo en equipo, se redefinen los cargos ampliando el tramo del
proceso de producción de que se ocupa cada trabajador, se implantan sistemas de
mejora continua y sistemas de gestión que implican una participación más activa
del trabajador en la definición de productos y procesos, transformaciones que
requieren, a su vez, mayor calificación de los trabajadores.


Estas son algunas de las modalidades de la denominada flexibilidad
laboral, por lo que puede decirse que la flexibilidad productiva condujo a la
flexibilidad laboral. Varias de estas nuevas orientaciones de la gestión de
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recursos humanos, necesarias para implementar la nueva estrategia productiva,
implican la modificación de los acuerdos laborales preexistentes.


Pongamos algunos ejemplos: la flexibilidad funcional, implica cambiar la
tradicional estructura de cargos fijos que generalmente fue el resultado de largas
negociaciones entre el sindicato y la empresa. La flexibilidad horaria y salarial,
también modifica acuerdos anteriores, previo a los cuales, en muchas ocasiones,
hubo conflictos importantes y que muchas veces esos acuerdos fueron recogidos
por leyes nacionales. La flexibilidad salarial implica modificar el sistema de
remuneración tradicional de tanto dinero por tantas horas de trabajo, al introducir
un componente variable condicionado al logro de ciertos resultados.


Pasemos ahora a nuestro país. Ante cambios tan significativos como los
de la década del noventa ¿es razonable pensar que las relaciones laborales no
sufrirán modificaciones? Si aceptamos el enfoque de Bronstein antes mencionado
la respuesta no puede ser sino negativa. Las transformaciones en curso están
fuertemente determinadas por los cambios que anteriormente ocurrieron en las
reglas de funcionamiento de la economía, que comienzan hacia mediados de la
década del noventa (en algunos casos unos años antes) a modificar las estrategias
competitivas de las empresas. De éstas se derivan cambios tecnológicos, cambios
en productos  y procesos, reestructuras organizativas, en la organización del
trabajo y nuevas relaciones laborales.


Pretender que las relaciones laborales no cambien cuando el conjunto de
las condiciones en las que ellas se conformaron sufrió profundas alteraciones
sólo puede sostenerse si se considera que son una estructura autónoma del
conjunto de la conformación económica y social. Pero esta no es una posición
razonable.


4. ¿La legislación laboral estará ausente de los cambios?


Es frecuente escuchar, particularmente entre especialistas en derecho
laboral que no puede permitirse cambios en leyes que fueron producto de
procesos sociales largos y difíciles. La legislación laboral, en muchos casos, fue
producto de reivindicaciones de los trabajadores, que realizaron intensas
movilizaciones para consolidar en la legislación nuevos derechos o mejores
condiciones de trabajo.


A partir de esta correcta interpretación del proceso histórico se sostiene
que no pueden aceptarse cambios que lleven a la absoluta desregulación del
mercado laboral. Sin embargo no todos los cambios tienen el mismo impacto en
la actividad productiva y en la protección del trabajador.
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Y existe el peligro de que si se rigidiza demasiado el ordenamiento del
tiempo de trabajo y la movilidad en el empleo, una consecuencia posible sea que
la realidad se sobreponga a la legislación y resulte una precarización del trabajo
muy superior a la actual o a la que podría derivar de una posible adaptación de la
legislación laboral. Tenemos muchos ejemplos reales de esta situación, que pese
a conocerse ampliamente, las organizaciones sindicales no tienen la fuerza
suficiente para eliminarlas.


Veamos un ejemplo concreto relativo a la flexibilidad horaria. El régimen
de contratación y trabajo tradicional y legal establece que deben realizarse un
número fijo de horas diarias y si en cualquier día se supera ese límite las horas
deben ser pagadas dobles. Analizamos el efecto de esta legislación a la situación
de una empresa que puede insertarse en un mercado a partir de lograr una
respuesta rápida a los pedidos de los clientes.


Este es uno de los factores competitivos nuevos, especialmente para
empresas pequeñas, productivamente flexibles y adaptables a cambios en la
demanda. Pero operar en esta modalidad implica tener la capacidad de lograr una
producción variable en el tiempo y estar en condiciones de producir importantes
volúmenes en tiempos mínimos. Solo de esta forma una empresa podrá atender
demandas de volúmenes importantes en tiempo corto.


Si esta empresa tiene trabajadores contratados en el régimen tradicional,
su capacidad de trabajo es uniforme en el tiempo, es decir que sus costos
laborales son los mismos tanto si su demanda es firme y permanente como si es
volátil y variada. El sistema de contratación tradicional es adecuado para lograr
una producción regular para atender una demanda estable. Esta fue la modalidad
de funcionamiento de una empresa en el pasado, de ahí que la modalidad de
contratación era funcional a la estrategia productiva y competitiva en ese tiempo.
Pero en las décadas últimas los mercados tuvieron cambios importantes y por
ello las empresas debieron modificar sus estrategias y encontrar nuevos factores
competitivos. Entre estos factores está la adaptación a mercados de demandas
diferenciadas y lograr pronta entrega. ¿Cuáles son sus alternativas que tiene una
empresa que requiere tener una producción muy superior a la normal en un
tiempo breve?


Una posibilidad es acumular importantes stocks para poder enfrentar
demandas variables sin necesidad de aumentar el ritmo de producción. Sin
embargo el costo de los stocks es importante porque suponen una inmovilización
de recursos financieros durante un tiempo no previsible. Por otro lado, no es
claro que permita responder a una demanda cuyas características no se conocen
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de antemano, dado que la producción ahora es más diversificada. No parece una
solución razonable.


Una segunda posibilidad, si no quiere contratar nuevos trabajadores, es
extender el horario de trabajo. En el sistema actual esto implica un aumento de
los costos laborales. Es posible que logre mantener algunas ventas con precios
superiores, pero ello no ocurrirá en todos los casos. Es decir que esta alternativa
implica perder parte del mercado que podría ganar con precios estables. Si la
empresa tiene un nivel de actividad normal ello puede no ser un problema, pero
si está operando por debajo de su capacidad y con menos empleo perdería una
oportunidad de retomar la actividad y el empleo normal.


Si la empresa hiciera un acuerdo especial con los trabajadores, para
trabajar más horas con la misma remuneración sería ilegal, con lo cual es
probable que la empresa no decida quedar jurídicamente expuesta a las demandas
laborales que tendrán resultado favorable, pues esos acuerdos no respetan la
legislación.


Una opción legal sería mantener contratos estables con un número de
trabajadores mínimo y completar las necesidades de trabajo, cuando se logra un
contrato como el indicado anteriormente, con trabajadores eventuales, tan
rotativos como lo permita la ley. En algunos casos este tipo de trabajo puede
atender las exigencias de calidad y en otros no. Pero el resultado global sería una
mayor precarización de los contratos que la situación actual, pues los contratos
estables e indefinidos se reducirían, mientras aumentarían los eventuales.


La pregunta es si un contrato de horario flexible, negociado con los
trabajadores y obviamente aceptado por éstos, no permite tener un mayor nivel
de actividad y aumentar los empleos más estables. Esta es la solución que se
implementó en Europa, con un nivel de legislación y seguridad social muy
superior a la de nuestro país, donde existen convenios en los que la empresa tiene
posibilidad de extender la jornada laboral, dentro de ciertos límites acordados
con el sindicato. Este no es sino un ejemplo, pero sobre un tema sumamente
polémico en sí mismo, además de que ilustra una situación en la que también se
encuentran otros temas.


Porqué los sindicatos europeos aceptan estos convenios? No lo hacen con
gusto, sino porque sabe que los mercados son volátiles y que las tasas de
desempleo pueden crecer como lo han hecho en algunos períodos, por lo que
aumentar la competitividad de las empresas es una condición para aumentar y/o
asegurar empleos y reducir la peor de las situaciones en que se puede encontrar
un trabajador, es decir desempleado.
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La volatilidad de los mercados no es algo que el sindicato pueda
modificar. Las estrategias empresariales para operar en esas condiciones son una
forma de mantener la actividad en las nuevas condiciones. Si el sindicato
rechazara la propuesta de horario flexible, probablemente la empresa opte por no
operar de esa manera y perdería algunos mercados total o parcialmente, al
ganarlo solo cuando puede subir los precios finales. Si decide mantener su
estrategia quizá precarice más el trabajo, despidiendo a muchos de sus
trabajadores estables, sustituyéndolos por eventuales.


Si el sindicato, en general ha decidido, (ante la incapacidad de
modificarla) aceptar esta situación de la nueva economía y negociar las mejores
condiciones para las partes, de forma de mantener el mercado al mismo tiempo
que la mayor estabilidad posible en el horario de trabajo. Los sindicatos que
adoptaron esta estrategia, lograron poner límites a las horas de trabajo diarios,
compensar esta inseguridad con contratos de un cierto número de horas anuales,
que la empresa deberá abonar, se trabajen o no, establecer un tiempo de preaviso
de la jornada que sea suficiente para que el trabajador pueda planificar sus otras
actividades, etc.


Pero estos cambios implican una adaptación de la legislación laboral que
habilite a que los acuerdos de trabajadores y empresarios puedan, por acuerdo,
flexibilizar el horario de trabajo. Otra opción podría ser la simple eliminación de
la legislación de horario de trabajo. Esto sin duda daría absoluta flexibilidad,
pero probablemente diera lugar a una desregulación en la que se podrían
establecer regímenes laborales incompatibles con condiciones mínimas de
seguridad laboral y de preservación física. Regímenes que ninguna sociedad
quiere volver a tener.


Un tema relevante es comprender cuales son las alternativas reales.
Frecuentemente una de las opciones no es mantener el actual régimen de trabajo
y al mismo tiempo mantener los empleos. Esta no es una opción real cuando los
mercados y los sectores funcionan con reglas nuevas o las empresas necesitan
flexibilidad para operar en esas nuevas condiciones.


Las opciones suelen ser dejar la actividad, con lo que se pierden empleos,
precarizar el trabajo utilizando la flexibilidad que habitualmente la legislación
permite o negociar acuerdos nuevos, con flexibilidad para la empresa y garantías
a los trabajadores. Estas garantías probablemente serán distintas a las del pasado,
pero en ellas es posible que al tiempo que se pierdan seguridades anteriores se
logren ganancias nuevas, en otros aspectos que anteriormente no eran objeto de
negociación. Esto es lo que indica la experiencia europea.
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Esta negociación puede lleva a acuerdos buenos y acuerdos malos para
trabajadores y para empresarios. En definitiva como en cualquier situación, pues
también en el pasado y con la legislación actual hay acuerdos buenos y malos. Si
se producen cambios importantes en las bases de funcionamiento económico, es
razonable que la legislación laboral tenga adaptaciones a la nueva realidad, tal
como ocurre con la negociación colectiva y el sistema de relaciones laborales.


5. ¿Inevitablemente los trabajadores perderán con las nuevas RRLL?


Este es un tema de gran importancia, pues si se respondiera positivamente,
sería razonable una fuerte resistencia sindical a los cambios. Hay experiencias en
nuestro país, lamentablemente no demasiadas, y muchas en otros países, que
indican que las nuevas relaciones laborales no significaron siempre pérdidas para
los trabajadores. Por otro lado, la experiencia de los países desarrollados, que
nos permite analizar el proceso con un horizonte histórico mayor, nos indica
conclusiones similares.


Partamos de la consideración de cuáles son los sistemas que se están
contraponiendo. Por un lado tenemos el modelo tradicional, en el que existe una
empresa vertical, con un Departamento de Métodos (o de nombre similar) que
decide como deben ser los procesos y las tareas de cada trabajador en cada
puesto. Este realiza una tarea sencilla, en forma repetitiva, con una determinada
intensidad, sin posibilidad de aportar sus ideas, sino por el contrario haciendo el
trabajo indicado en los tiempos definidos. Tiene un contrato laboral en el que por
ocho horas de trabajo recibe una remuneración que, si en la empresa o la rama,
existe sindicato éste negoció con la empresa. Este modelo es el acertadamente
descrito en Tiempos Modernos de Charles Chaplin.


En el nuevo modelo quizá su puesto de trabajo no sea fijo, sino que
integre un equipo que es responsable de una etapa del proceso productivo, donde
él puede cumplir diversas tareas y donde debe aportar sus ideas para mejorar los
procesos y la calidad del producto. Para cumplir eficientemente este trabajo
deberá capacitarse en forma regular, incluso para conocer el funcionamiento de
nuevos equipos. Es probable que su horario de trabajo no sea siempre fijo, si la
empresa tiene dificultades de mercado. Pero la empresa tratará de que su contrato
sea relativamente estable pues en otro caso, la inversión que debe realizar en
recalificación profesional no tendrá retorno. Y no puede dejar de realizarla si
quiere tener una producción de calidad.


Si estos fueran los modelos que se contrastan, en el segundo, el trabajo
tiene mayores inseguridades y mayores exigencias intelectuales,  de ahí la
necesidad de calificación permanente. Si bien la inseguridad en el tiempo de
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trabajo y eventualmente en el contrato no es un cambio positivo, sí puede serlo el
contenido de trabajo, que le permitirá tener un mayor desarrollo en su
capacitación, con lo cual incluso tendrá mejores posibilidades de reinserción
laboral, si perdiera ese empleo. Es decir, perderá algo y también ganará algo.


El problema es que probablemente los anteriores no sean los modelos que
se contrastan en la realidad, pues algunas de las empresas introducen los cambios
que eliminan las seguridades del pasado y no cambian la tecnología, ni la
organización del trabajo,  ni implantan sistemas de gestión participativos, ni
sistemas de calidad. Hacen lo que denominamos un ajuste pasivo, donde solo se
introducen cambios negativos. Si esta fuera toda la transformación sin duda el
cambio sería negativo. Pero todo indica que esa transformación no es suficiente
para insertarse en la nueva economía. Las empresas que se quedan en ese nivel
muy probablemente tendrán dificultades importantes y deberán completar los
cambios en el sentido indicado. Experiencias de otros países parecen indicar que
si no profundizan los cambios su futuro no es auspicioso.


En conclusión no todos los cambios deben ser negativos. Sin duda que la
pérdida de seguridades, derivada de los cambios en los mercados y en las formas
de competencia, provocan inseguridades. Pero operar en mercados segmentados,
competir por la calidad, requiere transformaciones profundas. Y cuando estos
cambios se completan en todos los niveles en que son necesarios, los resultados
no son todos negativos con respecto a los de la empresa tradicional.


8. Desafíos de los actores sociales


Empresarios y trabajadores deben encontrar respuestas para enfrentar el
cambio radical de las reglas de juego actuales, tanto en la economía nacional
como en la mundial. Sus opciones no son sencillas. A continuación se indican
algunos de sus dilemas principales que tienen una incidencia directa en las
relaciones laborales.


a) Desafíos de los empresarios


Los empresarios se encuentran ante una situación muy compleja. La
combinación de apertura económica, desregulación de los mercados y menor
intervención estatal en un contexto económico contractivo, con una política
cambiaria que incentiva las importaciones y desestimula las exportaciones
determina un cambio de las reglas de juego muy significativo. Acentuado incluso
porque la política comercial mucho más cambiante de lo deseable (habrá
MERCOSUR o no, habrá ALCA o no, habrá tratado bilateral con EEUU o no)
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genera incertidumbre sobre las relaciones con los mercados externos, regionales
y mundiales.


Ante este cambio conjunto de tantas reglas y la magnitud de las
incertidumbres muchos pueden tentarse a adoptar lo que Rudiger Dornbush
denominó la “política de la espera”, es decir no hacer nada hasta que existan
reglas de juego más claras y estables. Pero esto solo es sostenible cuando los
potenciales competidores hacen lo mismo. Si otros mejoran sus condiciones
competitivas mientras  en nuestro país no se hace, inevitablemente se estará
perdiendo tiempo, lo que puede ser fatal.


Se mencionó la aplicación de diversas estrategias. Si bien los activos no
implican costos importantes, es la de mayor resultado en el largo plazo.


Las relaciones laborales pueden hacer una contribución a la
transformación. Del conjunto de cambios tecnológicos posibles, los
organizacionales, los vinculados a los denominados factores blandos son los
menos onerosos. La utilización efectiva de los conocimientos que todos en la
empresa tienen, pero no los vuelcan para contribuir a lograr los objetivos
centrales porque no existen vías para hacerlo, la implementación de sistemas de
incentivos claros, pueden aumentar las innovaciones incrementales y ser factores
competitivos importantes.


Es frecuente escuchar que el factor humano es el principal capital de una
empresa. Pero solo potencialmente lo es. Para lo sea efectivamente deben existir
sistemas de gestión participativos, incentivos al involucramiento en la gestión y
una organización interna permita la amplia circulación de informaciones y
propuestas. Este tipo de transformaciones son los que requiere implementar
sistemas de relaciones laborales modernos. Si solo se realiza un ajuste pasivo, el
clima interno no favorecerá la aplicación de estos sistemas. Si el ajuste es activo,
los sistemas de gestión participativos pueden realizar una contribución
significativa a la eficacia de los mismos.


Esto es lo que indica con claridad la experiencia de los países
desarrollados. “Aunque se puede conseguir mejoras en la velocidad de puesta en
práctica (de la tecnología) eliminando la participación de los empleados, las
pérdidas potenciales tanto en términos de ideas como de compromisos adquiridos
son notables. Incluso después de la instalación, existen posibilidades de
discusión, pero tanto los directivos como los trabajadores resultarán beneficiados
si los empleados participan desde una etapa temprana”.


Una decisión de este tipo implica reconocer al sindicato y establecer
negociaciones sobre todos estos temas, aunque los sistemas requieren la
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participación nos sólo de los dirigentes sino del conjunto de los trabajadores. La
negociación colectiva es necesaria, pero no es toda la participación que requieren
los sistemas de gestión, sino que tiene que ser más amplia y generalizada.


En conclusión, ante el conjunto de transformaciones e incertidumbres que
ponen a las empresas ante encrucijadas muy difíciles, los caminos que parecen
más viables en el largo plazo implican adaptar en las definiciones centrales
(productos, procesos, mercados) a las nuevas condiciones de competencia así
como incorporar nuevas tecnologías. En este contexto – y más allá de los ajustes
imprescindibles para reducir costos- implementar sistemas de gestión
participativos, motivadores del involucramiento, pueden realizar una
contribución a ese conjunto de cambios. Superar la tentación de limitarse a un
ajuste de los costos parece ser un camino necesario.


b) Desafíos del sindicalismo


El movimiento sindical se encuentra también en una situación muy difícil.
Probablemente el cambio más difícil de asumir es que al desaparecer casi
completamente la negociación a nivel de sector económico y ser sustituida
parcialmente por la de empresa, su estructura organizativa, conformada para
atender a la negociación centralizada, dejó ser funcional.


En la década del noventa los resultados concretos del movimiento
sindical, en términos salariales fueron muy limitados y sus objetivos políticos
centrales, como detener las transformaciones estructurales impulsadas por los
gobiernos tampoco tuvieron resultados positivos, salvo detener la privatización
de ANTEL en 1993. A ello debe sumarse que muchas empresas implementaron
ajustes pasivos, con deterioro de las condiciones de trabajo y pérdida de
beneficios.


Cuadro Nº7
Tasa de sindicalización (en porcentajes sobre asalariados)


Años Total Públicos Privados
1985 37,5 42,4 34,7
1987 34,0 48,2 27,2
1990 30,2 50,3 21,5
1993 17,2 33,8 11,1
1996 16,9 37,6 9,8
2000 15,9 39,8 8,5


Fuente: “La transformación de las relaciones laborales” en  base a Instituto de Economía de la fccee
(ocupación) y Congresos del pit-cnt (afiliación).
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Es claro el debilitamiento del movimiento sindical tanto como interlocutor
social, como en su propia organización interna, lo que se expresa claramente en
la reducción de la tasa de afiliación


La transformación de las relaciones laborales ocurre en condiciones en
donde se reducen los empleos y las condiciones de trabajo. Las propuestas de
flexibilidad, con las cuales se busca adaptar el funcionamiento interno de las
empresas, frecuentemente quedan ocultadas por los procesos anteriores y es
difícil separarlas de los mismos. Es comprensible, que en estas condiciones
existan resistencias sindicales a esas nuevas propuestas.


Como ocurrió en Europa unas décadas atrás, los sindicatos, deben definir
sus estrategias en condiciones muy adversas y ofrecen resistencias. La
experiencia indica, sin embargo, que de estas posiciones no se puede esperar
éxitos significativos. Así como no es esperable que los empresarios tengan éxitos
duraderos si solo hacen ajustes pasivos, tampoco puede esperarse resultados
importantes de los sindicatos que solo tengan estrategias de resistencia a los
cambios.


En muchos casos e hizo que los sindicatos resistieran los cambios. Pero su
posición fue cambiando con el tiempo y puede decirse que varias de estas
propuestas actualmente son parte de los sistemas de relaciones de trabajo y son
aceptadas por las partes. Este cambio fue producto de la experiencia de
confrontación inicial, de sus resultados de una comprensión más profunda de la
naturaleza de los cambios así como de las posibilidades que el mismo implicaba.


Debería tenerse claro que cuando una empresa encara un ajuste
complementado con transformaciones profundas para ganar competitividad
genuina, en general, los sindicatos acompañan y participan en los cambios y
suelen aceptar reducción de beneficios, si ello es imprescindible. En definitiva
comprender que solo mantendrán sus empleos si hay transformaciones
importantes. En general, y esto es lo que indica también la experiencia europea,
ya sea porque los resultados no son buenos, o porque se comprende la
inevitabilidad de los cambios, los sindicatos comenzarán a repensar cuáles las
plataformas y las acciones que mejor defienden los intereses de los trabajadores. 


Algunos ven en las nuevas propuestas de flexibilidad la intención de
debilitar al movimiento sindical, una actitud antisindical, como si el objetivo de
los empresarios al formular las propuestas fuera atacar al sindicato. Obviamente
aunque hay puntos de intereses comunes, entre trabajadores y empresarios
existen intereses diferentes, particularmente en el terreno de la distribución con
los sistemas de remuneración tradicionales y por lo tanto puede existir en interés
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de debilitar al opositor. Sólo si el sindicato comprende – y lo hará sólo si lo ve
realmente en lo que ocurre en su empresa- que las propuestas de flexibilidad son
parte de una transformación más profunda comprenderá que su objetivo final no
es cuestionar al sindicato. Esto implica que en las transformaciones no se lo
desconozca e incluso, que se le abra la posibilidad de la participación.


Si esta posibilidad de participar es ofrecida y el sindicato no la acepta,
probablemente existirán enfrentamientos. Es decir que la estrategia del sindicato
también importa al analizar el resultado final. Pero no tendrá buenos resultados y,
a la larga, la mayoría comprenderá que la resistencia frontal a todos los cambios
no es una forma de defender los intereses de los trabajadores. Pero para esto debe
comprenderse cual es la naturaleza y los objetivos de las transformaciones.


“En algunos países, los sindicatos, más que coadyuvar a esta proceso de
cambio lo han fomentado activamente, con el fin de inducir resultados
satisfactorios para sus afiliados y para el conjunto de los trabajadores. En
otros, el movimiento sindical ha opuesto una cierta resistencia al cambio, que
ha provocado conflictos, a veces crispados, en fábricas y  sectores industriales.
Sin embargo en la mayoría de los países de la OCDE, las reacciones han ido
variando gradualmente, a medida que los sindicatos analizan la estrategia más
apropiada para extraer unos resultados positivos del cambio. Esto ha conducido
a una reconsideración gradual de la función y la situación de las organizaciones
de trabajadores”.


Este cambio es significativo, pues implica aceptar la flexibilidad como
una realidad que no se puede ni desconocer ni eliminar por la movilización.
Diferentes experiencias muestran que en las nuevas condiciones los sindicatos no
necesariamente quedan en una posición más relegada que en el pasado e incluso,
puede sostenerse que podría quedar en una posición estratégicamente más
importante y con mejores condiciones laborales. Por lo menos hay corrientes
sindicales e investigadores que sostienen estas posiciones.


Perspectivas


En los capítulos anteriores se intentó demostrar que la sociedad tiene
dificultades para adaptarse a un cúmulo tan grande de transformaciones que
modificaron reglas de funcionamiento económico que rigieron por un tiempo
muy prolongado.


Ante la nueva realidad las respuestas son diversas y aun no existe un
tiempo suficiente para realizar un balance acerca de los resultados de las mismas.
Esta incertidumbre afecta tanto a los trabajadores como a los empresarios. Las
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propias políticas publicas probablemente requieran  un proceso de evaluación y
ajuste.


Es claro que las condiciones en que se realiza esta reflexión sobre las
conductas adoptadas y las estrategias decididas es de gran importancia. Si el
contexto es de recesión, contracción del empleo y deterioro de las condiciones de
trabajo, tanto desde  la empresa como desde la de los trabajadores existirán
preocupaciones urgentes de las que será difícil abstraerse para encarar el largo
plazo.


En cambio en un contexto de expansión, de bonanza económica, aunque
esta implicara desafíos, el tratamiento de los temas puede ser menos difícil y
seguramente existan condiciones más favorables para alcanzar consensos.


Sin embargo en uno o en otro caso, construir un nuevo modelo de
relaciones laborales, que permita mejorar la competitividad de las empresas, en
las actuales reglas de funcionamiento económico, al tiempo que mejorar las
condiciones laborales y los ingresos de los trabajadores, es una necesidad.


Por eso parece adecuado el enfoque que dan a la problemática dos
especialistas europeos. “Los sistemas de relaciones laborales a escala nacional,
sectorial y local, caracterizan en gran medida la capacidad de las sociedades
industriales para adaptarse al cambio estructural”.


En definitiva encontrar el mejor sistema que permite alcanzar objetivos a
los distintos actores y al hacerlo mejorar los resultados de todo el país es un
indicador de la capacidad de las sociedades para resolver sus problemas.


Retomando una idea expuesta anteriormente: si las relaciones laborales
son una construcción histórica y social, en las que los actores sociales tienen una
participación decisiva, dependerá de su capacidad para comprender la época que
vivimos, del análisis de las posibilidades que tiene cada una de las posibles
alternativas futuras y de su sabiduría para encontrar soluciones razonables a los
problemas concretos, que el sistema de relaciones laborales permita que cada uno
alcance sus objetivos y con ello los del conjunto de la sociedad. Que ello se logre
o no será un indicador de su nivel de desarrollo y madurez.






